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RESUMEN 
El objeto de nuestro trabajo es el análisis del régimen jurídico de la contratación 
de los profesores de religión desde la perspectiva normativa y jurisprudencial española y 
europea. En el estudio legislativo español, centraremos nuestra atención en los 
preceptos constitucionales, así como en las respectivas leyes de educación y de libertad 
religiosa, que amparan las garantías y los derechos de los padres para educar a sus hijos 
según sus convicciones religiosas y morales; los derechos y libertades que corresponden 
a las confesiones religiosas para gestionar sus asuntos internos de forma autónoma, y el 
respeto de los derechos y deberes de los trabajadores.  
En el contexto europeo, analizaremos a la luz del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos, el derecho de libertad religiosa en relación con el reconocimiento 
del principio de autonomía de las confesiones, y la prohibición de discriminación de 
trato. Además, nos detendremos en el derecho a la intimidad personal y familiar junto al 
derecho a la libertad de expresión. Mención especial merecen la Directiva 78/2000/CE, 
de 27 de noviembre de 2000, que exige que no exista discriminación, directa o indirecta, 
de los trabajadores por diversos motivos, entre ellos, la religión y el Acuerdo sobre 
Enseñanza y Asuntos Culturales, de 3 de enero de 1979, firmado entre el Estado 
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Español y la Santa Sede, así como en los cánones del Código de Derecho Canónico que 
regulan esta cuestión, debido a que los conflictos planteados en el ordenamiento jurídico 
español recaen en el ámbito de la Iglesia católica. 
Analizado el marco normativo, realizaremos un recorrido por los 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional español acerca del régimen de 
contratación laboral de los profesores de religión, incluyendo el cambio de criterio 
introducido mediante la sentencia de 2011. A continuación, nos centraremos en conocer 
cuál es la postura del Tribunal de Estrasburgo frente a conflictos similares surgidos en 
otros países europeos donde se cuestiona la potestad de las autoridades religiosas para 
elegir a los candidatos que estimen más idóneos para enseñar su doctrina o realizar 
distintas tareas dentro de la comunidad religiosa.  
Todas estas cuestiones tienen su reflejo en el procedimiento judicial Fernández 
Martínez c. España, que una vez resuelto por el TC español fue elevado a la jurisdicción 
del Tribunal de Estrasburgo y al cierre de la presentación de este Trabajo de Fin de 
Máster está pendiente de resolución por la Gran Sala del TEDH. 
 Por último, trataremos de asentar un escenario legal donde se armonicen todos 
los elementos y fundamentos jurídicos establecidos por la propia jurisprudencia 
española y europea, a los que se debe acudir para buscar un equilibrio entre los derechos 
en conflicto de los profesores de religión y las autoridades eclesiásticas que los 
proponen, con el fin de evitar el empleo de alguna “pirueta lógico-jurídica” a la que en 
algunos casos han acudido, tanto el TC como el TEDH, para fallar en un sentido 
opuesto al de su propia doctrina. 
Palabras clave: Derecho de los padres a educar sus hijos, Autonomía de las 
confesiones religiosas, Enseñanza, Profesores de Religión, Principio de igualdad. 
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1.- INTRODUCCIÓN 
Si hay alguna idea respecto a la educación y la enseñanza escolar en España en 
la que todos los componentes de la comunidad educativa están de acuerdo, es que no 
existe ningún acuerdo en torno a ellas. Desde la Constitución de 1978 han sido seis las 
Leyes de Educación desarrolladas en España, a la espera de que la séptima de estas 
leyes sea aprobada en las Cortes Generales
1
, sumándose a ellas diversos 
pronunciamientos judiciales debido a los conflictos surgidos respecto a su contenido y a 
su interpretación.  
Entre las cuestiones que se derivan del derecho a la educación y a la libertad de 
enseñanza en los términos recogidos en el artículo 27 de la Constitución, se reconoce el 
derecho de los padres a elegir para sus hijos la formación moral y religiosa que esté de 
acuerdo con sus convicciones, y este reconocimiento implica la cuestión de la 
enseñanza de la religión
2
. Evidentemente, la enseñanza de la religión está íntimamente 
unida al derecho de libertad religiosa que tiene como titular a la persona y a las Iglesias, 
                                                 
1
 Nos referimos al texto del Proyecto de Ley Orgánica para la Mejora de la Calidad Educativa (LOMCE). 
Se puede consultar en http://www.mecd.gob.es/servicios-al-ciudadano-mecd/dms/mecd/servicios-al-
ciudadano-mecd/participacion-publica/lomce/20130517-aprobacion-proyecto-de-ley.pdf (Fecha de 
consulta, el 30 de mayo de 2013). 
2
 Sobre las objeciones de conciencia en el ámbito educativo, vid. R. NAVARRO-VALLS y J. 
MARTÍNEZ-TORRÓN, Conflictos entre conciencia y ley. Las objeciones de conciencia, Iustel, Madrid 
2012. 
9 
 
confesiones y comunidades religiosas, tal y como determina el artículo 16 de la 
Constitución y el artículo 9 del Convenio Europeo de Derechos Humanos
3
. 
La enseñanza de la religión puede ser abordada desde distintos enfoques
4
. Entre 
ellos, la contratación y el despido de los profesores de religión y el reconocimiento del 
principio de la autonomía de las confesiones religiosas, ha sido objeto de diversos 
conflictos, ya que el despido de estos profesores, tras habérseles retirado la declaración 
de idoneidad, ha motivado algunos pronunciamientos del Tribunal Constitucional 
español y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. 
En efecto, el derecho de los padres de elegir para sus hijos la formación moral y 
religiosa que esté de acuerdo con sus propias convicciones, no puede ser menoscabado 
como consecuencia de que la enseñanza religiosa sea impartida por profesores que 
ofrezcan un testimonio, a través de su vida, en contraste con la doctrina que explican
5
. 
Y, a su vez, el legítimo ejercicio del derecho de libertad religiosa de las confesiones y el 
principio de neutralidad del Estado pueden verse mermados si los poderes públicos 
pudieran entrar a valorar las decisiones de carácter religioso acerca de lo que es recta 
doctrina religiosa, o de lo que es testimonio de auténtica vida religiosa. 
Por este motivo, el objeto de nuestro trabajo es el análisis del régimen jurídico 
de la contratación de los profesores de religión desde la perspectiva normativa y 
jurisprudencial española y europea.   
En el estudio legislativo español, centraremos nuestra atención en los preceptos 
constitucionales, así como en las respectivas leyes de educación y de libertad religiosa, 
que amparan las garantías y los derechos de los padres para educar a sus hijos según sus 
convicciones religiosas y morales; los derechos y libertades que corresponden a las 
confesiones religiosas para gestionar sus asuntos internos de forma autónoma, y el 
respeto de los derechos y deberes de los trabajadores.  
                                                 
3
 Sobre el régimen constitucional del derecho de libertad religiosa, vid., J. MARTÍNEZ-TORRÓN, 
Religion derecho y sociedad. Antiguos y nuevos planteamientos en el Derecho Eclesiástico del Estado, 
Comares, Granada 1999. 
4
 Un  estudio completo puede consultarse en Mª. DOMINGO GUTIÉRREZ (coord.),  Educación y 
religión. Una perspectiva de derecho comparado, Comares, Granada 2008.  
5
 A. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, “La enseñanza de la religión”, en M. A. JUSDADO (dir.) Derecho 
Eclesiástico del Estado, Colex, Madrid  2012, p. 147. 
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En el contexto europeo, analizaremos el artículo 9 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos que determina el derecho de libertad religiosa, en relación con el 
artículo 11 y el recocimiento del principio de autonomía de las confesiones, así como el 
artículo 14 que prohíbe la discriminación de trato. Además, nos detendremos en el 
artículo 8, que regula el derecho a la intimidad personal y familiar junto al artículo 10 
que contempla el derecho a la libertad de expresión. Mención especial merece la 
Directiva 78/2000/CE, de 27 de noviembre de 2000, que exige que no exista 
discriminación, directa o indirecta, de los trabajadores por diversos motivos, entre ellos, 
la religión. A su vez, considera que las Iglesias y confesiones religiosas pueden exigir a 
los empleados que trabajen para ellas una actitud de buena fe y de lealtad.  
Los conflictos planteados en el ordenamiento jurídico español recaen en el 
ámbito de la Iglesia católica por lo que nos detendremos en el Acuerdo sobre Enseñanza 
y Asuntos Culturales, de 3 de enero de 1979, firmado entre el Estado Español y la Santa 
Sede, así como en los cánones del Código de Derecho Canónico que regulan esta 
cuestión. 
Detallado el marco normativo, realizaremos un recorrido por los 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional español acerca del régimen de 
contratación laboral de los profesores de religión. En concreto, las dos conocidas 
sentencias del año 2007 que sentaron un criterio jurisprudencial en favor del principio 
de la autonomía de las confesiones religiosas y el cambio de criterio introducido 
mediante la sentencia de 2011. 
En estas sentencias se trata de buscar un equilibrio, por una parte, entre el 
derecho fundamental de libertad religiosa en su dimensión colectiva y el principio de 
neutralidad estatal que guía la actuación de los poderes públicos. Interesa subrayar 
cuáles serán los límites de la acción judicial para revisar el contenido de las 
declaraciones eclesiásticas en las que se indican las razones por las que un profesor de 
religión se considera cualificado para impartir la enseñanza religiosa. Por otra, el 
equilibrio debe alcanzar al derecho de los padres sobre la educación de sus hijos y la 
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idoneidad de los profesores de religión, entre la asignatura que imparten y su testimonio 
personal
6
. 
Para llevar a cabo la modulación de los derechos que entran en conflicto, el TC 
parte de la base de que los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución sólo 
pueden ceder ante los límites que expresamente la propia Constitución imponga o ante 
los que, de manera mediata o indirecta, se infieran de la misma, al resultar justificados 
por la necesidad de preservar otros derechos o bienes jurídicamente protegidos. En todo 
caso, las limitaciones que se establezcan no pueden obstruir el derecho fundamental más 
allá de lo razonable. 
A continuación, nos centraremos en conocer cuál es la postura del Tribunal de 
Estrasburgo frente a conflictos similares surgidos en otros países europeos donde se 
cuestiona la potestad de las autoridades religiosas para elegir a los candidatos que 
estimen más idoneos para enseñar su doctrina o realizar distintas tareas dentro de la 
comunidad religiosa.  
En concreto, analizaremos los casos Schuth c. Alemania y Obst c. Alemania en 
los que se resuelve con criterio diferente donde debe estar el límite de la autonomía de 
las confesiones religiosas. Se trata de supuestos en los que se discute la potestad de las 
autoridades religiosas para despedir a sus empleados por el incumplimiento del deber de 
lealtad hacia sus respectivas Iglesias.  
Asimismo, examinaremos el asunto Siebenhaar c. Alemania, en el que la 
profesora de una guardería cuestiona el alcance de la autonomía de una confesión 
religiosa para llevar a cabo el despido basado en el quebrantamiento de las obligaciones 
profesionales impuestas por parte de la Iglesia contratante. 
A su vez, todas estas cuestiones tienen su reflejo en el procedimiento judicial 
Fernández Martínez c. España, donde el profesor de religión demandante, considera 
que no son suficientes para motivar la no renovación de su contrato laboral, su 
exhibición pública en un periódico regional español, en el que se presenta como 
miembro de un grupo contrario a la doctrina de la Iglesia sobre celibato sacerdotal y 
                                                 
6
 Esta cuestión ha sido estudiada por diversos autores en la sección monográfica: Profesores de religión y 
neutralidad del Estado, en RGDCDEE 14 (2007). 
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expresa, además, diversas opiniones en contra de los principios y valores de la Iglesia 
católica. Para el Tribunal de Estrasburgo la cuestión a dilucidar en este caso gira en 
torno a dar prioridad o bien, al derecho al respeto de la vida privada y familiar del 
demandante; o bien, a la libertad de religión en su vertiente colectiva junto al principio 
de autonomía de las confesiones religiosas en favor de la Iglesia católica española. 
Por último, trataremos de asentar un escenario legal donde se armonicen todos 
los elementos y fundamentos jurídicos establecidos por la propia jurisprudencia 
española y europea, a los que se debe acudir para buscar un equilibrio entre  los 
derechos en conflicto de los profesores de religión y las autoridades eclesiásticas que los 
proponen, con el fin de evitar el empleo de alguna “pirueta lógico-jurídica”7 a la que en 
algunos casos han acudido, tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, para fallar en un sentido opuesto al de su propia doctrina. 
                                                 
7
 El término es acuñado por el profesor Navarro-Valls para referirse a la contradicción que existe entre las 
dos sentencias del TEDH relativas a los casos Schuth y Obst contra Alemania. Literalmente se refiere a 
“la sorpresa de que mientras en el caso Obst el TEDH saca las consecuencias jurídicas oportunas, sin 
embargo, en el caso de la Iglesia católica hace una pirueta lógico-jurídica para declarar contrario a 
derecho el despido del organista Sr. Schuth”. R. NAVARRO-VALLS, “Relaciones laborales y libertad 
religiosa”, en Diario del Derecho, disponible en 
http://www.iustel.com/diario_del_derecho/noticia.asp?ref_iustel=1056159&titulo=&texto= (Fecha de 
consulta, el 11 de mayo de 2013). 
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2.- MARCO NORMATIVO 
El régimen laboral de los profesores de religión en España, y de forma específica 
el de los profesores de religión y moral católicas, no ha sido una cuestión pacífica en 
cuanto a la regulación de sus derechos y obligaciones como docentes en la escuela 
pública.  
Es sabido que el fundamento constitucional de la enseñanza de la religión se 
encuentra en los artículos 16.1 y 27.3 de la CE
8
. El primero de ellos, reconoce el 
derecho a la libertad religiosa y de culto a los individuos y a las Iglesias, comunidades o 
confesiones religiosas, siendo “la transmisión y enseñanza a través de cualquier método 
lícito de la fe religiosa y de la moral vinculada a ella uno de los contenidos 
pacíficamente admitidos como integrantes del derecho de libertad religiosa”9. A 
continuación, el artículo 27.3 de la CE reconoce el derecho de los padres a escoger para 
sus hijos una formación religiosa y moral conforme con sus convicciones que, en virtud 
                                                 
8
 Art. 16.1 CE: “Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las 
comunidades sin más limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del 
orden público protegido por la ley”. Art. 27.3 CE: “Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste 
a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias 
convicciones”. 
9
 J. ESCRIVÁ-IVARS, “La enseñanza de la «Religión y moral católicas» en el sistema educativo 
español”, en ADEE Vol. IV (1988), pp. 219-220.   
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del principio de cooperación consagrado en el artículo 16.3 de la CE
10
, el Estado está 
obligado a garantizar. 
Por su parte, la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de Libertad Religiosa
11
 
(LOLR) reconoce el derecho de libertad religiosa y de culto que corresponde a cada 
persona (art. 2.1 LOLR)
12
 y el derecho de las Iglesias, confesiones y comunidades 
religiosas a “divulgar y propagar su propio credo” (art. 2.2 LOLR)13. Para facilitar el 
ejercicio de este derecho, el artículo 6 de la LOLR, reconoce  la autonomía interna de 
las confesiones para “establecer sus propias normas de organización, régimen interno y 
régimen de su personal”14. 
Por otra parte, la enseñanza de la religión católica en la escuela pública tiene su 
fundamento legal en el Acuerdo sobre Enseñanza y Asuntos Culturales pactado entre 
España y la Santa Sede, y que se desarrolla en las diversas leyes españolas que regulan 
                                                 
10
 Art. 16.3 CE: “Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las 
creencias religiosas de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación 
con la Iglesia católica y las demás confesiones”. 
11
 BOE Nº 177, de 24 de julio de 1980. 
12
 Art. 2.1 LOLR: “La libertad religiosa y de culto garantizada por la Constitución comprende, con la 
consiguiente inmunidad de coacción, el derecho de toda persona a: 
a) Profesar las creencias religiosas que libremente elija o no profesar ninguna; cambiar de confesión o 
abandonar la que tenía, manifestar libremente sus propias creencias religiosas o la ausencia de las 
mismas, o abstenerse de declarar sobre ellas. 
b) Practicar los actos de culto y recibir asistencia religiosa de su propia confesión; conmemorar sus 
festividades; celebrar sus ritos matrimoniales; recibir sepultura digna, sin discriminación por motivos 
religiosos, y no ser obligado a practicar actos de culto o a recibir asistencia religiosa contraria a sus 
convicciones personales. 
c) Recibir e impartir enseñanza e información religiosa de toda índole, ya sea oralmente, por escrito o por 
cualquier otro procedimiento; elegir para sí, y para los menores no emancipados e incapacitados, bajo su 
dependencia, dentro y fuera del ámbito escolar, la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con 
sus propias convicciones. 
d) Reunirse o manifestarse públicamente con fines religiosos y asociarse para desarrollar 
comunitariamente sus actividades religiosas de conformidad con el ordenamiento jurídico general y lo 
establecido en la presente Ley Orgánica”. 
13
 Art. 2.2 LOLR: “Asimismo comprende el derecho de las Iglesias, Confesiones y Comunidades 
religiosas a establecer lugares de culto o de reunión con fines religiosos, a designar y formar a sus 
ministros, a divulgar y propagar su propio credo, y a mantener relaciones con sus propias organizaciones 
o con otras confesiones religiosas, sea en territorio nacional o en el extranjero”. 
14
 Art. 6 LOLR: “1. Las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas inscritas tendrán plena 
autonomía y podrán establecer sus propias normas de organización, régimen interno y régimen de su 
personal. En dichas normas, así como en las que regulen las instituciones creadas por aquéllas para la 
realización de sus fines, podrán incluir cláusulas de salvaguarda de su identidad religiosa y carácter 
propio, así como del debido respeto a sus creencias, sin perjuicio del respeto de los derechos y libertades 
reconocidos por la Constitución, y en especial de los de libertad, igualdad y no discriminación. 2. Las 
Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas podrán crear y fomentar, para la realización de sus fines, 
Asociaciones, Fundaciones e Instituciones con arreglo a las disposiciones del ordenamiento jurídico 
general”. 
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la cuestión
15
. El artículo I del citado Acuerdo establece, al amparo del principio de 
libertad religiosa, el derecho a recibir la enseñanza de la religión católica en los centros 
educativos públicos españoles a aquellos alumnos cuyos padres así lo hayan solicitado. 
Los artículos III y VII del Acuerdo delimitan el marco jurídico de los profesores 
de religión católica, en cuanto a su propuesta por parte del Ordinario diocesano y su 
posterior designación por la autoridad académica; su pertenencia al claustro de 
profesores y su régimen económico. En concreto, en los apartados 1 y 2 del artículo III, 
se dispone que la enseñanza religiosa será impartida por las personas que, para cada año 
escolar, sean designadas por la autoridad académica entre aquellas que el Ordinario 
diocesano considere competentes y sean propuestas con antelación suficiente para 
ejercer esta enseñanza.  
El artículo VII, por su parte, establece que “la situación económica de los 
profesores de religión católica, en los distintos niveles educativos, que no pertenezcan a 
los Cuerpos Docentes del Estado, se concertará entre la Administración Central y la 
Conferencia Episcopal Española”. 
De igual forma, aquellas confesiones religiosas que han suscrito Acuerdos con el 
Estado español tienen delimitado el marco jurídico respecto a la enseñanza religiosa en 
las escuelas públicas. Así, conforme al artículo 10 de los Acuerdos de cooperación con 
la FEREDE
16
, con la CIE
17
 y con la FCI
18
 respectivamente, se garantiza a los alumnos, 
a sus padres y a los órganos escolares de gobierno que lo soliciten, el ejercicio del 
derecho de los primeros a recibir enseñanza religiosa de alguna de estas tres 
confesiones, impartida por profesores designados por las confesiones mencionadas, 
tanto en los centros docentes públicos como en los privados concertados, siempre que 
en cuanto a estos últimos, el ejercicio de aquel derecho no entre en conflicto con el 
carácter propio del centro.  
                                                 
15
 Disposición Adicional Tercera de la LO 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (BOE Nº 106, de 4 de 
mayo de 2006); RD 696/2007, de 1 de junio, por el que se regula la relación laboral de los profesores de 
religión (BOE Nº 138, de 9 de junio de 2007); Art. 2.1.c) de la Ley Orgánica 7/1980, de 5 de julio, de 
Libertad Religiosa (BOE Nº 177, de 24 de julio de 1980). 
16
 Ley 24/1992, de 10 noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del Estado con la 
Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España (BOE Nº 272, de 12 de noviembre de 1992). 
17
 Ley 25/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del Estado con la 
Federación de Comunidades Israelitas de España (BOE Nº 272, de 12 de noviembre de 1992). 
18
 Ley 26/1992, de 10 de noviembre, por la que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del Estado con la 
Comisión Islámica de España (BOE Nº 272, de 12 de noviembre de 1992). 
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En desarrollo de estos Acuerdos, se suscribieron convenios entre el Estado y la 
FEREDE
19
 y la CIE
20
, en los que se establece el régimen laboral y económico de los 
profesores de religión evangélica y musulmana. 
Anteriormente, en virtud de la Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio, por la que 
se regula el Estatuto de Centros escolares
21
, fueron promulgadas distintas Órdenes 
ministeriales
22
 que regulaban la enseñanza en las escuelas públicas de la religión 
católica y los demás grupos religiosos. Especial atención merece la cláusula 3.5 de la 
Orden de 16 de julio de 1980, que establece que “la jerarquía eclesiástica propondrá al 
Delegado provincial del Ministerio de Educación la persona o personas competentes 
que resulten idóneas para ser designada”. 
Posteriormente, la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre de 1990, de Ordenación 
General del Sistema Educativo
23
 (LOGSE), dispone que la enseñanza de la religión se 
ajustará a lo establecido en el Acuerdo sobre Enseñanza y Asuntos Culturales suscrito 
entre la Santa Sede y el Estado Español, sin hacer ninguna mención al régimen laboral 
del profesorado de religión. Será el Tribunal Supremo quien, a partir del año 1996, 
consideró que se trataba de una relación laboral con un contrato de trabajo de duración 
determinada
24
. 
El Convenio celebrado entre el Gobierno y la Conferencia Episcopal Española 
(CEE) en 1999, determina los requisitos que debe reunir quien aspire a impartir religión 
                                                 
19
 Resolución de 23 de abril de 1996, de la Subsecretaría del Ministerio de la Presidencia, por la que se 
dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros, de 1 de marzo de 1996, y el Convenio 
sobre designación y régimen económico de las personas encargadas de la enseñanza religiosa evangélica, 
en los centros docentes públicos de Educación Primaria y Secundaria (BOE Nº 108, de 4 de mayo de 
1996). 
20
 Resolución de 23 de abril de 1996, de la Subsecretaría (Ministerio de la Presidencia), por la que se 
dispone la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros, de 1 de marzo de 1996, y el Convenio 
sobre designación y régimen económico de las personas encargadas de la enseñanza religiosa islámica, en 
los centros docentes públicos de educación primaria y secundaria (BOE Nº 107, de 3 de mayo de 1996). 
21
 Ley Orgánica 5/1980, de 19 de junio (BOE Nº 154, de 27 de junio de 1980). 
22
 Orden de 16 de julio de 1980 sobre enseñanza de la Religión y Moral Católica en los Centros Docentes 
de Educación Preescolar y Educación General Básica (BOE Nº 173 de 19 de julio de 1980); Orden de 16 
de julio de 1980 sobre enseñanza de la Religión y Moral Católica en Bachillerato y Formación 
Profesional (BOE Nº 173, de 19 de julio de 1980). 
23
 Disposición Adicional Segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre de 1990, de Ordenación 
General del Sistema Educativo (BOE Nº 238, de 4 de octubre de 1990). 
24
 Sobre esta cuestión, vid. J. OTADUY GUERIN, “Estatuto jurídico laboral de los profesores de religión 
católica en España”, en Puntos de especial dificultad en derecho matrimonial canónico, sustantivo y 
procesal, y cuestiones actuales de Derecho eclesiástico y relaciones Iglesia-Estado. Actas de las XXVII 
Jornadas de actualidad canónica organizadas por la Asociación Española de Canonistas en Madrid, 11-
13 de abril de 2007, Dykinson, Madrid 2007, pp. 213 y ss. 
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y moral católicas, de tal modo, que “serán consideradas personas competentes para la 
enseñanza de la religión católica aquellas que posean, al menos, una titulación 
académica igual o equivalente a la exigida para el mismo nivel al correspondiente 
profesorado interino, y además, se encuentren en posesión de la Declaración 
Eclesiástica de Idoneidad (DEI) de la Conferencia Episcopal Española y reúnan los 
demás requisitos derivados del artículo III del mencionado Acuerdo” 25. 
La Ley Orgánica 10/2002, de 23 de diciembre, de Calidad de la Educación
26
 
(LOCE), en su Disposición Adicional Segunda, menciona que la enseñanza de la 
religión católica se ajustará a lo establecido en el Acuerdo sobre Enseñanza y Asuntos 
Culturales. De forma muy generalista, dispone que los profesores de religión que no 
pertenezcan a los Cuerpos de Funcionarios Docentes se ajustarán al régimen de 
contratación laboral, sin indicar a quién corresponde su nombramiento y qué requisitos 
y condiciones deben reunir los docentes para ejercer la enseñanza de la religión. 
A la espera de la entrada en vigor de la Ley Orgánica de Mejora de la Calidad 
Educativa (LOMCE), aprobada ya por el Consejo de Ministros, la vigente Ley de 
Educación, la Ley Orgánica 2/2006, de Educación (LOE)
27
, regula en su Disposición 
Adicional Tercera, el estatuto básico del profesorado de religión. La citada Disposición 
determina que los profesores de religión “deberán cumplir los requisitos de titulación 
establecidos para las distintas enseñanzas reguladas en la presente Ley, así como los 
establecidos en los acuerdos suscritos entre el Estado Español y las diferentes 
confesiones religiosas”. Además, el segundo apartado establece que: “Los profesores 
que, no perteneciendo a los cuerpos de funcionarios docentes, impartan la enseñanza de 
las religiones en los centros públicos lo harán en régimen de contratación laboral (…). 
En todo caso, la propuesta para la docencia corresponderá a las entidades religiosas y se 
renovará automáticamente cada año”.  
                                                 
25
 Cláusula 4.1 de la Orden de 9 de abril de 1999, por la que se dispone la publicación del Convenio sobre 
el régimen económico-laboral de las personas que, no perteneciendo a los Cuerpos de Funcionarios 
Docentes, están encargadas de la enseñanza de la religión católica en los centros públicos de Educación 
Infantil, de Educación Primaria y de Educación Secundaria (BOE Nº 94, de 20 de abril de 1999). 
26
 LO 1/1990, de 3 de octubre de 1990, de Ordenación General del Sistema Educativo (BOE Nº 307, de 
24 de diciembre de 2002). 
27
 LO 2/2006, de 3 de mayo, de Educación (BOE Nº 106, de 4 de mayo de 2006). 
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La regulación de la relación laboral se establece en el RD 696/2007, de 1 de 
junio
28
. En el artículo 2, se determina que el profesorado de religión queda sometido al 
régimen laboral ordinario y no al del cuerpo de funcionarios docentes
29
.  
En el artículo 3 del citado Decreto, se establecen los requisitos exigibles para 
impartir la enseñanza de la religión, a saber, reunir los mismos requisitos de titulación 
exigibles, o equivalentes, en el respectivo nivel educativo, a los funcionarios docentes 
no universitarios, haber sido propuestos por la autoridad de la confesión religiosa para 
impartir dicha enseñanza y haber obtenido la declaración de idoneidad o certificación 
equivalente de la confesión religiosa objeto de la materia educativa, todo ello con 
carácter previo a su contratación por la Administración competente. 
A estos requisitos hay que sumarle, los exigidos en el artículo 3.2 del RD 
696/2007, que consisten en ser español o ser extranjero y encontrarse en situación 
administrativa regular que autorice a trabajar, tener cumplidos 18 años de edad, no 
padecer enfermedad ni estar afectado por limitación física o psíquica incompatible con 
el desempeño de las correspondientes funciones y no haber sido separado, mediante 
expediente disciplinario, del servicio de cualquier Administración Pública, ni hallarse 
inhabilitado para el ejercicio de sus funciones.  
Mediante esta norma reglamentaria se crea un contrato indefinido para los 
docentes
30
, conformándose así, “un nuevo sistema que protege de forma más efectiva la 
estabilidad en el empleo del profesor de religión, sin perjuicio del requisito de 
habilitación, que sigue correspondiendo a las confesiones religiosas, las cuales podrían 
                                                 
28
 RD 696/2007, de 1 de junio, por el que se regula la relación laboral de los profesores de religión (BOE 
nº 138, de 9 de junio de 2007). 
29
 Art. 2 del RD 696/2007, de 1 de junio: “La contratación laboral de los profesores de religión se regirá 
por el Estatuto de los Trabajadores, Texto refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1995, de 
24 de marzo, por la disposición adicional tercera de la Ley Orgánica de Educación, por el presente real 
decreto y sus normas de desarrollo, por el Acuerdo sobre Enseñanza y Asuntos Culturales, de 3 de enero 
de 1979, suscrito entre el Estado Español y la Santa Sede, así como por los Acuerdos de Cooperación con 
otras confesiones que tienen un arraigo evidente y notorio en la sociedad española”. 
30
 Art. 4 RD 696/2007: “1. La contratación de los profesores de religión será por tiempo indefinido, salvo 
en los casos de sustitución del titular de la relación laboral que se realizará de conformidad con el artículo 
15.1.c) del Estatuto de los Trabajadores y sin perjuicio de lo dispuesto en las causas de extinción del 
contrato que figuran en el presente real decreto. 2. La determinación de la modalidad del contrato a 
tiempo completo o parcial, según lo requieran las necesidades de los centros públicos, corresponderá a las 
Administraciones educativas competentes, sin perjuicio de las modificaciones que a lo largo de su 
duración y por razón de la planificación educativa, deban de producirse respecto de la jornada de trabajo 
y/o Centro reflejados en contrato”.  
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decidir la pérdida de la idoneidad a modo de condición resolutoria extintiva (art. 49.1.b 
ET)
”31
, tal y como se reconoce en el artículo 7.b) del RD 696/2007, que determina 
expresamente la extinción del contrato “por revocación ajustada a Derecho de la 
acreditación o de la idoneidad para impartir clases de religión por parte de la confesión 
religiosa que la otorgó”. 
Por todo lo anteriormente expuesto, en la actualidad, la enseñanza de la religión 
y moral católicas en España, la habrán de impartir los profesores designados por las 
confesiones religiosas, siempre que dispongan de las debidas titulaciones académicas 
como garantía de su competencia. Entre los nombres propuestos por las autoridades 
religiosas, el centro educativo elige a quienes considere más oportunos y serán 
contratados a tiempo completo o parcial según las necesidades del centro, su 
contratación se realizará por tiempo indefinido y la retribución será la correspondiente a 
los profesores interinos del mismo nivel educativo
32
.  
Analizada la legislación española, fijamos la atención en un ámbito 
supranacional. De un lado, nos encontramos con el Convenio Europeo de Derechos 
Humanos (CEDH) que determina el derecho de autonomía de las confesiones religiosas. 
Es el artículo 9 del Convenio
33
, el precepto que reconoce el derecho de libertad religiosa 
y de culto de los individuos, que en relación con el artículo 11 del mismo
34
 (libertad de 
reunión y de asociación), establecerá la autonomía religiosa frente a la injerencia 
injustificada de los poderes públicos.  
                                                 
31
 A. LÓPEZ-SIDRO LÓPEZ, “Virtualidad de la motivación religiosa en la pérdida de idoneidad del 
profesorado de religión católica”, en Ius Canonicum Vol. 51, Nº 102 (2011), p. 633.    
32
 Síntesis de la normativa realizada por A. GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, “La enseñanza de la 
religión”, cit., p. 145. 
33
 Art. 9 CEDH: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; 
este derecho implica la libertad de cambiar de religión o de convicciones, así como la libertad de 
manifestar su religión o sus convicciones individual o colectivamente, en público o en privado, por medio 
del culto, la enseñanza, las prácticas y la observancia de los ritos.  
2. La libertad de manifestar su religión o sus convicciones no puede ser objeto de más restricciones que 
las que, previstas por la ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la 
seguridad pública, la protección del orden, de la salud o de la moral públicas, o la protección de los 
derechos o las libertades de los demás”. 
34
 Art. 11 CEDH: “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión pacífica y a la libertad de 
asociación, incluido el derecho de fundar con otras sindicatos y de afiliarse a los mismos para la defensa 
de sus intereses. 2. El ejercicio de estos derechos no podrá ser objeto de otras restricciones que aquellas 
que, previstas por la Ley, constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad 
nacional, la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o 
de la moral, o la protección de los derechos y libertades ajenos. El presente artículo no prohíbe que se 
impongan restricciones legítimas al ejercicio de estos derechos para los miembros de las Fuerzas 
Armadas, de la Policía o de la Administración del Estado”. 
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Además, el artículo 2 del Protocolo Adicional al CEDH
35
 reconoce, en sentido 
negativo, el derecho universal a la educación, así como el derecho de los padres a 
asegurar esta educación y esta enseñanza conforme a sus convicciones religiosas y 
filosóficas. Cabe destacar la incidencia que se hace en este artículo respecto a que, en 
materia de educación, el límite para la actuación del Estado es el derecho de los padres a 
que sus hijos reciban una enseñanza conforme a sus convicciones religiosas y 
filosóficas. 
En último lugar, respecto al CEDH, hemos de mencionar el derecho al respeto a 
la vida privada y familiar reconocido en el  artículo 8 del mismo
36
, el cual es invocado 
por los empleados demandantes frente a las confesiones religiosas, al entender que no 
puede ser despedido un trabajador por no cumplir con las obligaciones hacia la ética de 
la Iglesia o de la organización contratante
37
.   
El debido respeto a estas obligaciones de lealtad encuentra su justificación en la  
Directiva 78/2000/CE, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un 
marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación
38
, la cual es  
referida constantemente en las sentencias del TEDH. Esta disposición determina que es 
totalmente acorde a Derecho que, para el desarrollo de las actividades profesionales de 
Iglesias y de otras organizaciones públicas o privadas cuya ética se base en la religión o 
las convicciones de una persona, se establezcan determinados requisitos profesionales a 
los empleados para desarrollar su labor profesional, debido a que el objeto del empleo 
tiene como fundamento una ética religiosa. Es por ello por lo que estas entidades podrán 
                                                 
35
 Art. 2 Protocolo Adicional I CEDH: “A nadie se le puede negar el derecho a la educación. El Estado, 
en el ejercicio de las funciones que asuma en el campo de la educación y de la enseñanza, respetará el 
derecho de los padres a asegurar esta educación y esta enseñanza conforme a sus convicciones religiosas 
y filosóficas” (BOE Nº 108, de 6 de mayo de 1999). 
36
 Art. 8 CEDH: “1. Toda persona tiene derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y 
de su correspondencia. 2. No podrá haber injerencia de la autoridad pública en el ejercicio de este derecho 
sino en tanto en cuanto esta injerencia esté prevista por la ley y constituya una medida que, en una 
sociedad democrática, sea necesaria para la seguridad nacional, la seguridad pública, el bienestar 
económico del país, la defensa del orden y la prevención de las infracciones penales, la protección de la 
salud o de la moral, o la protección de los derechos y las libertades de los demás”. 
37
 En la legislación española, el derecho a la intimidad personal y familiar se recoge en el artículo 18.1 de 
la CE que dispone lo siguiente: “Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen”. 
38
 DOCE Nº 303, de 2 de diciembre de 2000. 
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exigir a las personas que trabajen para ellas, una actitud de buena fe y de lealtad hacia la 
ética de la organización
39
, sin contravenir por ello el principio de igualdad de trato. 
Dicho principio se incluye en el artículo 2 de esta Directiva. A su vez prohíbe  
toda discriminación directa o indirecta basada en la religión o en las convicciones, la 
discapacidad, la edad o la orientación sexual. Se determina que “existirá discriminación 
directa cuando una persona sea, haya sido o pudiera ser tratada de manera menos 
favorable que otra en situación análoga por alguno de los motivos mencionados” y 
“existirá discriminación indirecta cuando una disposición, criterio o práctica 
aparentemente neutros pueda ocasionar una desventaja particular a personas con una 
religión o convicción, con una discapacidad, de una edad, o con una orientación sexual 
determinadas, respecto de otras personas, salvo que dicha disposición, criterio o práctica 
pueda justificarse objetivamente con una finalidad legítima y salvo que los medios para 
la consecución de esta finalidad sean adecuados y necesarios”40. 
La causa de justificación de los requisitos profesionales esenciales permite a los 
empleadores diferenciar entre las personas por motivos protegidos cuando éstos tienen 
relación intrínseca con la capacidad de desempeñar un determinado trabajo o las 
cualificaciones necesarias para el mismo. Por ello, tal y como recoge esta Directiva, es 
                                                 
39
 Art. 4.2 Directiva 78/2000/CE: “Los Estados miembros podrán mantener en su legislación nacional 
vigente el día de adopción de la presente Directiva, o establecer en una legislación futura que incorpore 
prácticas nacionales existentes el día de adopción de la presente Directiva, disposiciones en virtud de las 
cuales en el caso de las actividades profesionales de Iglesias y de otras organizaciones públicas o privadas 
cuya ética se base en la religión o las convicciones de una persona, por lo que respecta a las actividades 
profesionales de esas organizaciones, no constituya discriminación una diferencia de trato basada en la 
religión o las convicciones de una persona cuando, por la naturaleza de estas actividades o el contexto en 
el que se desarrollen, dicha característica constituya un requisito profesional esencial, legítimo y 
justificado respecto de la ética de la organización. Esta diferencia de trato se ejercerá respetando las 
disposiciones y principios constitucionales de los Estados miembros, así como los principios generales 
del Derecho comunitario, y no podrá justificar una discriminación basada en otro motivo.  
Siempre y cuando sus disposiciones sean respetadas, las disposiciones de la presente Directiva se 
entenderán sin perjuicio del derecho de las iglesias y de las demás organizaciones públicas o privadas 
cuya ética se base en la religión o las convicciones, actuando de conformidad con las disposiciones 
constitucionales y legislativas nacionales, podrán exigir en consecuencia a las personas que trabajen para 
ellas una actitud de buena fe y de lealtad hacia la ética de la organización”.  
40
 Respecto a la  igualdad y a la prohibición de discriminación directa e indirecta, vid. Mª. J. ROCA, 
“Incidencia de las políticas de igualdad en el desarrollo armónico de los derechos fundamentales. 
(Especial referencia al derecho de libertad religiosa)”, en RGDCDEE 20 (2009); S. CAÑAMARES 
ARRIBAS, “Libertad religiosa e igualdad. Algunos supuestos discutidos”, RGDCDEE 25 (2011); S. 
MESEGUER VELASCO, “La integración de la diversidad religiosa en el ámbito de las relaciones 
laborales: la cuestión de las prácticas religiosas”, RGDCDEE 28 (2012). 
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posible la admisibilidad de la discriminación por religión o creencias por parte de los 
empleadores que sean organizaciones basadas en la religión o las convicciones
41
. 
La publicación de esta Directiva responde a la consideración de que no puede 
aplicarse sobre el tipo de relaciones contractuales a las que hace referencia —en nuestro 
caso, en las que se desarrollan actividades profesionales de las Iglesias —la legislación 
laboral orientada a combatir la discriminación en el empleo como si se tratara de una 
relación laboral común entre particulares, sino que dichas excepciones vienen a 
reconocer que las creencias o la práctica religiosa pueden ser consideradas como una 
exigencia de buena fe en el marco de estas relaciones laborales
42
. 
Finalmente, y puesto que los casos que vamos a analizar en este trabajo hacen 
referencia a la Iglesia católica como sujeto colectivo del derecho de libertad religiosa, 
debemos acudir a la regulación establecida en el Código de Derecho Canónico (CIC).  
Son varios los cánones que dedica el Código a la enseñanza de la doctrina y 
moral católicas, incluyendo las personas que deben transmitirlas. El canon 747.2 del 
CIC indica que “compete siempre y en todo lugar a la Iglesia proclamar los principios 
morales, incluso los referentes al orden social, así como dar su juicio sobre cualesquiera 
asuntos humanos, en la medida en que lo exijan los derechos fundamentales de la 
persona humana o la salvación de las almas”, es decir, que la Iglesia tiene como misión 
esencial la catequesis y la predicación del Evangelio. Dentro de esta misión 
evangelizadora, el canon 804.1 CIC dispone que “depende de la autoridad de la Iglesia 
la enseñanza y educación religiosa católica que se imparte en cualesquiera escuelas”.  
Asimismo, según el CIC, los fieles tienen el derecho de ser instruidos en los 
preceptos divinos que constituyen la fe católica
43
 y la obligación de observar siempre la 
comunión con la Iglesia, incluso en su modo de obrar
44
. 
                                                 
41
 AGENCIA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA UNIÓN EUROPEA, Manual de 
legislación europea contra la discriminación, Luxemburgo 2010, pp. 47-52. 
42
 Cfr. S. CAÑAMARES ARRIBAS, “Autonomía de las confesiones religiosas y discriminación laboral”, 
en Revista Española de Derecho del Trabajo 155 (2012), p. 67. 
43
 C. 213 CIC: “Los fieles tienen derecho a recibir de los Pastores sagrados la ayuda de los bienes 
espirituales de la Iglesia principalmente la palabra de Dios y los sacramentos”. 
44
 C. 209 § 1 CIC: “Los fieles están obligados a observar siempre la comunión con la Iglesia, incluso en 
su modo de obrar”. 
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A raíz de estas premisas, podemos entender que, respecto a la enseñanza 
religiosa, el interés primordial de la Iglesia es la fidelidad doctrinal y la coherencia con 
la enseñanza que se imparte
45
.  
Por tanto, es la salvaguarda de estos intereses a los que se van a dedicar los 
preceptos del CIC que hacen referencia al profesorado de religión. Así pues, el canon 
804.2 del CIC determina la responsabilidad del Ordinario del lugar para que “los 
profesores que se destinan a la enseñanza de la religión en las escuelas, incluso en las no 
católicas, destaquen por su recta doctrina, por el testimonio de su vida cristiana y por su 
aptitud pedagógica”, teniendo en consecuencia, según el canon 805 del CIC, el 
Ordinario la potestad dentro de su diócesis, “para nombrar o aprobar a los profesores de 
religión, así como de remover o exigir que sean removidos cuando así lo requiera una 
razón de religión o moral”. 
Por todo ello, teniendo en cuenta la normativa concordataria y canónica, así 
como las leyes por las que se regula la relación laboral de los profesores de religión, 
para ser designado profesor de religión católica por la Administración educativa 
correspondiente, se deberán reunir los siguientes requisitos y condiciones
46
: 
De un lado, es necesario haber obtenido la Declaración Eclesiástica de 
Competencia Académica (DECA), expedida por la Comisión Episcopal de Enseñanza y 
Catequesis, que acredita los conocimientos del docente. Además, el solicitante debe 
estar en posesión de las titulaciones académicas correspondientes, presentar la partida 
de Bautismo y haber cursado determinado número de horas lectivas. 
Por otro lado, se requiere la obtención de la Declaración Eclesiástica de 
Idoneidad basada en la valoración de condiciones personales del candidato con relación 
a la rectitud de doctrina y al testimonio de vida cristiana
47
. Por tanto, la expedición de la 
DEI está basada en consideraciones de índole moral y religiosa, criterios cuya 
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 I. Mª BRIONES MARTÍNEZ, “La realista interpretación…”, cit., p. 5. 
46
 Acuerdo de la Asamblea Plenaria de la Conferencia Episcopal Española sobre la Regulación de la 
Declaración Eclesiástica de Idoneidad para la Designación de los Profesores de Religión Católica, de 27 
de abril de 2007. Disponible en http://www.conferenciaepiscopal.es/index.php/requisitos-deca/a-partir-
de-2008.html (Fecha de consulta, el 3 de junio de 2013). 
47
 A juicio del profesor Otaduy son tres las condiciones de que debe hacer gala el docente de religión 
católica al inicio y durante el curso de su relación. A saber: “1ª. Rectitud doctrinal de la enseñanza; 2ª. 
Estilo de vida –personal y familiar– que no contraste objetivamente con la moral católica y 3ª. Comunión 
con la Iglesia y sus pastores”. J. OTADUY GUERIN, “Estatuto jurídico laboral…” cit., p. 219. 
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definición corresponde al Obispo diocesano de donde se pretenda impartir clase de 
religión. En consecuencia, corresponde también al Obispo diocesano la revocación de la 
DEI cuando deje de cumplirse alguna de las consideraciones por las que se concedió y 
no tendrá validez en otras diócesis. 
El tercero y último de los requisitos consiste en presentar ante la Administración 
educativa, la propuesta del Ordinario diocesano (missio canonica) del profesor que 
considere competente e idóneo para un centro escolar concreto, por medio de la cual se 
realiza el envío y el encargo para enseñar en nombre de la Iglesia la religión y moral 
católicas, siendo finalmente, la Administración quien realiza el nombramiento.  
En suma, del marco normativo que regula la enseñanza de la religión en los 
centros docentes públicos se desprende que toda ley de educación tiene como origen y 
meta la educación y formación de los niños y jóvenes. Entre estos derechos, tal y como 
se dispone en la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada por España en 
1990, se reconoce “el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su 
desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social”48. 
Cabe preguntarnos si en las diversas leyes de educación y demás normas que la 
regulan, así como en los pronunciamientos de los Tribunales, se tiene en cuenta cómo 
va a contribuir dicha normativa al desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social de 
los niños. Atendiendo a la Ley de educación vigente a día de hoy, observamos que entre 
                                                 
48
 Instrumento de Ratificación de la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, el 20 de noviembre de 1989 (BOE Nº 313, de 31 de diciembre de 1990). 
Artículo 27: “1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para 
su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. 2. A los padres u otras personas encargadas del 
niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios 
económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño. 3. Los Estados 
Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas 
apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad a este 
derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y programas de apoyo, particularmente 
con respecto al a nutrición, el vestuario y la vivienda”. 
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los diversos y peculiares fines de la educación que se señalan en su Preámbulo
49
, no 
existe apreciación alguna susceptible de encuadrarse dentro de la contribución al 
desarrollo espiritual de los alumnos
50
.  
Es probable que siendo conscientes de la atención que merece esta dimensión de 
toda persona y, en especial, la de los alumnos menores de edad, los conflictos que 
surgen en torno a la educación y en concreto, en torno a la enseñanza religiosa en los 
centros de educación pública, tuvieran, cuanto menos, el terreno conflictivo más 
delimitado y menos confuso, pues ello supondría ir verdaderamente al fondo del asunto 
que no es otro, que el que los niños reciban en el colegio la efectiva y auténtica 
formación religiosa y moral que sus padres, como primeros y fundamentales 
responsables de la educación de sus hijos, han elegido para ellos, siendo los profesores 
de religión los encargados de impartirla. Por ello, es necesario que los profesores sean 
profesionales cualificados para llevar a cabo la misión canónica de enseñar la doctrina y 
moral católicas a la que voluntariamente se han comprometido.  
Lo contrario, como apunta el profesor NAVARRO-VALLS, podría entenderse 
no sólo como una vulneración del derecho de las Iglesias a su propia autonomía
51
 sino 
también, como “un fraude al derecho de los padres, que esperan una persona que sea 
capaz de enseñar religión en nombre de la Iglesia católica, y no desde su propia 
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 Preámbulo de la LOE: “Entre los fines de la educación se resaltan el pleno desarrollo de la personalidad 
y de las capacidades afectivas del alumnado, la formación en el respeto de los derechos y libertades 
fundamentales y de la igualdad efectiva de oportunidades entre hombres y mujeres, el reconocimiento de 
la diversidad afectivo-sexual, así como la valoración crítica de las desigualdades, que permita superar los 
comportamientos sexistas. (…) Asimismo, se propone el ejercicio de la tolerancia y de la libertad, dentro 
de los principios democráticos de convivencia y la prevención de conflictos y la resolución pacífica de los 
mismos. Igualmente se insiste en la importancia de la preparación del alumnado para el ejercicio de la 
ciudadanía y para la participación en la vida económica, social y cultural, con actitud crítica y 
responsable. La relación completa de principios y fines permitirá asentar sobre bases firmes el conjunto 
de la actividad educativa (BOE Nº 106, de 4 de mayo de 2006). 
50
 De igual modo, en la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley aprobado por el Consejo de Ministros 
de la futura Ley de educación, la Ley Orgánica para la Mejora de la Calidad Educativa (LOMCE), 
tampoco se hace mención a este respecto. Únicamente se indica en el párrafo 4ª de dicha Exposición, que 
“las habilidades cognitivas, siendo imprescindibles, no son suficientes; es necesario adquirir desde edades 
tempranas competencias transversales, como el pensamiento crítico, la gestión de la diversidad, la 
creatividad o la capacidad de comunicar, y actitudes clave como la confianza individual, el entusiasmo, la 
constancia y la aceptación del cambio. La educación inicial es cada vez más determinante por cuanto hoy 
en día el proceso de aprendizaje no se termina en el sistema educativo, sino que se proyecta a lo largo de 
toda la vida de la persona”. 
51
 R. NAVARRO-VALLS, “Relaciones laborales y libertad…”, cit., p.4. 
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perspectiva intelectual, por respetable que sea, al tiempo que con su conducta no 
contradiga la doctrina que enseña”52. 
Partiendo de esta premisa, a continuación veremos cuál es el tratamiento 
jurisprudencial que recibe la contratación de los profesores de religión en España, por 
ser ellos los encargados de contribuir especialmente al desarrollo moral y espiritual de 
sus alumnos.  
                                                 
52
 Ibid. 
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3.- LA POSICIÓN DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL SOBRE LA CONTRATACIÓN 
DE LOS PROFESORES DE RELIGIÓN 
En la actualidad, el TC ha dictado tres sentencias respecto a la contratación de 
los profesores de religión en España, dos de ellas en el año 2007, en las que trata de 
determinar si la contratación laboral de los profesores de religión por las 
Administraciones educativas, al venir condicionada por la previa Declaración 
Eclesiástica de Idoneidad, vulnera el derecho de acceso al empleo público en 
condiciones de igualdad y de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, 
discriminando a los posibles candidatos en función de criterios religiosos. 
La primera sentencia es la STC 38/2007, de 15 de febrero
53
, en la que el TC 
resolvió una cuestión de inconstitucionalidad presentada por el Tribunal Superior de 
Justicia (TSJ) de Canarias en torno a distintas disposiciones del Acuerdo del Estado 
español con la Santa Sede sobre Enseñanza y Asuntos Culturales.  
En el segundo pronunciamiento de ese mismo año, la STC 128/2007, de 4 de 
junio
54
, el Alto Tribunal resuelve el recurso de amparo presentado por el demandante 
Fernández Martínez, referido a la supuesta vulneración de derechos fundamentales, 
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 STC 38/2007, de 15 de febrero de 2007 [RTC 2007\38]. 
54
 STC 128/2007, de 4 de junio de 2007 [RTC 2007\128]. 
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derivada de la no propuesta por parte del Ordinario para ser designado como profesor, 
tras haberle sido retirada la DEI. 
En ambos pronunciamientos, como veremos, el TC considera válida la exigencia 
de la idoneidad eclesiástica como requisito de capacidad para el acceso a los puestos de 
trabajo de profesor de religión en los centros de enseñanza pública; al propio tiempo que 
exige que esa declaración de idoneidad, o su revocación, sea respetuosa con los 
derechos fundamentales del trabajador. 
En último lugar, nos encontramos con la STC 51/2011, de 14 de abril
55
, en la 
que el Tribunal resuelve el recurso de amparo presentado por una profesora de religión 
católica que había estado prestando sus servicios en varios colegios públicos, hasta que 
le fue revocada la DEI al haber contraído matrimonio civil con un divorciado. En esta 
sentencia, el TC modificará su criterio jurisprudencial para limitar la autonomía de la 
Iglesia católica respecto a los criterios religiosos que deben estimarse oportunos para 
proponer o no a un profesor de religión. 
En los tres casos, analizaremos la ponderación que hace el TC de los derechos 
concurrentes. De una parte, la supuesta vulneración alegada por los demandantes de 
amparo de los derechos a la igualdad, la intimidad personal y familiar, la libertad 
religiosa y la libertad de expresión, respectivamente y de otra, la autonomía religiosa de 
la Iglesia católica en relación con la neutralidad religiosa del Estado. 
3.1.- LA STC 38/2007, DE 15 DE FEBRERO DE 2007 
3.1.1.- Antecedentes de hecho 
El primero de los asuntos que analiza el TC se remonta al año 2000. En 
concreto, los hechos que derivaron hasta el pronunciamiento del TC tuvieron lugar en 
Gran Canaria, a raíz del despido de una profesora de religión y moral católicas, María 
del Carmen Galayo Macías, que impartía sus clases en diversos colegios públicos a 
niños de educación infantil y primaria. En el año 1990, la profesora obtuvo la 
Declaración Eclesiástica de Idoneidad y comenzó a impartir clases. Tras diez años de 
docencia, en octubre del año 2000 se le comunicó que no se le formalizaría un nuevo 
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 STC 51/2011, de 14 de abril de 2011 [RTC 2011\51]. 
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contrato debido a que mantenía una relación afectiva con un hombre distinto a su esposo 
del que se había separado hacía dos años. Por tanto, y siguiendo la normativa de la 
Conferencia Episcopal, del Sínodo y del Código Canónico, el Obispado había optado 
por retirarle la DEI.   
La Sra. Galayo interpuso ante el Juzgado de lo Social Nº 4 de Las Palmas de 
Gran Canaria una demanda de tutela de derechos fundamentales contra el Ministerio de 
Educación y Ciencia (MEC), la Consejería de Educación de la Comunidad Autónoma 
de Canarias y el Obispado de Canarias alegando lesión del principio de igualdad y del 
derecho a la intimidad personal, interesándose la nulidad de la propuesta del Obispado 
para la contratación de profesores de religión, así como la contratación de la 
demandante y el abono de indemnizaciones. 
La Sentencia de primera instancia
56
 consideró que no se había lesionado los 
derechos fundamentales aducidos debido a que la decisión de no renovar la DEI se 
basaba únicamente en una razón de mera naturaleza religiosa o de moral católica, 
decisión que estaba legitimada porque el Obispado estaba actuando dentro del área de 
su ministerio espiritual y conforme a las reglas del Acuerdo con la Santa Sede. Dicha 
decisión, añade, no puede someterse a control jurisdiccional sino en sentido negativo. 
La actora interpuso recurso de suplicación ante la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Canarias. Esta Sala promovió una cuestión de 
inconstitucionalidad en la que planteó dudas acerca de la constitucionalidad de tres 
artículos del Acuerdo de 1979 entre el Estado Español y la Santa Sede. Estos son los 
artículos III y VII que ya han sido citados y el artículo VI, que dispone que corresponde 
a la jerarquía eclesiástica señalar los contenidos de la enseñanza y formación religiosa 
católica, así como velar, junto a los correspondientes órganos del Estado en el ámbito de 
sus respectivas competencias, para que esta enseñanza y formación sean impartidas 
adecuadamente, quedando sometido el profesorado de religión al régimen general 
disciplinario de los centros. Además se plantea la constitucionalidad de la Disposición 
Adicional Segunda de la LOGSE, en la redacción dada a la misma por el artículo 93 de 
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 Sentencia de 6 de julio de 2001, dictada por el Juzgado de lo Social Nº 4 de Las Palmas de Gran 
Canarias, sobre los autos núm. 127-2001. 
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la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden 
Social
57
. 
Para el TSJ de Canarias, según se expone en el Auto
58
 en el que se plantea la 
cuestión, el objeto de la misma se limita a dos opciones normativas que constituyen un 
mero instrumento contingente de dicha enseñanza y que son, en primer lugar, el que se 
haya acudido a contratos de naturaleza laboral para cumplir la función de enseñar de la 
Iglesia y, en segundo lugar, que, los correspondientes trabajadores sean contratados por 
las Administraciones Públicas, configurando en definitiva supuestos de empleo público. 
Según el Auto, el artículo III del Acuerdo es contrario a la Constitución debido a 
que, según este precepto, la DEI no puede concederse o denegarse sin otra referencia 
que la propia del Derecho canónico y, en consecuencia, el Estado no puede oponer a 
ello ninguna norma interna, ni someterla a control judicial, so pena de infringir el 
Derecho internacional. 
Se cuestiona, además, la constitucionalidad de la condición de empleo público 
atribuida a los puestos de trabajo de los profesores de religión católica en base a que de 
la normativa impugnada se deriva que el acceso a empleos públicos y su mantenimiento 
serán determinados exclusivamente por un sujeto ajeno a la Administración pública (el 
Obispado) y sometido únicamente a un Derecho externo e indisponible por los órganos 
judiciales nacionales (el Derecho canónico). 
Una vez admitida a trámite la cuestión de inconstitucionalidad, el Abogado del 
Estado realizó su escrito de alegaciones
59
. En primer lugar, delimita las normas que 
considera relevantes para el fallo del pleito laboral, centrando el objeto de la cuestión en 
los dos primeros párrafos del artículo III del Acuerdo con la Santa Sede, si bien no tanto 
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 En el citado artículo se dispone: “Se añade un párrafo a la disposición adicional segunda de la Ley 
Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, con el siguiente texto: 
Los profesores que, no perteneciendo a los Cuerpos de funcionarios docentes, impartan enseñanzas de 
religión en los centros públicos en los que se desarrollan las enseñanzas reguladas en la presente Ley, lo 
harán en régimen de contratación laboral, de duración determinada y coincidente con el curso escolar, a 
tiempo completo o parcial. Estos profesores percibirán las retribuciones que correspondan en el 
respectivo nivel educativo a los profesores interinos, debiendo alcanzarse la equiparación retributiva en 
cuatro ejercicios presupuestarios a partir de 1999”. 
58
 ATSJ de Canarias, de de 8 de julio de 2002, (Sala de lo Social). 
59
 Un análisis de las alegaciones del Abogado del Estado y del Fiscal General puede consultarse en J.R. 
FERREIRO GALGUERA, “Sistema de elección del profesorado de religión católica en la escuela 
pública: dudas de constitucionalidad sobre sus cimientos normativos (STC 38/2007)”, en RGDCDEE 14 
(2007), pp. 7-12. 
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en sí mismos cuanto relacionados con ciertas normas canónicas, especialmente los 
cánones ya citados 804.2 y 805 del Código de Derecho Canónico
60
, subrayando que en 
ellos no se dispone si la propuesta del Ordinario diocesano a la que debe atenerse la 
autoridad educativa, es o no controlable por los Tribunales españoles.  
Asimismo, el Abogado del Estado comparte la interpretación de la Sala 
conforme a la cual los dos primeros párrafos del artículo III del Acuerdo deben 
entenderse en indisociable relación con el canon 804.2 que establece el deber del 
Ordinario del lugar de procurar que los profesores que se destinan a la enseñanza de la 
religión en las escuelas, destaquen por su recta doctrina, por el testimonio de su vida 
cristiana y por su aptitud pedagógica, pues el ejemplo de coherencia personal es de 
innegable importancia para que la enseñanza de cualquier religión merezca ese nombre. 
Además, deben asociarse con el canon 805 del Código de Derecho Canónico, ya que es 
competencia de los obispos nombrar o aprobar a los profesores de religión y remover o 
exigir que sean removidos cuando así lo requiera na razón de religión o moral.  
Considera también, que la profesora no fue propuesta para el próximo curso por 
motivos de religión o costumbre y, concretamente, es razonable suponer que por no dar 
testimonio de vida cristiana al convivir con quien no era su marido. De este modo, la 
apreciación del Ordinario acerca de si un profesor imparte o no recta doctrina y si da o 
no testimonio de vida cristiana es inmune, en su núcleo, al control de los Tribunales. 
Pero lejos de ser inconstitucional, esa inmunidad es mera consecuencia del derecho 
fundamental de libertad religiosa y del principio de neutralidad religiosa del Estado. No 
obstante, recalca que una decisión eclesiástica contraria a la renovación de un contrato 
laboral sólo queda amparada por la libertad religiosa colectiva si está claramente 
justificada por motivos de carácter religioso, pues de lo contrario, un mal uso de la 
potestad de propuesta podría suponer una violación de los derechos fundamentales y 
sería controlable por los Tribunales españoles. De esta forma, se cumple con el mandato 
constitucional de tutela judicial efectiva dispuesto en el art. 24.1 de la CE. 
En su informe de alegaciones, el Abogado del Estado indica que carece de 
solidez la argumentación referente a que la Administración se convierte en una empresa 
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 Entiende el Abogado del Estado, que la Sala no justifica debidamente, la relevancia del párrafo primero 
de la Disposición Adicional Segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de octubre, ni, por lo que hace a los 
Acuerdos de 1979, la de los párrafos tercero y cuarto del artículo III y la de los artículos VI y VII. 
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de tendencia según el párrafo segundo de la LO 1/1990, de 3 de octubre. La conversión 
de los profesores de religión en trabajadores de la Administración educativa no pretende 
contravenir el principio de neutralidad sino darles protección laboral y social en el 
contexto de una relación de trabajo objetivamente especial. Los puestos de profesores 
de religión requieren una determinada cualificación profesional que no cabe confundir 
con discriminación. En el caso de la religión católica, la Declaración Eclesiástica de 
Idoneidad es simplemente un reconocimiento eclesiástico de esa cualificación. Si 
sobrevenidamente se pierde la misma, puede darse el supuesto de una ineptitud 
sobrevenida que es causa objetiva de extinción de la relación laboral
61
. Exigir que los 
profesores de religión católica cuenten con una Declaración Eclesiástica de Idoneidad y 
que ésta pueda ser retirada por razones religiosas o morales responde a la naturaleza del 
puesto mismo de trabajo por lo que no se vulnera el principio de mérito y capacidad 
dispuesto en el artículo 103.3 de la CE
62
.  
En definitiva, considera que “respetar las exigencias propias de estos singulares 
puestos de trabajo no convierte a la Administración en una empresa de tendencia, sino 
que es una simple consecuencia de la libertad religiosa proyectada sobre la enseñanza 
(arts. 16.1 y 27.3 CE) y del mandato de cooperación contenido en el art. 16.3 CE”. 
3.1.2.- Fundamentos jurídicos 
a) Delimitación del objeto del proceso 
El TC comenzará su fundamentación jurídica considerando que son 
completamente irrelevantes por razón de su imposible aplicación al caso, los párrafos 
tercero y cuarto del artículo III del Acuerdo con la Santa Sede y el artículo VI del 
mismo, así como la inexistencia de razón alguna que permita dudar sobre la 
constitucionalidad del primer párrafo de la Disposición Adicional Segunda de la Ley 
Orgánica 1/1990, de 3 de octubre. 
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Por ello, la cuestión debatida es la referida a la posible infracción de derechos 
fundamentales en un procedimiento de selección de profesores de religión católica
63
. 
Para el Tribunal es la facultad de proponer a los profesores, recogida en los párrafos 
primero y segundo del artículo III del Acuerdo, la que materializa la decisión del 
Obispo y, por tanto, es esta facultad la que puede suscitar alguna duda de 
constitucionalidad a cuya validez supedita el órgano judicial la resolución del proceso. 
Además, el TC no se detendrá en el examen de la aplicabilidad al caso del artículo VII 
del Acuerdo con la Santa Sede, pues el TSJ de Canarias no requirió el parecer de las 
partes sobre la pertinencia de su cuestionamiento. 
Por todo lo anteriormente expuesto, los preceptos que conforman el verdadero 
objeto de esta cuestión de inconstitucionalidad son únicamente los dos primeros 
párrafos el artículo III del Acuerdo con la Santa Sede sobre Enseñanza y Asuntos 
Culturales y el segundo párrafo de la Disposición Adicional Segunda de la Ley 
Orgánica 1/1990, de Ordenación General del Sistema Educativo, añadido por el artículo 
93 de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, por ser los únicos relevantes para el fallo del 
proceso laboral. 
Tras centrar el objeto de la cuestión y repasar la evolución normativa del 
régimen de contratación de los profesores de religión en España desde la entrada en 
vigor de la Constitución Española, el Tribunal entra al fondo de la cuestión, estudiando 
las diversas materias que delimitan el conflicto. A continuación analizaremos el criterio 
del TC en cada una de ellas, a saber: la dimensión externa del derecho a la libertad 
religiosa; el juicio de idoneidad de los profesores de religión; el control jurisdiccional de 
las decisiones eclesiásticas; la vinculación de un contrato laboral en el sector público a 
criterios confesionales; la no equiparación de la Administración educativa con una 
empresa de tendencia y la legitimación de la ejecución del Acuerdo de 1979 entre la 
Santa Sede y España. 
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b) La dimensión externa del derecho a la libertad religiosa  
Es el propio TC quien explica en esta sentencia que el contenido del derecho a la 
libertad religiosa
64
 no se agota en la protección frente a injerencias externas de una 
esfera de libertad individual o colectiva que permite a los ciudadanos actuar con arreglo 
al credo que profesen, pues también comporta una dimensión externa que se traduce en 
la posibilidad de ejercicio, inmune a toda coacción de los poderes públicos, de aquellas 
actividades que constituyen manifestaciones o expresiones del fenómeno religioso, 
asumido en este caso por el sujeto colectivo o comunidades y respecto de las que se 
exige a los poderes públicos una actitud positiva, de naturaleza asistencial o 
prestacional
65
. Por tanto, la libertad religiosa funciona como premisa para la realización 
de las relaciones de cooperación que los poderes públicos han de sostener con las 
confesiones. De forma concreta, en el caso que nos ocupa, la libertad religiosa se ejerce 
desde una dimensión colectiva-confesional designando al candidato, sin intromisión del 
Estado, que se mantiene neutral, que a su vez coopera, en virtud de un acuerdo con la 
Iglesia, sosteniendo económicamente esta enseñanza como empleador de los docentes
66
. 
Por tanto, la competencia para la definición del credo religioso
67
 objeto de 
enseñanza
68
 pertenece a las Iglesias y confesiones conforme al principio de neutralidad, 
no correspondiéndole al Estado otro cometido que el que se derive de las obligaciones 
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asumidas en el marco de las relaciones de cooperación del artículo 16.3 de la CE. El 
principio de neutralidad estatal, en el desarrollo de las relaciones de cooperación del 
Estado con la Iglesia católica y las demás confesiones, sirve a la garantía de separación 
entre ambas instituciones, introduciendo de este modo una idea de aconfesionalidad o 
laicidad positiva
69
.  
En este sentido la laicidad del Estado no se entiende como laicidad hostil a la 
religión, sino como laicidad positiva, en el sentido de considerar a la religión como un 
valor social digno de promoción y tutela y conlleva, en último término, el respeto a la 
ética cristiana por parte de los poderes públicos tal y como se recoge en el artículo 1.2 
del Acuerdo
70
. El juego combinado de los principios de libertad religiosa, neutralidad y 
cooperación, reconocidos en el artículo 16 de la Constitución, tiene como límite el 
respeto a los valores y principios de la Constitución, mediante la cláusula de orden 
público constitucional
71
. El orden público
72
 tiene un significado social antes que estatal  
por lo que la neutralidad de los poderes públicos no se constituye como límite de la 
libertad religiosa sino que existe para facilitarla
73
.  
Por todo ello, “la preeminencia en estos casos debe establecerse a favor del 
derecho de libertad religiosa colectiva, ya que de otra manera se colocaría en una muy 
difícil tesitura el derecho de la Iglesia a la transmisión de sus creencias a través de la 
enseñanza, que ha sido calificada, por el propio Tribunal Constitucional, como 
contenido nuclear de la libertad religiosa en su dimensión comunitaria o colectiva”74. 
c) Juicio de idoneidad 
Como consecuencia del principio de neutralidad, establece el Tribunal, que “ha 
de corresponder a las confesiones la competencia para el juicio sobre la idoneidad de las 
personas que hayan de impartir la enseñanza de su respectivo credo. Un juicio que la 
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Constitución permite que no se limite a la estricta consideración de los conocimientos 
dogmáticos o de las aptitudes pedagógicas del personal docente, siendo también posible 
que se extienda a los extremos de la propia conducta en la medida en que el testimonio 
personal constituya para la comunidad religiosa un componente definitorio de su credo, 
hasta el punto de ser determinante de la aptitud o cualificación para la docencia, 
entendida en último término, sobre todo, como vía e instrumento para la transmisión de 
determinados valores. Una transmisión que encuentra en el ejemplo y el testimonio 
personales un instrumento que las Iglesias pueden legítimamente estimar 
irrenunciable”75.  
Desde esta perspectiva, competencia e idoneidad son elementos distinguibles, 
aunque complementarios. La competencia resulta de la suma de la titulación académica 
oficial y la Declaración eclesiástica exigida para impartir la clase de religión. La 
idoneidad, en cambio, excede el ámbito de la aptitud profesional, computable mediante 
titulaciones, méritos y baremos y su valoración se abre a la esfera de cualidades y 
circunstancias personales, teniendo en cuenta que hay cualidades de componente 
religioso que no son calificables por el Estado
76
. 
Conforme a las normas canónicas citadas, son tres las condiciones que debe 
cumplir subjetivamente el docente de religión católica al inicio y durante el curso de su 
relación laboral. La primera consiste en la rectitud doctrinal de la enseñanza. La 
segunda, mantener un estilo de vida —personal y familiar— que no contraste 
objetivamente con la moral católica; y, por último, permanecer dentro de la comunión 
con la Iglesia y sus pastores
77
. No obstante, las facultades canónicas en esta materia no 
son ilimitadas, sino que están sujetas al control jurisdiccional; así lo exigen el principio 
de conservación del ordenamiento jurídico y la compatibilidad de las normas con los 
mandatos constitucionales
78
. 
Uno de los elementos inexcusables que debe darse para apreciar la idoneidad de 
un profesor de religión y moral católicas es la condición de miembro de la Iglesia 
católica pues es parte fundamental del testimonio cristiano exigido por la normativa 
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canónica (c. 804.2 CIC) para impartir dicha materia. Como prueba de ello, los 
candidatos deben presentar la partida de bautismo o el certificado de recepción en la 
Iglesia si desean acreditarse para esa función. Por consiguiente, el abandono de la 
Iglesia comportaría automáticamente la pérdida de la idoneidad para la enseñanza de la 
religión católica, debido a la falta radical del testimonio exigible
79
. 
En esta línea, la relación de confianza debe operar a lo largo de toda la relación 
laboral por lo que no basta obtener la idoneidad en un momento determinado, sino que 
ésta debe mantenerse a lo largo de todo el tiempo en el que se desarrolle la actividad 
como docente de religión. “La pérdida de la comunión del fiel con los pastores (no sólo 
derivada de sanciones canónicas, sino de otras conductas) o bien la verificación de 
desviaciones doctrinales manifestadas externamente o de una conducta en objetivo 
contraste con las enseñanzas de la moral católica, comportarán necesariamente la 
pérdida de la idoneidad y el consecuente acto administrativo de revocación de la 
acreditación para la enseñanza religiosa por parte de la autoridad eclesiástica”80.   
Para el Tribunal “resultaría sencillamente irrazonable que la enseñanza religiosa 
en los centros escolares se llevase a cabo sin tomar en consideración como criterio de 
selección del profesorado las convicciones religiosas de las personas que libremente 
deciden concurrir a los puestos de trabajo correspondientes, y ello, precisamente, en 
garantía del propio derecho de libertad religiosa en su dimensión externa y colectiva”81.  
En conclusión, compete a la Administración del Estado velar por el 
cumplimiento de los derechos y deberes del profesor de religión como trabajador a 
cargo de la Administración y como miembro del claustro de profesores a todos los 
efectos. Además, el profesor de religión está vinculado a la Iglesia, no sólo como 
creyente católico, sino también en cuanto profesor propuesto por el Obispo diocesano 
como idóneo para impartir esta enseñanza. Por tanto, la jerarquía eclesiástica es 
competente para ejercer el seguimiento de los compromisos y deberes del profesor de 
religión católica
82
. 
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d) Control jurisdiccional de las decisiones eclesiásticas 
Tras haber asentado la base constitucional que condiciona la relación del Estado 
con la Iglesia católica, la sentencia dedica su estudio a aclarar si es posible o no el 
control jurisdiccional de las decisiones eclesiásticas
83
; en concreto, si es revisable la 
decisión del Obispo diocesano de no renovar la Declaración Eclesiástica de Idoneidad a 
una profesora por mantener una relación afectiva con otro hombre, después de haberse 
separado de su marido. 
El TC señala que “los efectos civiles de las resoluciones eclesiásticas, regulados 
por la ley civil, son de la exclusiva competencia de los Jueces y Tribunales civiles, 
como consecuencia de los principios de aconfesionalidad del Estado (art. 16.3 CE) y de 
exclusividad jurisdiccional
84
 y, por tanto, al encontrarnos ante una relación de 
naturaleza laboral entre los profesores de religión y la Administración educativa, tal y 
como establece la Disposición Adicional Segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 de 
octubre, el orden jurisdiccional competente para conocer las cuestiones litigiosas que se 
presenten respecto al contrato de trabajo corresponde al orden social.   
De este modo, bajo el respeto a la libertad de criterio de las confesiones a la hora 
de definir los criterios que deben concurrir en el profesor que vaya a impartir la doctrina 
religiosa, los órganos judiciales deben controlar que la designación de los profesores se 
ajusta al orden constitucional, es decir, que dichos órganos “habrán de encontrar 
criterios practicables que permitan conciliar en el caso concreto las exigencias de la 
libertad religiosa (individual y colectiva) y el principio de neutralidad religiosa del 
Estado con la protección jurisdiccional de los derechos fundamentales y laborales de los 
profesores”85. 
En resumen, “el papel de los órganos jurisdiccionales en el control del ámbito de 
discrecionalidad de las autoridades eclesiásticas tiene que limitarse únicamente a la 
constatación del carácter religioso de la motivación, sin que quepa extenderlo a valorar 
el acierto o conveniencia del criterio de la autoridad religiosa. (…) Sólo cuando la falta 
de propuesta no responda al libre ejercicio de la religión, habrá que considerarla no 
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ajustada a Derecho, con el consiguiente restablecimiento de los derechos del 
trabajador”86. 
e) Vinculación de un contrato laboral en el sector público a criterios 
confesionales  
La siguiente cuestión a resolver consiste en determinar si el régimen laboral de 
contratación de los profesores de religión por parte de la Administración Pública, al 
estar vinculada a la decisión de una autoridad eclesiástica, vulnera el principio de acceso 
al empleo público en condiciones de igualdad (art. 23.2 CE)
87
, mérito y capacidad (art. 
103.3 CE). 
El Tribunal comienza destacando que el legislador dispone de un amplio margen 
de libertad en la regulación de las pruebas de selección y en la determinación de los 
méritos y capacidades que se tomarán en consideración, quedando prohibido que la 
regulación de las condiciones de acceso se realice en términos concretos e 
individualizados, es decir, que debe existir una razón objetiva y razonable a la luz de las 
condiciones de mérito y capacidad, para avalar la elección de un candidato y no de 
otro
88
. En relación al caso, concreta que la función específica de enseñar religión y 
moral católicas a la que se han de dedicar los trabajadores contratados, es razón 
suficiente para constituir por sí misma un hecho distintivo que determine que la 
diferencia de trato que se denuncia, materializada en la exigencia de idoneidad, posea 
una justificación objetiva y razonable y resulte proporcionada y adecuada a los fines 
perseguidos por el legislador
89
.  
Hemos de tener en cuenta que en garantía del derecho a la igualdad de trato y no 
discriminación no cabe invocar, por ejemplo, “un motivo de oportunidad para proceder 
a un cambio de docentes”, es decir, “que no cabe la sustitución de una persona idónea 
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por otra «más idónea», en una supuesta aplicación del criterio de mérito y capacidad 
que resultaría perversa”90. 
Por ello, el TC resolverá que “la facultad reconocida a las autoridades 
eclesiásticas para determinar quiénes sean las personas cualificadas para la enseñanza 
de su credo religioso constituye una garantía de libertad de las Iglesias para la 
impartición de su doctrina sin injerencias del poder público. Siendo ello así, y articulada 
la correspondiente cooperación a este respecto (art. 16.3 CE) mediante la contratación 
por las Administraciones públicas de los profesores correspondientes, habremos de 
concluir que la declaración de idoneidad no constituye sino uno de los requisitos de 
capacidad necesarios para poder ser contratado a tal efecto, siendo su exigencia 
conforme al derecho a la igualdad de trato y no discriminación (art. 14 CE)
91
 y a los 
principios que rigen el acceso al empleo público (art. 103.3 CE)”92. 
En la actualidad, el Ministerio de Educación, no tiene ningún margen de 
discrecionalidad ni para nombrar, ni para renovar, si la Iglesia se opone a ello. 
Evidentemente no podría ser de otra forma si se quiere respetar el principio de laicidad 
del artículo 16.3 de la CE, que conlleva la incompetencia del Estado para fijar el 
contenido de la asignatura y los requisitos de las personas encargadas de impartirla
93
. 
f) La Administración pública no  es  una empresa de tendencia 
El TC examina si queda justificado que la contratación y, por tanto, la relación 
laboral a la que quedan sometidos los profesores de religión católica esté condicionada 
por exigencias de índole religioso —pues sin la DEI no pueden acceder al puesto de 
profesores— en atención a la función docente que van a realizar.  
En cumplimiento del artículo 18 de la CE y los artículos 4.2.c) y 17 del ET, 
como regla general, todas las relaciones de trabajo deben estar revestidas del  absoluto 
respeto a los derechos del trabajador, tanto en su actividad laboral como en lo 
concerniente a la vida privada del mismo. Además, en el artículo 6 de la LOLR se 
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establece idéntica cláusula de respeto a la igualdad y no discriminación. No obstante, 
dicha regla puede presentar algunas excepciones en aquellas empresas u organizaciones 
que tienen como fin inmediato un contenido ideológico. Estas son las llamadas 
“empresas ideológicas u organizaciones de tendencia”. Este caso comparte ciertas notas 
de identidad con este tipo de empresas al tratarse de un centro docente y una actividad, 
la de profesor de religión católica, típicamente de tendencia. Las diferencias estriban en 
que el centro docente no es privado sino público, el empleador es el Ministerio de 
Educación y es la Iglesia católica a quien compete en exclusiva el reconocimiento de la 
idoneidad del candidato para que pueda llevarse a cabo el nombramiento y cese del 
profesor de religión
94
. 
Se ha planteado que esta situación favorece más al empleador público y a la 
Iglesia por encima del profesorado. Sin embargo, la disyuntiva no es de esta naturaleza, 
porque lo que se prima es un derecho de carácter fundamental, el derecho de libertad 
religiosa, tanto de la Iglesia como de los padres a elegir la educación y formación 
religiosa para sus hijos, respecto de otro de diferente condición, el derecho del profesor 
a un empleo estable
95. Para el profesor OTADUY “si se garantiza el reconocimiento por 
el Derecho del Estado del juicio de la Iglesia acerca de la idoneidad doctrinal y 
existencial de los profesores de religión, el principio de estabilidad en el empleo 
quedaría garantizado en grado satisfactorio”96.  
El TC concluye que las “interrelaciones existentes entre los profesores de 
religión y la Iglesia no son estrictamente las propias de una empresa de tendencia, (…) 
sino que configuran una categoría específica y singular, que presenta algunas 
similitudes pero también diferencias respecto de aquélla”97. Según la propia doctrina 
constitucional
98
, una empresa de tendencia despliega su virtualidad en el ámbito de las 
relaciones laborales privadas, ámbito en el que no se desenvuelve este caso y, en la 
medida en que dichas empresas conforman centros educativos privados con ideario 
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propio, los derechos del profesorado pueden ser modulados en consonancia con dicho 
ideario.  
En nuestro caso, establece la sentencia que “la condición que deriva de la 
exigencia de la Declaración Eclesiástica de Idoneidad no consiste en la mera obligación 
de abstenerse de actuar en contra del ideario religioso, sino que alcanza, de manera más 
intensa, a la determinación de la propia capacidad para impartir la doctrina católica, 
entendida como un conjunto de convicciones religiosas fundadas en la fe. El que el 
objeto de la enseñanza religiosa lo constituya la transmisión no sólo de unos 
determinados conocimientos sino de la fe religiosa de quien la transmite, puede, con 
toda probabilidad, implicar un conjunto de exigencias que desbordan las limitaciones 
propias de una empresa de tendencia, comenzando por la implícita de que quien 
pretenda transmitir la fe religiosa profese él mismo dicha fe”99. 
Por todo ello, el Tribunal concluirá que la Administración no desarrolla 
tendencia ni ideario alguno mediante la contratación de los profesores de religión, “sino 
que ejecuta(n) la cooperación con las Iglesias en materia de enseñanza religiosa en  los 
términos establecidos en los acuerdos que la regulan y en las normas que la desarrollan, 
contratando para ello a personas que han sido previamente declaradas idóneas por las 
autoridades religiosas respectivas, que son las únicas que, desde el principio de 
aconfesionalidad del Estado, pueden valorar las exigencias de índole estrictamente 
religiosa de tal idoneidad”100. 
g) La legitimación de la ejecución del Acuerdo de 1979 
Por último, en esta sentencia, el TC valora la legitimidad del contenido del 
Acuerdo por medio del cual el Estado asume la impartición de la enseñanza religiosa en 
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los centros educativos y su financiación, considerando irrelevante, a los efectos de 
estudio del caso, la forma técnica en que se ejecute el Acuerdo
101
.  
Para el TC, el sistema de ejecución del Acuerdo que a día de hoy se sigue en 
España y que es diferente a los anteriormente desarrollados, resulta irrelevante en 
términos de constitucionalidad del sistema, debido a que “si la impartición en los 
centros educativos de una determinada enseñanza religiosa pudiera eventualmente 
resultar contraria a la Constitución, ya fuere por los contenidos de dicha enseñanza o 
por los requisitos exigidos a las personas encargadas de impartirla, lo que habría de 
cuestionarse es el acuerdo en virtud del cual la enseñanza religiosa se imparte, no la 
forma elegida para instrumentarlo”102.  
h) El fallo de la sentencia 
Por todo lo anteriormente expuesto, el TC inadmite la cuestión de 
inconstitucionalidad respecto de los párrafos tercero y cuarto del art. III, el art. VI y el 
art. VII del Acuerdo sobre Enseñanza y Asuntos Culturales, (…) así como respecto del 
párrafo primero de la Disposición Adicional Segunda de la Ley Orgánica 1/1990, de 3 
de octubre, de Ordenación General del Sistema Educativo, (…) concluyendo que los 
preceptos legales cuestionados no vulneran los artículos 9.3, 14, 16.3, 23.2, 24.1 y 103.3 
de la Constitución y desestimando la cuestión de inconstitucionalidad en todo lo demás. 
En definitiva, considera que no se vulnera el derecho del demandante, ya que 
entiende que la especificidad de la materia impartida requiere la declaración de 
idoneidad que puede ser retirada por la autoridad religiosa competente y causa del 
despido laboral.  
3.2.- STC 128/2007, DE 4 DE JUNIO DE 2007 
3.2.1.- Antecedentes de hecho 
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El pronunciamiento de esta sentencia tiene lugar tras la admisión a trámite del 
oportuno recurso de amparo presentado por el profesor Fernández Martínez al haber 
visto rechazadas sus pretensiones por el TSJ de Murcia
103
.Los hechos que dieron origen 
al caso son los siguientes.  
José Antonio Fernández Martínez se ordenó sacerdote en 1961 y en 1984 pidió 
la dispensa del sacerdocio, concedida 13 años después, para casarse civilmente en 1985 
con su esposa con quien tiene cinco hijos. Fue profesor de religión católica en varios 
institutos de Murcia entre 1991 y 1997. Tras la aparición en la prensa murciana en 
noviembre de 1996 de un artículo en el que se expresaban declaraciones 
correspondientes al demandante en contra de la doctrina católica
104
 y en el que aparecía 
una foto del mismo con su familia en un acto del Movimiento Pro-Celibato Opcional 
del que era miembro, se le retiró la declaración de idoneidad y, en consecuencia, no se 
le concedió la renovación de su contrato como profesor para el curso 1997-1998. 
A raíz de estos hechos y tras la oportuna presentación de la demanda por parte 
del profesor, se dictó sentencia por el Juzgado de lo Social Nº 3 de Murcia
105
 que 
declaró nulo el despido y condenó a la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia a 
la inmediata readmisión del trabajador en su antiguo puesto de trabajo y a la 
Administración del Estado a que le abonase los salarios dejados de percibir desde la 
fecha de su cese hasta que tuviera lugar la readmisión, con absolución del Obispado de 
Cartagena. 
En un momento posterior, dicha sentencia fue recurrida por el Obispado de 
Cartagena, la Comunidad Autónoma de Murcia y la Administración del Estado, dando 
como resultado la estimación de los recursos de suplicación por el TSJ de Murcia que 
consideró que no había existido despido, sino sólo una no renovación de un contrato 
temporal, descartando la vulneración de los derechos a no sufrir discriminación (art. 14 
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CE), a la vida privada (art. 18 CE) y a las libertades ideológica y de expresión (arts. 16 
y 20 CE), invocados en la demanda. 
En la demanda de amparo se alega que el cese del profesor constituye un acto 
discriminatorio que atenta contra el artículo 14 de la CE, pues el factor utilizado para el 
trato desigual (aparecer públicamente como cura casado) no es razonable ni legítimo en 
una sociedad basada en la preeminencia de los derechos fundamentales. Además, bajo el 
punto de vista del demandante, el despido tenía como punto de partida una concepción 
desfasada y poco realista del ámbito de autonomía propio de un profesor de religión 
católica en un centro público, por considerar que tanto el Obispo como los padres de los 
alumnos conocían todas sus circunstancias personales. 
Al respecto de la supuesta vulneración de la libertad ideológica, se argumenta 
que ésta no sólo comprende el derecho a crear y desarrollar internamente ideas propias, 
sino que abarca también el derecho a hacerlas públicas ante los demás, sin verse 
expuesto a represalias por ello. Según se expresa en el recurso de amparo, la libertad 
ideológica implica que el demandante pudiese hacer pública su opción por el derecho al 
celibato opcional, que defendía como antiguo sacerdote que se había casado civilmente 
antes de obtener la dispensa. 
De igual forma que la sentencia anteriormente analizada, el Abogado del Estado 
comienza su informe resaltando que los dos primeros párrafos del artículo III del 
Acuerdo deben entenderse en indisociable relación con los cánones 804.2 y 805 del 
Código de Derecho canónico que conceden potestad al Obispo para otorgar la DEI sin la 
cual el candidato a profesor de religión no puede ser designado como tal por la 
Administración educativa.  
A continuación, recuerda que además de la dimensión individual de la libertad 
religiosa (art. 2.1 LOLR), existe también un aspecto comunitario de la misma de la que 
son titulares las Iglesias, confesiones y comunidades religiosas, por lo que gozan del 
derecho fundamental a “designar y formar a sus ministros” y a “divulgar y propagar su 
propio credo”, según lo dispuesto en el artículo 2.2 LOLR. Sería incompatible, tanto 
con la libertad religiosa colectiva o comunitaria como con el principio de neutralidad 
religiosa del Estado (art. 16 CE), que un Juez pudiera revisar, controlar o modificar la 
apreciación de una autoridad religiosa acerca de lo que es o no es la recta doctrina 
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religiosa, o decidir acerca de lo que es o no es testimonio de auténtica vida religiosa. En 
consecuencia, el Abogado del Estado insiste en la idea de que para modular los 
derechos fundamentales y laborales de los profesores y el derecho a la libertad de 
religión, la no renovación de un contrato laboral necesita estar claramente justificada en 
motivos de carácter religioso, es decir, el orden público constitucional representa un 
límite al poder de propuesta del Obispo incluso sin salir de la perspectiva 
intraeclesiástica católica. 
Por otro lado, el derecho individual a recibir enseñanza o a elegir educación 
religiosa [arts. 27.3 CE y 2.1 c) LOLR] sólo puede ser satisfecho entendiéndolo como 
derecho a una correcta enseñanza de la doctrina de una religión y a una correcta 
formación moral de base religiosa pero, al menos en términos generales, la doctrina y 
moral religiosas correctas son aquellas que las autoridades de cada religión estiman y 
califican como tales, sin injerencias del poder público. 
Asimismo, los puestos de profesores de religión requieren una determinada 
cualificación profesional de igual modo que es necesaria para otros tipos de puestos 
administrativos. La DEI es un reconocimiento eclesiástico de esa cualificación 
profesional y que ésta pueda ser retirada o revocada por razones religiosas o morales 
responde a la naturaleza misma del puesto de trabajo, que es un trabajo claramente 
“ideológico o de tendencia”, lo cual queda amparado por la Directiva 78/2000/CE, de 
27 de noviembre de 2000 que en los puntos 23 y 24 de su Preámbulo
106
, reconoce el 
carácter no discriminatorio de los requisitos profesionales basados en la religión para 
determinadas circunstancias.  
Es interesante la opinión del Abogado del Estado cuando afirma que cabe 
descartar la violación del derecho a la igualdad (art. 14 CE), debido a que la demanda 
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no plantea un problema de desigualdad de trato por razón del estado civil, toda vez que 
no ofrece ningún término de comparación adecuado. La retirada de la DEI no responde 
a ningún propósito discriminatorio sino que, más bien, puede considerarse una reacción 
del Obispo frente a las manifestaciones públicas contrarias a la doctrina de la Iglesia y 
su incidencia en la llamada “ética de la organización”, es decir, su incidencia en la 
moral católica. Tampoco entiende que exista violación del derecho a la intimidad 
personal y familiar (art. 18.1 CE), pues es el propio recurrente quien libremente decidió 
aparecer en el periódico con su familia y expresar o participar en opiniones no 
conformes con el magisterio eclesiástico católico. Por tanto, el no proponer al actor 
como profesor de religión católica, tras haber dado “escándalo”107, no es una injerencia 
en la vida privada del demandante, sino una reacción a un comportamiento libremente 
elegido por él mismo. 
Para el Abogado del Estado, el punto esencial del recurso es el de la posible 
lesión de la libertad ideológica (art. 16.1 CE), en conexión con la libertad de expresión 
[art. 20.1 a) CE]. Por tanto, habrá que valorar las libertades ideológica y de expresión de 
los trabajadores de unas singulares empresas, las llamadas empresas de tendencia, que 
comprenden desde la Iglesia católica a cualquier partido político, al concebir que la 
Iglesia católica puede considerarse empresa de tendencia respecto a sus trabajadores. El 
caso de los profesores de religión es un supuesto singular, en tanto en cuanto, el Obispo 
tiene obligación canónica de remover o exigir que se remueva a los profesores de 
religión si lo exige un motivo religioso o moral
108
, teniendo que ser respetada dicha 
decisión por los Tribunales en la medida en que la decisión pertenezca 
indiscutiblemente a la esfera religiosa y moral católicas, debido a que al obtener la DEI, 
los profesores asumen libremente el compromiso de “recta doctrina” y “testimonio de 
vida cristiana”109. 
Respecto a la libertad de expresión, el Abogado del Estado cita la STC 
120/1983, de 15 de diciembre, en la que se afirma que en el marco de una relación 
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laboral se crea un complejo de derechos y obligaciones que limitan el ejercicio de 
determinadas libertades
110
, incluyendo el ejercicio del derecho a la libertad de 
expresión,  la cual puede extenderse a la libertad ideológica o religiosa en cuanto haya 
sido objeto de publicidad en un medio de comunicación. Por ello, según esta doctrina 
constitucional, interpreta que un trabajador que desempeña “tareas de tendencia”, no 
tiene derecho a usar sus libertades ideológica y de expresión para atacar pública, directa 
y deliberadamente a la institución cuyo mensaje está obligado a difundir exacta y 
lealmente, o para manifestar su desacuerdo crítico con principios o reglas que esa 
institución considere esenciales en su doctrina o práctica. En particular, el profesor de 
religión católica no puede ser al tiempo trabajador de tendencia de una institución 
religiosa católica y voz crítica y publicitada contra esa institución, pues manifestaría de 
este modo, su ineptitud para satisfacer debidamente la prestación laboral a la que se 
obligó voluntariamente. 
3.2.2.- Fundamentos jurídicos 
a) Modulación del derecho a la igualdad y a la intimidad personal y 
familiar y el derecho a la libertad religiosa en su dimensión colectiva 
La cuestión central consiste en determinar si la decisión de no proponer al 
recurrente en amparo como profesor de religión y moral católicas para el curso 
1997/1998 encuentra justificación en el derecho fundamental a la libertad religiosa en su 
dimensión colectiva, o por el contrario, han sido vulnerados los derechos del recurrente 
a la libertad ideológica y religiosa (art. 16 CE), en relación con la libertad de expresión 
[art. 20.1 a) CE]
 111
. 
Para llevar a cabo la modulación de los derechos que entran en conflicto, el TC 
parte de la base de que “los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución 
sólo pueden ceder ante los límites que la propia Constitución expresamente imponga o 
ante los que, de manera mediata o indirecta, se infieran de la misma, al resultar 
justificados por la necesidad de preservar otros derechos o bienes jurídicamente 
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protegidos. En todo caso las limitaciones que se establezcan no pueden obstruir el 
derecho fundamental más allá de lo razonable”112.  
Para abordar esta cuestión, el Tribunal se remite a la ya analizada sentencia de 
15 de febrero, recordando que la inserción de la enseñanza de la religión en el itinerario 
educativo, como fundamento del deber de cooperación del Estado establecido en el 
artículo 16.3 de la CE,  hace posible tanto el ejercicio del derecho de los padres de los 
menores a que éstos reciban la enseñanza religiosa y moral acorde con sus convicciones, 
como la efectividad del derecho de las Iglesias y confesiones a la divulgación y 
expresión públicas de su credo religioso, contenido nuclear de la libertad religiosa en su 
dimensión comunitaria o colectiva (art. 16.1 CE)
113
. 
Atendiendo a los hechos, para el TC no puede estimarse que la no propuesta del 
actor como profesor de religión y moral católicas obedeciese a un intento 
discriminatorio por razón del estado civil, contrario al derecho de igualdad, ya que fue 
propuesto sucesivamente como profesor desde el curso 1991/1992 hasta el curso 
1996/1997, momento en el que dio publicidad a su situación en contra del rescripto de 
dispensa
114
. En dicho momento, el Obispo tuvo que atenerse a lo dispuesto en el 
rescripto, por el que no solo estaba facultado, sino al que estaba vinculado por la 
normativa canónica
115
.  
Respecto de la intromisión ilegítima en la vida privada del actor, tratándose de 
una especial relación de confianza, el cumplimiento del objeto de la prestación laboral 
del profesor de religión exige ser un buen fiel y un buen profesor; traicionar cualquiera 
de los dos deberes, implicaría la desvirtuación de ambos y dejaría vacía de contenido su 
propuesta como idóneo para desempeñarlos
116
. Por ello, el TC considera que no se 
produjo ninguna intromisión ilegítima, pues fue el mismo actor el que consistió la 
publicidad en contra el rescripto de dispensa, no fue el Ordinario del lugar el que 
incurrió en ella
117
 y afirma que “la modulación producida en los derechos del 
demandante a la libertad religiosa, en su dimensión individual, y a la libertad 
                                                 
112
 Ibid. FJ. 11º. 
113
 STC 38/2007, de 15 de febrero, FJ. 5º A). 
114
 STC 128/2007, de 4 de junio, FJ. 4º. 
115
 CC. 804, 805 y 806 CIC. 
116
 I. Mª. BRIONES MARTÍNEZ, “La realista interpretación…”, cit., p. 21. 
117
 STC 128/2007, de 4 de junio, FJ. 7º. 
50 
 
ideológica, en conexión con la libertad de expresión, (...) no resultan desproporcionadas 
ni inconstitucionalmente proscritas, en la medida en que encuentran su justificación en 
el respeto al lícito ejercicio del derecho fundamental de la Iglesia católica a la libertad 
religiosa, en su dimensión colectiva o comunitaria, en relación con el derecho de los 
padres a la educación religiosa de sus hijos, dado que han sido razones exclusivamente 
de índole religiosa, atinentes a las normas de la confesión a la que libremente pertenece 
el demandante de amparo y la enseñanza de cuyo credo pretendía impartir en un centro 
docente público, las determinantes de que no fuera propuesto como profesor de religión 
y moral católicas”118. 
b) Autonomía de las confesiones religiosas 
Es parte de la doctrina del TC que dentro del derecho a la autonomía de las 
confesiones religiosas, se comprende la competencia para la definición del credo 
religioso que debe ser enseñado en las escuelas y el juicio sobre la idoneidad de los 
profesores que deben enseñarlo. Como ya hiciera en la STC 38/2007, de 15 de febrero, 
el Tribunal considera que la competencia para la definición del credo religioso, objeto 
de enseñanza en el colegio pertenece a las Iglesias y confesiones, no cumpliéndole al 
Estado otro cometido que el que se corresponda con las obligaciones asumidas en el 
marco de la relaciones de cooperación a las que se refiere el artículo 16.3 CE. 
De igual modo, el TC entiende que corresponde a las confesiones la competencia 
para el juicio sobre la idoneidad de las personas que hayan de impartir la enseñanza de 
su respectivo credo, incluyendo tanto la consideración de los conocimientos dogmáticos 
o de las aptitudes pedagógicas del personal docente, como el juicio sobre la propia 
conducta en la medida en que el testimonio personal constituya para la comunidad 
religiosa un componente definitorio de su credo
119
. Todo ello bajo la perspectiva de que 
el contenido de la asignatura de religión y moral católica “no se agota en canalizar una 
serie de conocimientos, sino que se extiende a transmitir una experiencia de fe, y no a 
exponer de una manera crítica los dogmas y principios de una determinada religión, 
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desde una posición que pudiéramos considerar de neutralidad religiosa, como si se 
tratara de una asignatura sobre los sistemas religiosos comparados”120. 
Concluye, además, que en garantía del derecho de libertad religiosa en su 
dimensión externa y colectiva, resultaría irrazonable que la enseñanza religiosa en los 
centros escolares se llevase a cabo sin tomar en consideración, como criterio de 
selección del profesorado, las convicciones religiosas de las personas que libremente 
deciden concurrir a los puestos de trabajo correspondientes
121
. No obstante, ninguna de 
estas libertades son absolutas, pues en todo caso han de operar las exigencias 
inexcusables de indemnidad del orden público constitucional
122
.  
c) Control de los órganos jurisdiccionales 
Los órganos judiciales habrán de analizar las razones de la falta de designación 
de una determinada persona para impartir la docencia religiosa y, en concreto, si ello 
responde al hecho de no encontrarse dicha persona incluida en la relación de las 
propuestas a tal fin por la autoridad eclesiástica o a otros motivos igualmente 
controlables. Además, habrán de estudiar si la falta de propuesta por parte del Ordinario 
del lugar responde a criterios de índole religiosa o moral o si, por el contrario, se basa 
en otros motivos ajenos al derecho fundamental de la libertad religiosa y no amparados 
por el mismo
123
. 
El TC, en cumplimiento del deber de neutralidad del artículo 16.3 CE, se 
abstendrá de valorar las normas canónicas y, por tanto, las conductas que son reguladas 
en dichas normas, es decir, los órganos judiciales competentes lo único que podrán 
hacer es llevar a cabo un control formal o de mera constatación y no de fondo
124
. 
Señala a este respecto el TC, que “una vez constatada la naturaleza religiosa de 
los motivos en los que se ha fundado la no propuesta del demandante, este Tribunal 
nada ha de decir sobre el carácter y la relevancia que en la nota informativa del 
Obispado de Cartagena se expresa del sacramento del orden sacerdotal en el seno de la 
Iglesia católica para justificar la decisión adoptada, que estima prevalentes a una 
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consideración de la situación desde la perspectiva de sus circunstancias laborales o 
profesionales. Tampoco respecto a la justificación de la apreciación del “escándalo”, al 
que alude el Obispado en su nota. (…) Sería contrario al deber de neutralidad del 
Estado, que el Estado pretendiese negar el carácter religioso de la valoración de unas 
conductas en el seno intraeclesial, por el hecho de que esas mismas conductas puedan 
merecer una valoración diferente en un ámbito extraeclesial”125. 
En suma, el Estado no es titular del derecho de libertad ideológica o religiosa, 
por lo que ha de abstenerse de hacer juicios de valor que no le son propios y de adoptar 
actitudes que signifiquen disputar un espacio dentro del ámbito ideológico o religioso. 
Su función es únicamente proteger la libertad religiosa y el factor social religioso 
entendidos en un sentido amplio, conforme a su valoración positiva como bien jurídico 
a proteger, salvando asimismo la igualdad en materia religiosa
126
. 
d) La Administración no es una empresa de tendencia  
Siguiendo la línea trazada en la sentencia anteriormente analizada, el TC 
establece que el principio de neutralidad en el sistema educativo no impide el 
establecimiento en la enseñanza pública de materias de contenido ideológico o religioso 
de seguimiento libre
127
, en base a que, por mandato constitucional (art. 9.2 CE), el 
Estado ha de eliminar todos los obstáculos de orden económico y social que impidan el 
pleno desarrollo de la persona, siendo pacífico que la impartición de estas materias en el 
ámbito educativo contribuye al desarrollo de la personalidad y ayuda a lograr una mayor 
efectividad del derecho de los padres a que sus hijos reciban la educación que sea más 
acorde con sus creencias
128
. Por ello, es el propio TC quien sostiene que el mandato 
constitucional de cooperación con las confesiones religiosas, en concreto, en lo relativo 
a la enseñanza, opera a través de la contratación de los profesores de religión por parte 
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de las Administraciones públicas sin que ello suponga el desarrollo de tendencia o 
ideario alguno por parte de la Administración
129
. 
El Tribunal reitera que las interrelaciones existentes entre los profesores de 
religión y la Iglesia no son estrictamente las propias de una empresa de tendencia sino 
que configuran una categoría específica y singular
130
 y, por tanto, la exigencia de la 
idoneidad eclesiástica no puede entenderse que vulnere el derecho individual a la 
libertad religiosa (art. 16.1 CE) de los profesores de religión, ni la prohibición de 
declarar sobre su religión (art. 16.2 CE), principios que sólo se ven afectados en la 
estricta medida necesaria para hacerlos compatibles con el derecho de las Iglesias a la 
impartición de su doctrina en el marco del sistema de educación pública (arts. 16.1 y 
16.3 CE) y con el derecho de los padres a la educación religiosa de sus hijos (art. 27.3 
CE)
131
. 
Por ello, para el TC, la necesidad de obtener la DEI para impartir la docencia de 
la religión y moral católicas se fundamenta en que la misma es determinante de la 
capacidad para impartir la doctrina católica
132
. El que el objeto de la enseñanza religiosa 
lo constituya la transmisión no sólo de unos determinados conocimientos sino de la fe 
religiosa de quien la transmite, implica un conjunto de exigencias que desbordan las 
limitaciones propias de una empresa de tendencia, comenzando por la implícita de que 
quien pretenda transmitir la fe religiosa profese él mismo dicha fe
133
, es decir, que cabe 
la exigencia de algo más que una actitud de tipo abstencionista, de reserva o de ausencia 
de daño
134
. 
e) El fallo de la sentencia 
El dictamen de la sentencia concluye que únicamente le compete constatar en 
virtud del deber de neutralidad estatal, la naturaleza estrictamente religiosa de las 
razones en las que la autoridad religiosa ha fundado la no propuesta del demandante de 
amparo como profesor de religión y moral católicas y que sus derechos fundamentales a 
la libertad ideológica y religiosa y a la libertad de expresión, sólo se han visto afectados 
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y modulados en la estricta medida necesaria para salvaguardar su compatibilidad con la 
libertad religiosa de la Iglesia católica, lo que conduce a la desestimación del recurso de 
amparo. 
3.3.- LA STC 51/2011, DE 14 DE ABRIL 
3.3.1.- Antecedentes de hecho 
La profesora Resurrección Galera Navarro había impartido clases de religión y 
moral católicas a niños de educación infantil y primaria, en diversos centros escolares 
públicos, desde el curso académico 1994/1995. En mayo del año 2001, el Delegado 
diocesano de enseñanza de Almería comunicó a la profesora que no sería propuesta 
como profesora para el curso escolar 2001/2002, por haber contraído matrimonio civil 
con un divorciado en septiembre de 2000 y que tal decisión no se considera coherente 
con la doctrina de la Iglesia católica respecto del matrimonio canónico. 
El Delegado diocesano remitió al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte la 
relación de profesores de religión de enseñanza primaria que, habiendo prestado 
servicios como tales en el curso escolar anterior, no iban a ser propuestos para el 
siguiente curso, relación en la que figuraban Resurrección Galera y otra persona. De 
conformidad con dicha propuesta, el Ministerio no suscribió con dicha profesora 
contrato de trabajo para la prestación de sus servicios para el curso 2001/2002. 
Tras la presentación de la oportuna demanda por parte de la profesora ante la 
jurisdicción social, el Juzgado de lo Social dictó sentencia el 13 de diciembre de 2001 
desestimando la demanda planteada por carecer de acción la demandante, toda vez que 
el Juzgado entiende que no ha existido despido alguno, sino meramente una terminación 
del contrato suscrito el 1 de septiembre de 2000 por vencimiento del plazo de vigencia 
pactado en dicho contrato, esto es, una extinción de contrato de trabajo por expiración 
del tiempo convenido [art. 49.1 c) de Estatuto de los Trabajadores]. 
Ante dicha sentencia, la demandante presentó recurso de suplicación alegando 
que su no inclusión en la propuesta del Obispado para la contratación de profesores de 
religión católica para el próximo curso constituía un despido nulo por tener móvil 
discriminatorio (art. 55.5 ET), toda vez que la decisión del Obispado, basada 
exclusivamente en considerar que la recurrente no es idónea para impartir clases de 
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religión católica por haber contraído matrimonio civil, atenta contra el derecho a la 
igualdad y a no sufrir discriminación (art. 14 CE), y contra el derecho a la intimidad 
personal y familiar (art. 18.1 CE), sin que esa decisión del Obispado pueda escudarse en 
el derecho a la libertad religiosa (art. 16 CE) y en el Acuerdo entre el Estado español y 
la Santa Sede, para eludir el control jurisdiccional y el respeto a los derechos 
fundamentales de la trabajadora recurrente. 
No obstante, el TSJ de Almería
135
 confirmó íntegramente el pronunciamiento de 
instancia, razonando que el planteamiento del recurso resultaba contradictorio y ajeno a 
la pretensión ejercitada, en la que se solicitaba que se declarase la nulidad del despido, 
pues ni siquiera había existido despido en el caso enjuiciado. La relación de trabajo de 
los profesores de religión católica es objetivamente especial y de carácter temporal, para 
cada curso académico, por lo que la decisión del Ordinario diocesano de no proponer a 
la recurrente para el siguiente curso escolar determinaba la extinción de su contrato 
laboral al expirar el plazo anual del contrato que tenía suscrito con la Administración 
educativa. Ante esta situación, la recurrente presentó demanda de amparo ante el 
Tribunal Constitucional, cuyo contenido analizaremos y el cuál es rebatido por el 
Abogado del Estado en su informe de alegaciones. 
El Abogado del Estado planteó que, conforme al artículo III del Acuerdo entre el 
Estado español y la Santa Sede de 3 de enero de 1979, sobre Enseñanza y Asuntos 
Culturales, la Administración educativa española sólo puede admitir como profesores de 
religión y moral católica a quienes sean propuestos por el Ordinario diocesano por 
contar con una missio canonica, plasmada formalmente en la concesión de la 
Declaración Eclesiástica de Idoneidad. Al traer a juicio el acto de la Administración 
educativa por la que no se nombra al profesor, el órgano judicial español puede entrar a 
examinar si la decisión del Ordinario se encuentra realmente protegida por la libertad 
religiosa. Si en el proceso laboral queda probado que la decisión episcopal no se basa en 
motivos religiosos o morales, sino que responde a un móvil no religioso, el órgano 
judicial puede y debe tutelar el derecho del trabajador.  
En este caso y tal como hiciera en su informe de alegaciones en el primer caso 
analizado de 2007, el Abogado del Estado entiende que no ha existido vulneración del 
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derecho a no sufrir trato discriminatorio por sus circunstancias personales (art. 14 CE), 
pues no cabe sostener que sea discriminatorio requerir la DEI para ser profesor de 
religión católica o exigir que se ajuste a la recta doctrina y la moral católicas quien debe 
enseñar la primera y transmitir la segunda, pues el ejemplo de coherencia personal es de 
innegable importancia para que la enseñanza de cualquier religión merezca ese nombre. 
Y tampoco ha existido vulneración del derecho a la intimidad personal y familiar (art. 
18.1 CE), debido a que la libertad de elegir el matrimonio civil frente al matrimonio 
canónico pertenece a la esfera de lo público y que su protección constitucional se 
encuentra en el art. 32 CE, siendo artificiosa la pretensión de la recurrente de situar la 
cuestión en el ámbito del artículo 18.1 CE. 
Subraya, además, que desde la perspectiva del ordenamiento canónico cabe 
perfectamente entender que el católico que contrae matrimonio civil no da testimonio de 
vida cristiana, dada la inseparabilidad entre contrato y sacramento, por lo que existiría 
en tal caso una razón religiosa o moral en el sentido del canon 805, y amparada en la 
libertad religiosa (art. 16.1 CE), para no proponer el Ordinario diocesano para el 
siguiente curso escolar al profesor de religión católica que contrae matrimonio 
civilmente, como ocurre en el caso de la recurrente. 
3.3.2.- Fundamentos jurídicos  
a) El derecho a contraer matrimonio  
En esta sentencia, el TC realiza un recorrido por la normativa española e 
internacional sobre el reconocimiento del derecho a contraer matrimonio así como por 
diversas sentencias del TEDH que conecta este derecho con el derecho al respeto a la 
vida privada y familiar. Todo ello para determinar que el hombre y la mujer tienen 
derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica y a fundar una familia, 
siendo el ejercicio de este derecho, un derecho fundamental que plantea consecuencias 
sociales, personales y legales. Entiende, además, que el ejercicio de este derecho está 
sujeto a las legislaciones nacionales de los Estados pero las limitaciones en ellas 
introducidas no deben restringir o reducir el derecho de tal manera o hasta tal punto que 
perjudiquen la esencia del derecho
136
.  
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Dicho planteamiento sirve de base para estudiar que lo que se discute en la 
sentencia no es que la demandante haya podido ejercer libremente su ius connubii, sino 
el que la reacción del Obispado de Almería al ejercicio por parte de la demandante de su 
derecho a contraer matrimonio con la persona elegida puede entenderse lesiva de los 
derechos fundamentales de aquélla. Se examina, por tanto, si aquella decisión está 
amparada por el derecho de libertad religiosa en relación con la neutralidad del Estado 
(arts. 16.1 y 16.3 CE), o si vulnera los derechos de la demandante (arts. 16.1, 32, 14 y 
18.1 CE)
137
.  
b) Derecho a la intimidad 
Tras la exposición sobre el ejercicio del derecho a contraer matrimonio que 
ninguna de las partes, así como ninguna de las sentencias impugnadas ha puesto en 
duda, el Tribunal se refiere al derecho a la intimidad
138
, dispuesto en el artículo 18.1 de 
la CE, como un derecho fundamental estrictamente vinculado a la propia personalidad y 
que deriva, sin ningún género de dudas, de la dignidad de la persona que el artículo 10.1 
de la CE reconoce. 
c) Derecho de igualdad 
Respecto al derecho a la igualdad, para el TC, es doctrina consolidada “que la 
virtualidad del artículo 14 CE no se agota en la cláusula general de igualdad con la que 
se inicia su contenido, sino que a continuación el precepto constitucional se refiere a la 
prohibición de una serie de motivos o razones concretos de discriminación, lo que no 
implica el establecimiento de una lista cerrada de supuestos de discriminación pero sí 
representa una explícita interdicción de determinadas diferencias históricamente muy 
arraigadas y que han situado, tanto por la acción de los poderes públicos como por la 
práctica social, a sectores de la población en posiciones, no sólo desventajosas, sino 
contrarias a la dignidad de la persona que reconoce el artículo 10.1 CE”139.  
Tras esta fundamentación no se añade nada más al respecto, ni se ajusta a los 
hechos objeto de enjuiciamiento. 
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d) La Administración no es una empresa de tendencia 
En este caso, también el Tribunal hará suya la afirmación, ya apuntada en las 
precedentes sentencias analizadas, de que la Administración no es una empresa de 
tendencia y que en “la contratación de los profesores de religión las Administraciones 
públicas no desarrollan tendencia ni ideario ideológico alguno, sino que ejecutan la 
cooperación con las Iglesias en materia de enseñanza religiosa en los términos 
establecidos en los acuerdos que la regulan y en las normas que la desarrollan”140.  
Como tiene dicho el propio TC desde 1981
141
, el principio de neutralidad estatal 
no impide el establecimiento en la enseñanza pública de materias de contenido 
ideológico o religioso de seguimiento libre
142
 y, por tanto, “la exigencia de la idoneidad 
eclesiástica como requisito de capacidad para el acceso a los puestos de trabajo de 
profesor de religión y moral católicas en los centros de enseñanza pública tampoco 
vulnera el principio de interdicción de la arbitrariedad (art. 9.3 CE), toda vez que esa 
exigencia responde a una justificación objetiva y razonable coherente con los principios 
de aconfesionalidad y neutralidad religiosa del Estado”143. 
e) Control jurisdiccional de las decisiones eclesiásticas 
En este caso, el TC critica la afirmación del Tribunal de instancia que afirma que 
las propuestas de los profesores realizadas por el Ordinario del lugar a la 
Administración educativa no están sometidas a control alguno por parte del Estado 
pues, según expone la sentencia de instancia, la autoridad académica viene obligada a 
nombrar como profesores de religión y moral católicas a las personas propuestas por el 
Obispado, el cual tiene absoluta libertad para proponer en cada curso escolar a quien 
considere conveniente.  
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Como base a dicha crítica, el TC reproduce literalmente la doctrina expuesta en 
la STC 38/2007, de 15 de febrero (F.J. 7º) en la que dispone que los efectos civiles de 
una decisión eclesiástica no son inmunes a la tutela jurisdiccional de los órganos del 
Estado y, en concreto, “una vez garantizada la motivación estrictamente «religiosa» de 
la decisión, el órgano judicial habrá de ponderar los eventuales derechos fundamentales 
en conflicto a fin de determinar cuál sea la modulación que el derecho de libertad 
religiosa que se ejerce a través de la enseñanza de la religión en los centros escolares 
pueda ocasionar en los propios derechos fundamentales de los trabajadores en su 
relación de trabajo”144. 
Por todo ello, establece el TC que nada de lo establecido en el artículo III del 
Acuerdo sobre Enseñanza y Asuntos Culturales y en la Disposición Adicional Segunda 
de la LOGSE, en cuanto a que la designación de los profesores de religión debe recaer 
en personas previamente propuestas por el Ordinario diocesano (y que dicha propuesta 
esté basada en consideraciones de índole moral y religiosa), conlleva exclusión alguna 
de la potestad jurisdiccional de los Jueces y Tribunales españoles, de conformidad con 
los artículos 24.1 y 117.3 CE, en relación con el principio de aconfesionalidad del 
Estado (art. 16.3 CE)
145
. 
El TC también reprueba la premisa del TSJ de Almería que establece que son 
extrañas a la pretensión de nulidad de despido, las cuestiones suscitadas por la 
recurrente acerca de si la propuesta del Obispado de Almería contraria a la renovación 
del contrato como profesora de religión por haber contraído matrimonio civil es 
susceptible de control jurisdiccional y si dicha propuesta del Obispado vulneró sus 
derechos fundamentales. 
En consecuencia, el Tribunal Constitucional dispone que no se han ponderado 
los derechos fundamentales concurrentes, ya que las sentencias impugnadas se han 
limitado a enjuiciar el conflicto desde una perspectiva de estricta legalidad, es decir, 
únicamente han entrado a valorar la actuación de la Administración educativa, 
desestimando la pretensión de que se declarase como despido nulo la no renovación del 
contrato de la profesora de religión, por considerar que carece de acción, toda vez que 
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los órganos judiciales han entendido que no ha existido despido, sino meramente una 
extinción de contrato de trabajo temporal por expiración del tiempo convenido, como 
consecuencia de una decisión del Ordinario diocesano, vinculante para la 
Administración educativa y no susceptible de control jurisdiccional
146
. 
f) Los órganos judiciales no han analizado los motivos aducidos para 
sustentar la inidoneidad sobrevenida de la demandante 
En este caso, el TC afirma que los órganos judiciales no han analizado si la falta 
de propuesta por parte del Obispado de Almería responde o no a criterios de índole 
religiosa o moral determinantes de la inidoneidad sobrevenida de la demandante. 
Asimismo han renunciado (para el caso de que hubiesen apreciado que concurre 
efectivamente una motivación estrictamente «religiosa» en la decisión de la autoridad 
eclesiástica) a ponderar los eventuales derechos fundamentales en conflicto, a fin de 
determinar cuál sea la modulación que el derecho de libertad religiosa que se ejerce a 
través de la enseñanza de la religión en los centros escolares pueda ocasionar en los 
propios derechos fundamentales de los trabajadores en su relación de trabajo. Si bien 
reconoce el propio Tribunal que los órganos judiciales no pudieron tener en cuenta la 
doctrina sentada en la citada STC 38/2007, al ser ésta posterior al dictamen de las 
sentencias impugnadas en este proceso constitucional
147
. 
El Tribunal Constitucional sí que entra al fondo de la cuestión y determina que 
“la decisión del Obispado de Almería de no proponer a la demandante como profesora 
de religión y moral católicas para el curso 2001/2002 responde a una razón cuya 
caracterización como de índole religiosa y moral no puede ser negada, la cual, a juicio 
de la autoridad eclesiástica, resulta determinante de su falta de idoneidad para impartir 
dicha enseñanza, como consecuencia de la discordancia de la conducta de la 
demandante de amparo con los postulados definitorios del credo religioso de la Iglesia 
católica en relación con el matrimonio”148, ya que “corresponde a las autoridades 
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religiosas en virtud del derecho de libertad religiosa y del principio de neutralidad 
religiosa del Estado la definición del propio credo religioso, así como el concreto juicio 
de idoneidad sobre las personas que han de impartir la enseñanza de dicho credo”149. 
Sentado lo precedente, el TC encuentra que “la renuncia por parte de los órganos 
judiciales a realizar la debida y requerida ponderación entre los derechos fundamentales 
en conflicto de los profesores de religión con el derecho de libertad religiosa de la 
autoridad eclesiástica, o una ponderación inadecuada a las circunstancias del caso, 
supone per se una vulneración de aquellos derechos. Tal acontece en el presente caso, 
pues, las Sentencias impugnadas en amparo niegan la posibilidad de control 
jurisdiccional de la decisión de la autoridad eclesiástica, y eluden en consecuencia, la 
ponderación de los derechos fundamentales de la demandante
150
 con el derecho a la 
libertad religiosa el Obispado de Almería
151
. 
g) ¿A quién corresponde el juicio de idoneidad? 
En idéntica sintonía con la STC 38/2007, de 15 de febrero, en esta sentencia el 
TC establece que no se vulnera el principio de interdicción de la arbitrariedad (art. 9.3 
CE) ante la exigencia de la idoneidad eclesiástica como requisito de capacidad para el 
acceso a los puestos de trabajo de profesor de religión en los colegios públicos, “toda 
vez que esa exigencia responde a una justificación objetiva y razonable coherente con 
los principios de aconfesionalidad y neutralidad religiosa del Estado”152. 
Asimismo, el Tribunal hace suya la doctrina asentada precedentemente en la 
citada STC 38/2007, acerca de la laicidad positiva del Estado
153
 y del derecho 
correspondiente a las Iglesias para definir su propio credo derivándose, por tanto, que 
corresponde a las confesiones religiosas la competencia para el juicio sobre la idoneidad 
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de las personas que hayan de impartir la enseñanza de su respectivo credo
154
, al amparo 
de la libertad religiosa de las confesiones (art. 16.1 CE).  
A la luz de esta doctrina, el TC llegará a la conclusión de que “no existe dato 
alguno que permita afirmar que en este caso la no propuesta de la demandante de 
amparo como profesora de religión y moral católicas se haya debido a motivos o 
criterios ajenos al derecho fundamental de libertad religiosa de la Iglesia católica”155. 
He aquí que tras realizar estas afirmaciones, el TC modifica el criterio 
establecido en las sentencias analizadas y sostendrá que la razón aducida por el 
Obispado para justificar su decisión de no proponer a la demandante como profesora de 
religión y moral católicas para el siguiente curso, es decir, haber contraído matrimonio 
civil con persona divorciada, “no guarda relación con la actividad docente desempeñada 
de la demandante, pues no afecta a sus conocimientos dogmáticos o a sus aptitudes 
pedagógicas, sino que se fundamenta, en un criterio de índole religiosa o moral, en 
cuanto el Obispado de Almería considera que la decisión de la demandante de contraer 
matrimonio en forma civil puede afectar al ejemplo y testimonio personal de vida 
cristiana que le es exigible según la doctrina católica respecto del matrimonio. Sin 
embargo, este criterio religioso no puede prevalecer, por sí mismo, sobre los derechos 
fundamentales de la demandante en su relación laboral como profesora de religión y 
moral católica, (…) pues esa decisión eclesial no puede prevalecer sobre el derecho de 
la demandante a elegir libremente (dentro del respeto a las reglas de orden público 
interno español) su estado civil y la persona con la que desea contraer matrimonio, lo 
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que constituye una opción estrechamente vinculada al libre desarrollo de la personalidad 
y a la dignidad humana”156.  
Hemos de notar, que “la circunstancia personal de la recurrente en el caso no 
sólo resulta relevante para el trabajo que pretende ejercer, sino que a efectos de 
considerarla capaz para el puesto es tan importante o más que la titulación que acredite 
sus conocimientos teóricos”157. Sin embargo, el TC se extiende con argumentos que 
pretenden restar trascendencia al hecho de que la profesora de religión se haya casado 
por vía civil con un divorciado, haciendo su propia valoración sobre los efectos y la 
trascendencia moral que ello ha de tener para la comunidad católica, suplantando así, el 
lugar de quien debe juzgar lo que puede o no tener una repercusión moralmente 
negativa entre la comunidad católica, que no es otra instancia que la jerarquía de la 
Iglesia católica
158
. 
Para el TC, la falta de coherencia con la doctrina católica respecto al matrimonio 
no es suficiente para constatar la inidoneidad de la profesora, porque “en sus enseñanzas 
como profesora de religión y moral católicas no ha incurrido en la más mínima 
desviación de los contenidos de tales enseñanzas establecidos por la Iglesia católica (lo 
que excluye, a su vez, cualquier posible afectación del derecho de los padres a la 
educación religiosa de sus hijos que garantiza el art. 27.3 CE)”159. Olvida el TC, lo que 
en esta misma sentencia (F.J. 3º) indica acerca de que “el testimonio personal 
constituy(e) para la comunidad religiosa un componente definitorio de su credo, hasta el 
punto de ser determinante de la aptitud o cualificación para la docencia, entendida en 
último término, sobre todo, como vía e instrumento para la transmisión de determinados 
valores”. 
Cabe señalar ante este “olvido”, que la enseñanza de la religión no consiste en la 
mera transmisión de un bagaje cultural sino que la transmisión del Mensaje y 
acontecimiento cristiano lleva consigo, junto con un contenido teórico fiel al Magisterio 
de la Iglesia, una experiencia de vida por parte del docente, y ambos aspectos están 
inseparablemente unidos, es decir, que el docente enseña con su palabra, con su vida y 
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con su ejemplo personal
160
, de lo que se deriva que, cuando un padre elige para su hijo 
la enseñanza de la religión católica confía en que se le impartirá una enseñanza 
coherente con la doctrina cristiana, lo que implica que el profesor debe tener autoridad 
moral y esto exige vivir lo que se enseña
161
.  
Además, para el TC, la falta de coherencia de la demandante con la doctrina 
católica sobre el matrimonio “lo es en relación con una decisión tomada por ésta en el 
legítimo ejercicio de su derecho a contraer matrimonio, derecho que implica la 
consiguiente libertad de elección del cónyuge”162. Siguiendo esta tesis podríamos llegar 
a concluir, como apunta el profesor LÓPEZ-SIDRO LÓPEZ
163
 que, teniendo en cuenta 
que a día de hoy, es un derecho reconocido en la normativa española y avalado por el 
propio TC el matrimonio entre personas del mismo sexo
164
, una confesión religiosa 
(católica, judía, musulmana, protestante) estaría obligada a aceptar como idóneo a un 
candidato a profesor de religión que hubiera ejercido legítimamente su derecho a 
contraer matrimonio, eligiendo como cónyuge a otra persona homosexual, aunque dicha 
unión sea totalmente contraria a la doctrina religiosa de cada una de las confesiones 
religiosas.  
El profesor NAVARRO-VALLS plantea otro posible conflicto en caso de que el 
criterio basado en razones estrictamente religiosas no sea suficiente para otorgar la DEI: 
“Si el criterio del Obispado no puede prevalecer sobre los derechos de la demandante, 
entonces no sería descabellada la hipótesis de que si un profesor de religión católica 
cambiara de religión o abandonara la católica, y fuera declarado en consecuencia 
inidóneo, la administración educativa tendría que contratarle irremediablemente. En 
efecto, la inidoneidad vulneraría en este caso el derecho del profesor a cambiar de 
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religión o creencia o la de no tener ninguna religión, derecho reconocido por la 
Constitución. En definitiva, una interpretación rígida constitucional desarbola de un 
plumazo el sistema acordado para designar profesores de religión convirtiéndolo en 
papel mojado” 165. 
Siguiendo esta línea, OTADUY expone que “el dato de que una conducta se 
encuentre despenalizada o incluso legalizada —la práctica del aborto o el matrimonio 
entre personas del mismo sexo, por ejemplo— no es factor determinante de su recepción 
ilimitada en todos los ámbitos de la vida social”166. Cabe recordar a este respecto que 
“la autonomía interna de una confesión puede dar lugar a situaciones que denotan una 
interpretación o lectura diferente de los derechos humanos a la que realizan los 
ordenamientos seculares, sin constituir una violación de tales derechos”167, siendo esto 
mismo lo que ocurre con la posición de la Iglesia católica frente a los requisitos que 
deben reunir los cónyuges para contraer canónicamente matrimonio.  
De este modo, en nuestro caso concreto, el Tribunal Constitucional, aún 
reconociendo el derecho que asiste al Obispado de Almería para no proponer a la 
demandante como profesora para el nuevo curso escolar y el legítimo uso que ha hecho 
de éste, entra a valorar si la situación canónica de la demandante afecta o no al ejemplo 
y testimonio de vida cristiana, erigiéndose así, el TC, en juzgador de qué 
comportamientos deben ser tolerados por el Derecho canónico y cuáles no. 
h) El fallo de la sentencia 
Finalmente, el TC anula las anteriores decisiones judiciales, otorgando amparo a 
la profesora y, en consecuencia, reconoce sus derechos a no sufrir discriminación por 
razón de sus circunstancias personales, a la libertad ideológica en conexión con el 
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derecho a contraer matrimonio en la forma legalmente establecida y a la intimidad 
personal y familiar. Por ello, ordena retrotraer las actuaciones al momento anterior a 
dictarse la sentencia del Juzgado de lo Social Nº 3 de Almería, para que sea dictada otra 
nueva en la que, “partiendo inexcusablemente de la ponderación (y de su resultado) 
entre los derechos fundamentales en conflicto que acaba de establecerse en la presente 
sentencia de acuerdo con la doctrina sentada en la STC 38/2007, resuelva sobre la 
decisión de no renovar el contrato de la demandante de amparo como profesora de 
religión y moral católicas para el curso 2001/2002”168. 
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4.- LA AUTONOMÍA DE LAS CONFESIONES 
RELIGIOSAS EN LA JURISPRUDENCIA DEL 
TEDH 
En los últimos tiempos, el TEDH ha realizado un giro en su doctrina 
jurisprudencial en relación a asuntos cuyos hechos tienen características muy similares 
entre sí, y en los que los derechos en conflicto basculan entre los derechos del trabajador 
y el respeto a su vida privada y su libertad de creencias de un lado, y la autonomía de las 
confesiones religiosas de otro; en concreto, la libertad de éstas a elegir a los candidatos 
que estimen más aptos para enseñar su doctrina o realizar distintas tareas dentro de la 
comunidad religiosa. 
Las dos sentencias del TEDH que estudiaremos en este punto son las sentencias, 
Schuth c. Alemania
169
 y Obst c. Alemania
170
, ambas de 23 de septiembre de 2010. 
4.1.- EL ASUNTO OBST C. ALEMANIA 
4.1.1. Antecedentes de hecho 
Respecto a los antecedentes de hecho, en este asunto se plantea un conflicto 
entre el respeto del trabajador a su derecho a la vida privada y familiar recogido en el 
artículo 8 del CEDH y el derecho de la Iglesia mormona a la autonomía religiosa frente 
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a la injerencia injustificada de la autoridad pública nacida de la relación de los artículos 
9 y 11 del CEDH.  
Los hechos sometidos a examen se refieren al despido a causa de una infidelidad 
conyugal del demandante, quien fue contratado por la Iglesia mormona en Alemania 
como director para Europa del departamento de relaciones públicas. El actor fue 
contratado en 1986 quedando estipulado en su contrato que el empleado conocía los 
principios esenciales de la Iglesia y que, a su vez, debía abstenerse de realizar cualquier 
conducta que pudiera perjudicar la reputación de la Iglesia. En caso de no cumplirse 
estas pautas, según el contrato, el empleador estaría facultado para pronunciar el 
despido sin preaviso. Tras cinco años de trabajo como director, el demandante acudió a 
su director espiritual para confesarle la relación extramatrimonial que estaba 
manteniendo y éste le insta a que se lo comunique a su superior jerárquico. Una vez 
mantenida dicha conversación con el superior jerárquico, se produce el despido sin 
preaviso y se excomulga al demandante.   
En 1995, el Tribunal del Trabajo de primera instancia de Francfort Sur Le Main 
dicta sentencia anulando el despido debido a que la exclusión de un miembro de la 
Iglesia mormona se debe realizar si la persona no se arrepiente del mal cometido, lo cual 
no se daba en este caso ya que el demandante había solicitado asistencia pastoral para 
reconstruir su matrimonio y, por tanto, según el Tribunal, el despido fue una sanción 
desproporcionada
171
. 
En 1996, el Tribunal de Apelación desestimó el recurso interpuesto por la Iglesia 
mormona al considerar que el despido era contrario a las buenas costumbres y que se 
basaba en datos que habían sido confiados a un tercero que estaba obligado a guardar 
secreto por razón de su función pastoral dentro de la Iglesia mormona
172
.   
Por su parte, el Tribunal Federal del Trabajo, el 24 de abril de 1997 revocó la 
sentencia del Tribunal de Apelación y le remitió de nuevo el caso. Según esta sentencia, 
el despido no era contrario a las buenas costumbres, siendo el demandante quien, con su 
conducta, violó sus obligaciones, en virtud del párrafo 10 de su contrato de trabajo
173
. 
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Establece que la Iglesia mormona, por ser una sociedad religiosa en el sentido del 
artículo 137.3 de la Constitución de Weimar, tiene el derecho garantizado por la Ley 
Fundamental para regular sus asuntos de forma autónoma y, por tanto, una Iglesia 
podría, en interés de su propia credibilidad, requerir que los empleados observen los 
principios de sus enseñanzas dogmáticas y morales. El Tribunal Federal del Trabajo 
consideró que, en este caso, la Iglesia mormona tenía derecho a exigir al demandante el 
cumplimiento de la fidelidad conyugal
174
.  
Añade esta sentencia, que la jurisdicción laboral sólo debe valorar que las 
decisiones de las Iglesias no entren en contradicción con los principios fundamentales 
del ordenamiento jurídico, incluyendo la prohibición general de arbitrariedad y los 
conceptos de «moral» y «orden público»
175
. Es por ello que la valoración del deber de 
secreto profesional que había realizado el Tribunal de Apelación no tiene cabida en esta 
jurisdicción, además de que el trabajador había decidido libremente y por razones de 
conciencia para resolver sus problemas de culpa, confesar su relación extramatrimonial 
a un tercero, el cual no ejercía en calidad de director espiritual
176
. 
El Tribunal Federal del Trabajo también señaló que el despido era necesario para 
preservar la credibilidad de la Iglesia mormona, puesto que el demandante era director 
de relaciones públicas de la Iglesia para Europa y responsable de apoyar, capacitar y 
motivar a 170 colaboradores
177
. Ante dichos colaboradores el demandante tenía la 
obligación de procurar la comprensión verdadera de los principios fundamentales de la 
Iglesia mormona. En consecuencia, ocupando éste la posición expuesta, la enseñanza de 
la fidelidad conyugal y de la fe de la Iglesia mormona como principio fundamental es 
difícil de mostrar si él mismo no respeta los principios religiosos que predica, teniendo 
en cuenta, además, que el hecho de que el adulterio no se hubiera hecho público hasta el 
momento de las entrevistas no modificaba la situación
178
. Por último, el Tribunal 
Federal dispone que las partes debían tener la oportunidad de presentar observaciones 
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respecto a la recalificación del despido sin previo aviso, a un despido con aviso
179
, para 
no perder así, ninguna oportunidad procesal.  
El 26 de enero de 1998, será el Tribunal de Apelación quien establecerá, 
aplicando el razonamiento del Tribunal Federal del Trabajo en cuanto a la calificación 
de adulterio como una infracción grave y a la naturaleza de las funciones del 
demandante, que el perjuicio resultante del despido no es desproporcionado al tener en 
cuenta la edad del trabajador en el momento del despido (34 años) y la antigüedad en el 
empleo (siete años)
180
. En relación a la necesidad del preaviso, el Tribunal de Apelación 
consideró que la Iglesia mormona temía una pérdida de credibilidad si la persona misma 
que representa sus intereses en toda Europa no respetaba las prescripciones religiosas
181
.  
De nuevo la causa llegó al Tribunal Federal del Trabajo en diciembre de 1998,  
éste rechazó la admisión a trámite del recurso de apelación presentado por el señor 
Obst, al considerar que no había divergencia con su propia doctrina jurisprudencial. El 
27 de junio de 2002, el Tribunal Federal tampoco aceptó el recurso de 
inconstitucionalidad del demandante. 
Una vez agotada toda la vía jurisdiccional alemana, el actor presentó la oportuna 
demanda ante el TEDH por entender que su derecho a la vida privada y familiar había 
sido vulnerado mediante el despido por parte de la Iglesia mormona. En dicha demanda 
se alega que el respeto al derecho a la vida privada del demandante y el respeto a su 
esfera íntima no había sido revisado por los Tribunales de Trabajo. Asimismo, se afirma 
que el derecho de las Iglesias para resolver sus asuntos de forma autónoma, no puede 
significar la obligación para sus empleados a que respeten los preceptos más allá del 
ámbito profesional
182
. Además, se indica que el trabajador no había renunciado a su 
privacidad al firmar el contrato con la Iglesia y que no pudo eliminar la cláusula por la 
que se comprometía a respetar los principios fundamentales de la Iglesia mormona a la 
que iba a servir. Añade que cuando firmó el contrato en 1986, no pudo prever que un 
día se separaría de su esposa
183
.   
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Por su parte, la Iglesia mormona, como tercero interviniente, expone que el 
derecho a la autonomía de las comunidades religiosas para organizar libremente sus 
asuntos es esencial para el mantenimiento del pluralismo religioso en una sociedad 
democrática, lo que incluye que las Iglesias, como parte de su identidad, decidan qué 
preceptos son importantes para ellas, quedando la autoridad secular obligada a 
respetarlos
184
. Afirma la Iglesia también, que la prohibición del adulterio no es una regla 
cualquiera, sino que se coloca en el corazón mismo de las prescripciones religiosas de la 
Iglesia mormona
185
. 
4.1.2.- Fundamentación jurídica del TEDH 
El TEDH sostiene que, según el Tribunal Federal del Trabajo, el despido 
equivalía a una medida necesaria para preservar la credibilidad de la Iglesia Mormona, 
especialmente teniendo en cuenta la naturaleza del cargo que ocupaba el demandante y 
la importancia de la fidelidad conyugal dentro de la Iglesia
186
. A continuación, el TEDH 
dispone que el perjuicio por el despido del demandante fue limitado en atención a su 
edad, a su antigüedad en el empleo y el hecho de que, habiendo aumentado y 
desempeñado varias funciones en la Iglesia mormona, el demandante debía ser 
consciente de la gravedad de sus actos a los ojos de su empleador, más aun cuando no 
se había tratado de una sola desviación, sino de una relación extraconyugal en el 
tiempo
187
.  
El Tribunal considera que el demandante, al haber crecido en la Iglesia 
mormona, fue o debería haber sido consciente al firmar el contrato de trabajo que 
contenía la cláusula 10 relativa al compromiso de respetar los principios morales 
superiores de la Iglesia, de la importancia de la fidelidad conyugal y la incompatibilidad 
de la relación extramatrimonial con la debida lealtad hacia la Iglesia para la que 
trabajaba
188
. 
Como conclusión, el TEDH resuelve que la función laboral llevada a cabo por el 
trabajador es una tarea pastoral, en la que parte de su cometido laboral es la trasmisión 
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del mensaje y de las enseñanzas de la Iglesia mormona. Considera, además, que el 
demandante antes de firmar el contrato conocía la relevancia del comportamiento 
personal a la hora de ejecutar su tarea, ya que anteriormente había ocupado otros 
puestos de trabajo similares en la Iglesia, por tanto, debía conocer que dentro de la 
doctrina de la Iglesia mormona, uno de los principios morales fundamentales es el de 
fidelidad conyugal y, por consiguiente, debía actuar en consecuencia siguiendo una 
recta conducta a este respecto, además de que en su contrato laboral estaba incluida una 
cláusula que determina la observancia de los principios morales superiores de la Iglesia 
mormona.  
Como fallo de la sentencia, el TEDH dispone que no se ha producido una 
violación del derecho a la intimidad del demandante en los términos del artículo 8 del 
CEDH y, en atención fundamentalmente al derecho de las Iglesias a regular sus asuntos 
de manera autónoma y a proclamar sus propios principios morales y religiosos, el 
Tribunal entiende que compete exclusivamente a las Iglesias determinar las 
obligaciones de lealtad a las que se verán sometidos sus empleados. Por último recalca, 
que por la propia naturaleza del puesto de trabajo, la vulneración de los preceptos y 
valores religiosos por parte del director de relaciones públicas para Europa de la Iglesia 
mormona, menoscaba la credibilidad de la Iglesia cuya salvaguardia corresponde a las 
autoridades eclesiásticas.  
4.2.- EL ASUNTO SCHUTH C. ALEMANIA 
4.2.1.- Antecedentes de hecho 
En el caso Schuth c. Alemania los hechos que dieron lugar al conflicto, de forma 
sucinta, son los siguientes. A principios del año 1984, el señor Schuth firmó un contrato 
de trabajo como organista en una parroquia católica alemana, donde al año siguiente 
también ocuparía el puesto de jefe de coro. En dicho contrato quedaba estipulado el 
sometimiento del mismo a la reglamentación laboral y de remuneración de la Iglesia 
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católica y se añadía como causa de rescisión del contrato, una falta grave a los 
principios eclesiásticos
189
.  
Tras diez años de matrimonio del que nacieron dos hijos, el demandante se 
separó de su esposa y una vez hecha pública su separación, comenzó a vivir con otra 
mujer con la que tendría otro hijo. A la luz de estos hechos, el trabajador fue despedido 
por haber incumplido la obligación de lealtad a la que se había comprometido mediante 
su contrato laboral al haber mantenido una relación extraconyugal y haber tenido otro 
hijo con una mujer distinta a su esposa, contraviniendo con dicha conducta los 
principios fundamentales de las prescripciones religiosas y morales de la Iglesia católica 
en los que se basa el Reglamento Fundamental de la Iglesia Católica para los servicios 
eclesiales. 
El despido fue recurrido por el señor Schuth ante la jurisdicción social, 
declarando el Tribunal de Essen en primera instancia, que el demandante no estaba 
sometido a ninguna obligación de lealtad por cuanto el trabajador únicamente era 
colaborador y no ejercía funciones de enseñanza pastoral o catequética, estimando así, 
la demanda del actor. 
La parroquia presentó recurso de apelación ante el Tribunal de Dusseldorf, el 
cual fue rechazado al considerar que no se había probado que el responsable de la 
parroquia hubiera mantenido una entrevista personal con el trabajador, provocando con 
ello un error de procedimiento en el despido. 
Será el Tribunal Federal del Trabajo el que determine que hubo un error por 
parte del Tribunal de Apelación, al no haber apreciado que sí se llevó a cabo una 
entrevista personal con el trabajador
190
 para conminarle a que cesara en su relación 
extraconyugal. Asimismo, establece el Tribunal que no se han determinado cuáles son 
las disposiciones aplicables que determinen las obligaciones de lealtad frente a la Iglesia 
a las que está sometido el trabajador y afirma que cuando un empleador eclesiástico 
realiza contratos de trabajo, utiliza no sólo la libertad de contratar prevista en la 
legislación laboral del Estado, sino también la garantía institucional de la autonomía de 
                                                 
189
 Sobre esta cuestión, vid., G. MORENO BOTELLA, “Los difusos límites entre el deber de lealtad de 
los asalariados de entidades confesionales y la autonomía eclesial (dos decisiones del TEDH de 23 de 
septiembre de 2010, Obst y Schuth c. Alemania)”, en RGDCDEE 26 (2011), p. 13. 
190
 STEDH, Schuth c. Alemania, §19. 
74 
 
gestión de la que gozan las Iglesias
191
 que le permite regular sus asuntos de manera 
autónoma. Por tanto, es exclusivamente competencia de la Iglesia determinar sus 
principios morales y religiosos, siendo la santidad del matrimonio parte integrante de 
los principios básicos de los preceptos religiosos y morales de la Iglesia católica, por lo 
que en este caso entra en juego no sólo una relación y un contrato, sino también un 
sacramento
192
. 
Posteriormente, el Tribunal de Apelación de Dusseldorf admitió el recurso 
interpuesto por la parroquia. Como parte del procedimiento tuvo lugar la celebración de 
una vista ante dicho Tribunal, donde la prueba fundamental se realizó en torno a la 
declaración de los testigos, siendo estos, el demandante y el decano responsable de la 
parroquia. En dichas declaraciones, el demandante admitió que mantuvo una entrevista 
con el decano en la que le confirmó la relación extraconyugal que estaba manteniendo. 
El Tribunal afirmó que ante la posición inflexible del demandante en cuanto a la 
intención de continuar con su relación extramarital, una advertencia previa habría sido 
algo superfluo
193
.  
Sentadas estas bases, el Tribunal de Apelación consideró que la parroquia no 
podía seguir empleando al demandante sin perder toda su credibilidad en relación al 
carácter obligatorio de sus preceptos religiosos y morales debido a que, aún admitiendo 
que el demandante no se encontraba entre aquellos miembros del personal que estaban 
obligados por los deberes más elevados de lealtad en virtud del artículo 5.3 del 
Reglamento Fundamental
194
, su actividad está estrechamente relacionada con la misión 
evangelizadora de la Iglesia
195
. 
Tras ser rechazado el recurso de inconstitucionalidad presentado por el 
trabajador ante el Tribunal Federal alemán, en el año 2003 el mismo acudirá al TEDH 
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que dictará sentencia el 23 de septiembre de 2010. En la demanda presentada ante ete 
Tribunal, el demandante alega que los Tribunales alemanes han llevado a cabo una 
ponderación y evaluación insuficiente de los intereses en juego, al no haber examinado 
el respeto al derecho a la vida privada (art. 8 CEDH), en tanto en cuanto, afirma el 
demandante, no se cuestiona el derecho de las Iglesias para gestionar sus asuntos de 
manera autónoma, sino que la cuestión estriba en que ese derecho no puede llegar hasta 
el punto de obligar a sus empleados a observar los preceptos más allá del ámbito 
laboral
196
. Alega también que, además de que en ningún momento ha realizado 
públicamente manifestaciones en contra de los principios morales y religiosos de la 
Iglesia católica
197
, él no realiza funciones directas de pastoral siendo únicamente un 
simple colaborador. 
Acudirá también a la normativa europea, en concreto a la Directiva 78/2000/CE, 
de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco general para la 
igualdad de trato en el empleo y la ocupación, para sostener que ésta se refiere 
únicamente a la cuestión del nombramiento y no al despido después de muchos años de 
servicio
198
. 
Como última alegación a resaltar, el demandante sostiene, más allá de los hechos 
que habían provocado el despido, que debido a su formación como músico católico era 
difícil para él encontrar un empleo fuera de la Iglesia católica
199
. 
Por otra parte, el Gobierno alemán afirma que los Tribunales del Trabajo, en 
aplicación de las disposiciones legales en materia de despido, estaban legalmente 
obligados a tener en cuenta los principios establecidos por la Iglesia católica, debido a 
que pertenece a las Iglesias y a las comunidades religiosas, a través de su derecho a la 
autonomía, definir los deberes de lealtad que sus empleados tienen que observar con el 
fin de salvaguardar la credibilidad de dichas Iglesias y comunidades
200
. Sostiene 
además, que como limitación al alcance de los preceptos eclesiásticos se encuentran los 
principios generales de Derecho a los que están sometidos los órganos judiciales, por lo 
que corresponderá a los Tribunales determinar las causas lícitas del despido en 
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aplicación de las disposiciones legales relativas a la protección de los derechos del 
trabajador contra el mismo
201
. 
El Gobierno añadió que, si bien el despido constituía la sanción más grave en el 
Derecho laboral alemán, una medida menos severa como una advertencia, no hubiera 
sido apropiada en el presente caso ya que el demandante no podía ignorar que su 
empleador no toleraba su conducta. Resalta, también, que el demandante al firmar su 
contrato de trabajo de forma voluntaria, había consentido libremente la limitación de sus 
derechos, aceptando, por tanto, el riesgo de sanciones profesionales resultantes de una 
conducta determinada
202
. 
La Diócesis de Essen se adhiere a las alegaciones del Gobierno alemán 
señalando además, que la función especial de la música en la liturgia católica va más 
allá de tener un simple fondo estético. Alega que la elección de la persona responsable 
de la música, debido a su relación con la misión predicadora de la Iglesia, debe 
pertenecer  exclusivamente a la Iglesia católica, la cual decidirá quién es la persona apta 
para dicha tarea en función de sus propios criterios, incluidos los requisitos morales, 
quedando dicha potestad de elección amparada por la libertad religiosa de la Iglesia
203
. 
Lo contrario, afirma, supondría una injerencia en la autonomía de las confesiones 
religiosas, debido a que las mismas no podrían exigir a sus empleados el cumplimiento 
de determinados deberes cuya finalidad es la consecución de la misión específica de 
cada Iglesia
204
.  
4.2.2.- Fundamentación jurídica del TEDH 
Entrando de lleno en la fundamentación jurídica de la sentencia, el Tribunal 
dispone, en primer lugar, que el artículo 8 del CEDH, tiene como función negativa la de 
proteger al individuo contra las injerencias arbitrarias de los poderes públicos y como 
función positiva la de adoptar medidas para asegurar el respeto a la vida privada de los 
individuos, de tal modo, que el justo equilibrio entre ambas funciones debe buscarse en 
la ponderación entre el interés general y los intereses individuales
205
. El Tribunal 
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considera que Alemania ha cumplido con el deber de tutela judicial efectiva al adoptar 
un sistema de Tribunales laborales y un Tribunal Constitucional competente para revisar 
sus decisiones, ante los cuales el demandante ha podido presentar su caso
206
.   
Estima, además, que por parte de los Tribunales alemanes no se ha realizado un 
justo equilibrio entre los intereses de la Iglesia y el derecho del demandante al respeto 
de su vida privada y familiar, garantizado por el artículo 8 del Convenio, sino que, por 
parte del trabajador, únicamente se ha tenido en cuenta su interés en mantener su puesto 
de trabajo. Y a su vez, observa el Tribunal, que en el marco del sistema impositivo 
alemán, un empleado no puede ocultar a su empleador determinadas circunstancias 
personales, como por ejemplo, un divorcio o el nacimiento de un niño
207
. 
Según dispone la sentencia, el Tribunal de Apelación del Trabajo no examinó la 
relación entre la actividad del demandante y la misión evangelizadora de la Iglesia, 
habiendo valorado únicamente la opinión de ésta sin haber realizado un examen 
detallado en el que se ponderasen los intereses en juego, a saber, el derecho individual 
del demandante a su vida privada y familiar, por un lado, y de otro, el derecho colectivo 
que defiende la Diócesis
208
. Señala que, de acuerdo con los principios establecidos por 
el Tribunal Federal alemán, una Iglesia podrá exigir a sus empleados la observancia de 
ciertos principios fundamentales, lo cual, no quiere decir que el estatuto jurídico de sus 
empleados se clericalice o que la relación de trabajo basada en el Derecho civil adquiera 
un estatus especial eclesiástico que incluya al empleado y domine su vida privada al 
completo
209
. 
El Tribunal reconocerá también, que al firmar su contrato de trabajo, el 
demandante aceptó un deber de lealtad para con la Iglesia católica que limitó, en cierto 
grado, el derecho al respeto de su vida privada, añadiendo a continuación, que la firma 
del demandante en el contrato no se puede interpretar como un compromiso personal 
inequívoco de vivir una vida de abstinencia en caso de separación o divorcio
210
. Como 
hecho relevante se destaca en la sentencia que después de catorce años de servicio para 
la Iglesia, el demandante no ha desafiado las posiciones de la Iglesia católica sino que la 
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conducta cuestionada, el adulterio, concierne únicamente a la vida privada del 
trabajador
211
, siendo este hecho, la única causa del despido. 
Por último, haciendo suyo el alegato del demandante, el TEDH pone de 
manifiesto la especial importancia que se debe dar al hecho de que un empleado que ha 
sido despedido por una Iglesia, cuenta con pocas oportunidades de encontrar otro 
trabajo al tratarse de un sector laboral dominado por las dos Iglesias preponderantes en 
Alemania, la católica y la protestante
212
. 
Por todo ello, el TEDH da la razón al trabajador demandante y condena al 
Estado alemán por violación del artículo 8 del CEDH.  
Como punto relevante de esta sentencia podemos destacar que el TEDH entra a 
valorar el alcance de la función religiosa que tiene la tarea de organista para la misión 
de la Iglesia y en base a ese alcance determinará qué cualidades morales y religiosas 
debe tener o no quien lleve a cabo dicha tarea. En consecuencia, el Tribunal sostiene 
que la conducta llevada a cabo por el demandante, que implica una relación de adulterio 
y bigamia contraria a las prescripciones canónicas
213
, no es suficiente para amparar el 
despido de su puesto de trabajo. De este modo, se niega a la Iglesia el derecho a elegir a 
los candidatos más aptos para realizar tareas religiosas con el fin de contribuir a su 
misión evangelizadora, en base a determinadas cualidades personales y según el 
testimonio de vida que aporte cada uno de ellos. Dicha potestad de elección quedaría 
amparado tanto en la normativa interna alemana, con el reconocimiento del principio de 
autonomía de las Iglesias en el artículo 137.3 de la Constitución de Weimar
214
, como en 
la normativa europea según se establece en el artículo 4.1 de la Directiva 2000/78/CE 
del Consejo de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un marco 
general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación. 
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Junto a ello, podemos extraer que, según el Tribunal, a este trabajador no le 
compete el respeto a la obligación religiosa de fidelidad conyugal que él mismo, de 
forma voluntaria y libre e independientemente a su contrato de trabajo, decidió 
obligarse al casarse con su esposa por la Iglesia
215
. Únicamente corresponde a las 
Iglesias determinar qué actividades son las que se relacionan y tienen como finalidad la 
misión evangélica de su credo, al amparo de los artículos 9 y 11 del CEDH. Y, en este 
caso, el TEDH no ha tenido en cuenta que se trataba de una función religiosa estricta 
llevada a cabo de cara al público, es decir, ante los fieles que acudían a la Iglesia y que, 
por tanto, el fin que se procuraba con el despido era proteger la credibilidad de la Iglesia 
en el ejercicio de su derecho a la identidad como organización basada en unos dogmas y 
principios religiosos
216
. Así pues, el Tribunal ha entrado a valorar el alcance que debe 
tener una norma de carácter religioso para cada uno de los fieles, realizando una 
manifiesta injerencia en el derecho de autonomía de las confesiones religiosas al haber 
realizado un examen de la norma eclesiástica más allá del debido control jurisdiccional 
para  garantizar que dicha norma no sea contraria al ordenamiento jurídico vigente.  
4.3.- LA DISPARIDAD DE CRITERIOS DEL TEDH 
En los dos casos estudiados, el TEDH ha tenido que pronunciarse acerca del 
equilibrio que debe mantenerse entre el derecho a la vida privada y familiar, garantizado 
en el artículo 8 del CEDH y el derecho a la autonomía de las Iglesias, contemplado en la 
relación de los artículos 9 y 11 del CEDH. 
En concreto, de una parte de la balanza queda el derecho a la vida privada de los 
empleados laicos y su deber de lealtad para con la Iglesia contratante y, de otro, el 
alcance y los límites que para la relación laboral entre empleador (Iglesia) y empleados 
tiene la conducta de éstos cuando la misma va en contra de los principios y normas 
religiosas, siendo estas normas acordes y respetuosas con la normativa y valores 
constitucionales. Dicho de otro modo, el Tribunal ha de ponderar hasta donde alcanza la 
potestad de una confesión religiosa para despedir a un empleado que ha vulnerado 
alguna de las normas religiosas. 
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Así pues, nos encontramos ante una disparidad de criterios por parte del TEDH a 
la hora de resolver asuntos donde la naturaleza del conflicto es meramente religiosa.  La 
causa de los despidos, en ambos casos, es el incumplimiento del deber de lealtad y 
buena fe respecto a la Iglesia contratante debido a la vulneración de prescripciones 
religiosas donde la actuación de las diferentes Iglesias tiene como finalidad 
salvaguardar su credibilidad y su derecho a la propia identidad religiosa, siendo la 
autonomía confesional y el principio de laicidad estatal, la garantía de la que disponen 
las confesiones religiosas para salvaguardar dicha credibilidad ante sus fieles y ante 
cualquier tercero.  
Al amparo de esta garantía, las confesiones están legitimadas para establecer sus 
dogmas de fe, sus formas de expresión y la elección de los requisitos y capacidades que 
debe reunir una persona para desarrollar determinas funciones dentro del ámbito 
religioso. En consecuencia, la apreciación de las conductas que sean contrarias a las 
normas morales y religiosas corresponde únicamente a las confesiones religiosas, 
perteneciéndoles también el derecho a establecer las obligaciones de lealtad de sus 
empleados siempre y cuando éstas sean respetuosas con la normativa constitucional. 
Esta disparidad de criterios se produce una vez que el TEDH entra a valorar el 
alcance de una norma de carácter estrictamente religioso para ver quiénes por razón de 
su cargo o de su tarea más o menos importante dentro de la Iglesia —importancia 
también decretada por el propio Tribunal— estarán obligados a cumplirla o no. Por todo 
ello, considera que no es suficiente como causa de despido para un organista de una 
Iglesia católica el incumplimiento de una prescripción canónica como lo es la de 
fidelidad conyugal y, sin embargo, ésta sí será causa suficiente para el despido del 
director de relaciones públicas de la Iglesia mormona. 
Entiende el TEDH, que la función de organista no tiene relación directa con la 
misión evangelizadora de la Iglesia católica convirtiéndose, por tanto, el propio 
Tribunal, en juzgador de los fines y tareas a los que debe dedicarse la Iglesia, en la 
medida en que emite su dictamen acerca de la importancia que tiene la música dentro de 
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los actos litúrgicos con respecto al fin evangelizador de la Iglesia
217
. Este razonamiento 
va en contra de la propia doctrina sobre libertad religiosa y autonomía de las Iglesias, 
que tal y como los concibe el CEDH, el Estado queda excluido de toda apreciación 
sobre la legitimidad de las creencias religiosas y las modalidades de expresión
218
. De 
este modo, el Tribunal anula el derecho de la Iglesia a la libertad religiosa en su 
dimensión colectiva al denegarle el derecho a que sea ella quién elija al candidato más 
apto para desarrollar una labor religiosa durante los actos litúrgicos que se celebran ante 
los demás fieles. No se ha tenido en cuenta que los actos litúrgicos en los que el 
organista lleva a cabo su tarea, como por ejemplo y de forma especial durante la 
celebración de la Eucaristía, son manifestaciones fundamentales del credo religioso 
católico
219
 y que, en consecuencia, es a la Iglesia a quien corresponde, al amparo de la 
libertad religiosa tanto en su dimensión comunitaria como en su dimensión externa, 
determinar cuál es la importancia que debe darse a los diversos elementos que forman 
parte de los actos litúrgicos y quién está verdaderamente cualificado para llevarlos a 
cabo. 
Atendiendo a los hechos que motivan el pronunciamiento de estas sentencias,  
podemos observar que tales cambios jurisprudenciales se deben a que, aún teniendo en 
ambos casos como sustrato la vulneración de una norma de carácter religioso, en 
atención a la mayor o menor aceptación social de la conducta que provoca la 
vulneración de la norma religiosa, así terminará fallando el Tribunal, dando en unos 
casos preeminencia al derecho a la autonomía de las confesiones religiosas y en los 
otros no, es decir, que según cada caso la estricta aplicación del Derecho se ve 
absorbida por criterios establecidos por lo que PUPPINCK denomina, la “cultura 
occidental contemporánea”220. 
Curiosamente y como demostración de la influencia de factores externos a los 
meramente jurídicos a la hora de dictar sentencia, uno de los argumentos empleados por 
el Tribunal para apreciar la vulneración del derecho a la intimidad personal y familiar, 
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consiste en manifestar la dificultad que tendría el trabajador para volver a encontrar 
trabajo, puesto que en Alemania dicho sector laboral está dominado por las Iglesias 
católica y protestante. Siguiendo tales consideraciones vacías de fundamentación 
jurídica “se podría considerar que también vulnera el apuntado derecho cualquier 
decisión empresarial que ponga fin a una relación laboral en que un trabajador con 
cargas familiares tenga, por los motivos que sean, dificultad para acceder a un nuevo 
empleo”221. 
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5.- LA AUTONOMÍA DE LAS CONFESIONES 
RELIGIOSAS Y LOS PROFESORES EN LA 
JURISPRUDENCIA DEL TEDH 
En los casos que a continuación estudiaremos, Siebenhaar c. Alemania y 
Fernández Martínez c. España, veremos que en ambos casos, los demandantes son 
contratados por diferentes Iglesias para prestar sus servicios como profesores. En el 
primero de ellos, las funciones de la profesora demandante  se refieren a la educación 
general de los niños de una guardería de una Iglesia protestante mientras que en el 
asunto referido a España, el profesor tiene como labor, la enseñanza directa de la 
doctrina y la moral religiosa católica. 
En ambos supuestos, el TEDH tendrá que valorar el alcance de la autonomía de 
las confesiones religiosas frente a los derechos invocados por cada uno de los 
demandantes a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión y a no sufrir 
discriminación por ello. 
5.1.- EL ASUNTO SIEBENHAAR C. ALEMANIA 
5.1.1.- Fundamentos de hecho 
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El asunto Siebenhaar c. Alemania, de 3 de febrero de 2011
222
, sometido a la 
consideración del TEDH tiene como fundamento de hecho el despido extraordinario de 
una profesora que trabajaba en una guardería dirigida por una parroquia protestante. El 
despido tiene lugar a raíz de la conversión de la profesora y su participación activa en la 
Iglesia Universal. 
En el preámbulo del contrato de trabajo de la profesora, firmado en mayo de 
1997, constaba que “el servicio en la Iglesia y el diaconado queda determinado por la 
misión de anunciar el Evangelio mediante la palabra y las obras. Los colaboradores y 
los empleados ponen sus habilidades profesionales para servir a este objetivo y formar 
un servicio a la comunidad, independientemente de su cargo o de sus funciones 
profesionales. Sobre este fundamento se firma el contrato de trabajo. Además, el párrafo 
9 del contrato proporciona la posibilidad al empleador de despedir sin previo aviso por 
motivo importante”223. 
El 3 de diciembre de 1998, la Iglesia protestante fue informada por vía anónima 
de que la demandante era miembro de una comunidad llamada la “Iglesia Universal”, en 
la que se proponían cursos de iniciación impartidos por ésta
224
. Sobre esta cuestión, la 
demandante fue oída en presencia del Presidente del comité del personal el día 14 de 
diciembre de 1998. Al día siguiente, se efectuó un encuentro formal entre la interesada, 
los representantes de la Iglesia protestante y el comité del personal para examinar la 
situación. Dos días más tarde, la Iglesia protestante, después de haber recibido el 
acuerdo del comité del personal, pronunció el despido extraordinario de la demandante 
que se haría efectivo a partir del 1 de enero de 1999
225
. 
Tras el despido, durante el mismo mes de enero, la demandante presentó la 
oportuna demanda ante el Tribunal del Trabajo de Pforzheim al entender que el despido 
no se había ajustado al contrato firmado entre las partes
226
. Este Tribunal desestimó la 
solicitud de la demandante sobre la base de que había incumplido su deber de lealtad 
con la Iglesia protestante.  
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Para este Tribunal de instancia, el fallo constituye un modelo de despido 
extraordinario amparado en el artículo 626.1 del Código Civil alemán. Tomando el 
criterio establecido por la doctrina del Tribunal Federal alemán, señala que, según el 
contrato y la normativa aplicable de la Iglesia protestante, la demandante no disponía  
del derecho de pertenecer, ni de participar en una organización donde los principios, los 
objetivos o las actividades que se llevan a cabo son contrarios a la misión de la Iglesia 
protestante. Asimismo, el Tribunal estima que la Iglesia protestante tenía el derecho a 
imponer a sus empleados el deber de abstenerse de realizar actividades que pusieran  en 
duda su lealtad hacia ella y el deber de adoptar una conducta profesional y privada 
conforme a sus exigencias
227
. 
Tras el dictamen de la primera sentencia, la demandante recurrió en apelación 
ante el Tribunal de Apelación de Bade-Wurtemberg que estimará el citado recurso. Para 
ello, el Tribunal dispone que aún aprobando las conclusiones del Tribunal del Trabajo 
en cuanto a la existencia de una falta persistente de lealtad y en cuanto a la 
incompatibilidad de las enseñanzas y de los objetivos de la Iglesia Universal con los 
principios esenciales y el diseño apropiado de la Iglesia protestante, estas causas no 
autorizan un despido extraordinario, el cual, según las reglas de la Iglesia protestante, 
podía justificarse sólo por una falta importante a las obligaciones de lealtad que ponían 
gravemente en peligro la credibilidad del servicio eclesiástico. Consideró, por tanto, el 
Tribunal de Apelación, que se podía exigir a la Iglesia protestante que continuara 
empleando a la demandante hasta el vencimiento del plazo de aviso previo, previsto en 
caso de despido ordinario
228
. 
Finalmente dentro de la jurisdicción alemana, el 21 de febrero de 2001, el 
Tribunal Federal, como órgano constitucional revisor alemán, revocó la sentencia 
dictada por el Tribunal de Apelación. El Tribunal Federal afirmó que la demandante 
había escondido su pertenencia a la Iglesia Universal en el momento de su contratación. 
Consideró que se habría podido esperar de la demandante que hubiera informado sobre 
ello a la Iglesia protestante con el fin de prever soluciones en caso de eventuales 
conflictos de lealtad. Añadió que, para responder a la cuestión de saber si el despido 
extraordinario que había sido pronunciado era justificado o no había que reconocer una 
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importancia primordial al interés de la Iglesia protestante de permanecer creíble ante los 
ojos del público en general y, en particular, ante los padres de los niños que acudían al 
jardín de infancia
229
. 
5.1.2.- Fundamentación jurídica del TEDH 
Una vez agotada la vía judicial interna alemana, el caso fue presentado por la 
demandante ante el TEDH, alegando que el despido vulneraba los artículos 9 y 14 del 
CEDH. El Tribunal estudiará la ponderación que debe hacerse entre el derecho de la 
demandante a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión (art. 9 CEDH) y a 
a no sufrir discriminación por razón de su religión frente al derecho a la autonomía de 
las Iglesias, según se establece en el artículo 9 del CEDH en relación con el artículo 11 
del mismo. 
En este sentido, el Tribunal comienza su fundamentación jurídica, recordando 
que “las comunidades religiosas tradicional y universalmente existen en forma de 
estructuras organizadas y que, cuando la organización de una de estas comunidades se 
pone en tela de juicio, el artículo 9 debe interpretarse a la luz del artículo 11 del 
Convenio, que protege la vida asociativa contra toda interferencia injustificada del 
Estado. En efecto, la autonomía de las comunidades es indispensable para el pluralismo 
en una sociedad democrática; se encuentra en el corazón mismo de la protección del 
artículo 9 del CEDH. El Tribunal recuerda además, que salvo en casos muy 
excepcionales, el derecho a la libertad de religión, tal y como la entiende el Convenio, 
excluye toda apreciación por parte del Estado sobre la legitimidad de las creencias 
religiosas o sobre las modalidades de expresión de estas”230.  
Respecto a las obligaciones positivas en materia de jurisdicción laboral, el 
TEDH dispone que Alemania cumplió con ellas al implementar un sistema de 
Tribunales laborales y la competencia de un Tribunal Constitucional para revisar las 
decisiones de estos
231
. Además, en la sentencia se observa que los Tribunales alemanes 
se refirieron a la doctrina establecida por su Tribunal Federal. Particularmente 
recordaron que si la aplicación del derecho laboral estatal no tiene por resultado sustraer 
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las relaciones de trabajo del dominio de los asuntos propios de las Iglesias, el Juez del 
Trabajo debía respetar los principios fundamentales de las prescripciones religiosas y 
morales de los empleadores eclesiásticos sólo con la condición de que estas 
prescripciones tuvieran en cuenta las establecidas por las Iglesias constituidas y que no 
fueran contrarias a los principios fundamentales del ordenamiento jurídico
232
. 
Se recoge también que los Tribunales laborales apuntaron que bajo el contrato 
de trabajo y las normas que lo regulan, la demandante “no tenía el derecho a pertenecer 
ni a participar en una organización cuyos objetivos estaban en contradicción con la 
misión de la Iglesia protestante, la cual podía imponer a sus empleados que se 
abstuvieran de realizar actividades que hicieran dudar de su lealtad respecto a ella, y que 
adoptaran un comportamiento profesional y privado de acuerdo con sus exigencias”233. 
Finalmente, el TEDH afirma que los Tribunales del Trabajo han demostrado 
suficientemente que las obligaciones de lealtad impuestas por la Iglesia protestante eran 
aceptables ya que tenían la intención de preservar la credibilidad de la Iglesia en lo que 
respecta a la opinión pública y a los padres de los niños que asistían a la guardería
234
. 
Cabe resaltar, la referencia que hace el Tribunal a la Directiva 78/2000/CE, de 
27 de noviembre, acerca de la legitimidad de la exigencia de determinadas obligaciones 
profesionales impuestas por parte de la Iglesia a la demandante, derivadas del hecho de 
haber sido contratada por una Iglesia cuya ética, evidentemente, se basa en la 
religión
235
. Por ello, a juicio de CAÑAMARES, el fundamento para legitimar la 
posibilidad de discriminación en las relaciones jurídicas establecidas con particulares se 
encuentra en la autonomía religiosa de las confesiones
236
. 
El Tribunal resolvió de forma unánime, que el artículo 9 del Convenio no 
imponía en este caso al Estado alemán la obligación de ofrecer a la demandante una 
protección superior y, por tanto, declara la inexistencia de la violación del derecho a la 
libertad de pensamiento, de conciencia y de religión. De este modo, el TEDH reconoce 
el principio de autonomía de las confesiones religiosas que implica la prohibición de 
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toda intromisión no justificada por parte del Estado. Únicamente, el control de las 
autoridades públicas puede alcanzar a valorar si las decisiones adoptadas por las 
autoridades religiosas se ajustan al ordenamiento jurídico, ponderando en todos los 
casos los intereses de las partes en conflicto. Por último, se reafirma el deber de lealtad 
que debe cumplir un trabajador con su empleador, cuya ética se funda en una religión o 
creencia filosófica.  
5.2.-EL ASUNTO FERNÁNDEZ MARTÍNEZ C. ESPAÑA 
Los hechos que son sometidos al juicio del TEDH, son los abordados por el 
Tribunal Constitucional español en la STC 128/2007, de 4 de junio de 2007 y que han 
sido expuestos en el apartado 3.2 de este trabajo. El Tribunal tendrá que pronunciarse 
sobre la no renovación de un profesor de religión al haberle sido retirado el certificado 
de idoneidad requerido según la normativa vigente, teniendo como telón de fondo, el 
sistema de contratación de los profesores de religión en España y cuáles son los límites 
de la autonomía de las confesiones religiosas.  
Antes de abordar el fondo del asunto en el que el TEDH enmarca el proceso, 
hemos de resaltar la valoración que hace el Tribunal acerca de dos cuestiones extrañas 
al objeto del litigio planteadas por el demandante. La primera de ellas se refiere a la 
queja del actor por supuestamente haber sufrido discriminación al haber hecho pública 
su situación familiar, ya que, según su  entendimiento, dicha manifestación pública 
quedaría dentro de su derecho a la libertad de expresión
237
. La respuesta del Tribunal 
consiste en declarar que no ha lugar a examinar dicha cuestión al no plantearse bajo el 
enfoque del artículo 14 del CEDH
238
 (prohibición de discriminación), solo o en 
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combinación de los artículos 8 del CEDH (derecho al respeto a la vida privada y 
familiar) y 10 del CEDH (derecho a la libertad de expresión)
239
. 
La segunda cuestión suscitada por el demandante sugiere que se  ha vulnerado el 
artículo 6.1 del CEDH
240
, derecho a un proceso equitativo. En su demanda, el actor 
alega que debido a las creencias religiosas favorables a la Iglesia católica de dos de los 
magistrados del Tribunal Constitucional que dictaron la sentencia respecto de su caso, 
estos deberían haberse abstenido en su dictamen, incurriendo al no hacerlo, en una falta 
de imparcialidad de la cual no fue consciente hasta que leyó la sentencia
241
. 
El Tribunal señala que desde la admisión a trámite de su recurso, el demandante 
conocía la composición de la Sala y, por tanto, es ésta y no otra la fecha a partir de la 
cual podía haber impugnado la supuesta falta de imparcialidad
242
. Sin embargo, no 
presentó en su momento ninguna demanda de recusación, por lo que el Tribunal 
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constata que el interesado no utilizó todos los medios de los que disponía en el Derecho 
interno para impugnar la supuesta falta de imparcialidad
243
. 
5.2.1.- Determinación del objeto del litigio 
Para determinar el objeto del litigio, el Tribunal realiza unas observaciones 
preliminares, en las que dispone que la no renovación del contrato de trabajo tuvo su 
origen en la publicidad dada al estado civil del demandante y su modo de vida familiar. 
Partiendo de esta consideración, el Tribunal estudiará, por un lado, la supuesta violación 
del artículo 8 del CEDH, que garantiza el derecho al respeto a la vida privada y familiar, 
de forma independiente y, por otro lado, examinará los hechos bajo el prisma del 
artículo 14 del CEDH, aisladamente o en relación con los artículos 8 y 10 del CEDH, 
siendo este último precepto el garante de la libertad de expresión. 
5.2.2.- Tesis de las partes respecto a la supuesta violación del artículo 8 del 
CEDH 
El Gobierno español alega en síntesis que, en este caso, la aplicación del artículo 
8 del CEDH no entra en juego, al tratarse de un conflicto intra-eclesiástico, donde 
subyace una relación de confianza entre el Obispo y el demandante la cual se rompió 
por parte de éste, al hacer pública de forma voluntaria su situación personal y familiar 
en un periódico, en el que se hacía pública la participación del demandante en la reunión 
celebrada por el Movimiento Pro Celibato Opcional y además, se manifestaban diversas 
opiniones contrarias a la doctrina católica
244
.  
Asimismo, recuerda el Gobierno que de conformidad con los Acuerdos suscritos 
entre el Estado español y la Iglesia católica, la propuesta de los profesores de religión y 
moral católica en España pertenece al Obispo basándose en criterios estrictamente 
religiosos y morales debiendo el Estado adoptar una postura de neutralidad con el fin de 
respetar el derecho a la libertad religiosa colectiva, limitándose, por tanto, la 
intervención del Estado a comprobar el respeto de los derechos fundamentales
245
. 
El European Centre for Law and Justice, uno de los terceros intervinientes junto 
a la Conferencia Episcopal Española, considera que en este caso particular no se ha 
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producido una violación de los derechos invocados por el demandante y comparte la 
postura del Tribunal Constitucional español, según el cual, la decisión del Obispo no era 
ni discrecional, ya que no eludía completamente el control de los tribunales internos, ni 
arbitraria, puesto que las posibles intervenciones en los derechos del demandante 
estaban debidamente justificadas mediante el respeto, derivado del “ejercicio lícito del 
derecho fundamental de la Iglesia católica a la libertad religiosa en su dimensión 
colectiva o comunitaria (art. 16.1 CE), sobre el derecho de los padres a la educación 
religiosa de sus hijos (art. 27.3 CE)”246. 
Por su parte, el demandante estima que la causa de la no renovación de su 
contrato ha sido motivada por su condición de sacerdote casado
247
. Asimismo, considera 
que su pertenencia al Movimiento Pro-Celibato Opcional constituye una actividad 
legítima que pertenece a la esfera de su vida privada que no atenta contra los principios 
del dogma católico, ni entra en contradicción con su compromiso como profesor de 
religión. Es por ello, por lo que entiende que la intromisión en su vida privada llevada a 
cabo supuestamente por las autoridades eclesiásticas, no está legitimada
248
. Y respecto a 
la noción de «escándalo», alega que su situación personal era conocida tanto por el 
Obispado como por los padres de los alumnos y que ello nunca antes había sido 
obstáculo para la renovación del certificado de aptitud
249
.   
A continuación, el TEDH comienza con su apreciación del caso y la 
fundamentación jurídica. 
5.2.3.- El derecho al respeto a la vida privada y familiar  
El Tribunal, estudiará si es aplicable al caso el artículo 8 del CEDH que, como 
ya hemos indicado, garantiza el derecho al respeto a la vida privada y familiar de los 
ciudadanos.  
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Para abordar esta cuestión, además de las alegaciones de las partes indicadas en 
el apartado anterior, la sentencia recoge también otros argumentos de los terceros 
intervinientes —el European Centre for Law and Justice 250 y la Conferencia Episcopal 
Española —quienes recuerdan que queda bajo la responsabilidad del demandante la 
difusión de la información relativa a su vida, así como su exclusiva responsabilidad por 
haber tomado públicamente posición en contra de las enseñanzas de una religión que él 
mismo había aceptado impartir. Por ello, únicamente es esta toma de posición pública 
del demandante la que conviene examinar para saber si el artículo 8 del CEDH ha sido 
respetado
251
. 
Respecto a estos pronunciamientos públicos contrarios a la doctrina católica, 
cabe hacer cierta apreciación sobre la libertad del demandante. Tal y como ha señalado 
la jurisprudencia del TEDH
252 
es preciso distinguir entre los aspectos interno y externo 
de la libertad religiosa. El aspecto interno consiste en la libertad de creer, que 
comprende la libertad para elegir las propias creencias —religiosas o no— y la libertad 
para cambiar de religión
253
. En consecuencia, en caso de desacuerdo con la dogmática 
de una confesión religiosa, tanto los fieles como los religiosos que han adquirido 
libremente algún compromiso religioso, más aún, aquéllos que han aceptado una misión 
pastoral como lo es la enseñanza de la religión, tienen la facultad de abandonar la tarea 
religiosa encomendada en el ejercicio de su derecho a la libertad religiosa
254
. 
En segundo lugar, el aspecto externo de la libertad religiosa consiste en la 
libertad de actuar de acuerdo con la propia religión o creencia, siendo ésta una libertad 
relativa. De hecho, el artículo 9.2 del CEDH establece explícitamente que las 
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limitaciones en él mencionadas sólo son aplicables a la libertad de manifestar su 
religión o sus convicciones
255
, siendo uno de estos límites normativos la protección de 
los derechos y las libertades de los demás. De este modo, con el fin de respetar la 
libertad de pensamiento, de conciencia y de religión de otros miembros de la Iglesia que 
sí actúan de acuerdo con los principios y valores de la religión y así lo esperan de 
aquéllos que realizan tareas pastorales, la libertad de expresión de éstos queda bajo el 
marco del deber de lealtad hacia la Iglesia católica y sus principios, con el fin de evitar 
un posible escándalo dentro de la Iglesia
256
.  
Siguiendo con la argumentación de la sentencia, el TEDH delimita el alcance de 
lo que se entiende por «vida privada» en el ámbito laboral para valorar si es o no 
aplicable al caso el artículo 8 del CEDH
257
. Para ello, se remite a diferentes fallos 
judiciales dictados anteriormente por el mismo Tribunal.  
Así pues, establece en idénticos términos a los expresados en la sentencia del 
caso Bigaeva  c. Grecia
258
 que “no existe ninguna razón de principio para considerar 
que la «vida privada» excluye las actividades profesionales” teniendo en cuenta que “es 
en el marco laboral donde la mayoría de las personas tienen muchas, incluso el máximo 
de ocasiones para estrechar sus vínculos con el mundo exterior”259. Es por ello que el 
Tribunal considera que los hechos acaecidos entran en su esfera de protección en base a 
que la no renovación del contrato afecta a la posibilidad del demandante de ejercer su 
actividad profesional, a la vez que se ve afectado el disfrute de su derecho al respeto a la 
«vida privada»
260
. 
En consecuencia, el Tribunal presenta como cuestión litigiosa para resolver a la 
luz de este artículo, si el Estado español debía haber dado primacía al derecho del 
demandante a su vida privada, la cual hizo pública en un periódico regional español, o si 
el derecho preferente correspondía a la Iglesia católica, al no renovar el contrato de 
trabajo del profesor de religión tras la publicación del artículo de periódico donde el 
demandante expresaba su oposición respecto a distintos asuntos relacionados con la 
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doctrina católica, haciendo además pública su condición personal y familiar, resaltando 
que la dispensa no permitía al demandante impartir clases de religión salvo con expresa 
autorización del Obispo. 
5.2.4.- Autonomía doctrinal e institucional de las confesiones religiosas  
El TEDH, tal y como hiciera en el caso estudiado Siebenhaar c. Alemania, 
considera “que las comunidades religiosas existen tradicional y universalmente, bajo la 
forma de estructuras organizadas”261. Cuando la organización de tal comunidad se pone 
en tela de juicio, el artículo 9 del CEDH debe interpretarse bajo la luz del artículo 11 del 
mismo, de tal modo, que la autonomía de dichas comunidades, debe ser respetada para 
garantizar el pluralismo en una sociedad democrática
262
, predicándose dicha autonomía 
de las confesiones religiosas respecto a las autoridades civiles.  
La protección de esta autonomía, tiene su fundamento en “la dimensión 
espiritual de instituciones religiosas per se, instituciones religiosas que suelen tener en 
sí mismas un significado y un rol en la fe y en el ejercicio del culto”263. De forma 
concreta, respecto a la Iglesia católica, la existencia de la institución eclesiástica, su 
estructura y su funcionamiento sometido a las normas del Derecho canónico, condiciona 
la existencia de dicha religión
264
 y, por tanto, intervenir en contra del funcionamiento de 
la Iglesia, imponiendo por ejemplo los requisitos que debe reunir un candidato a 
profesor de religión o el comportamiento de éstos que la autoridad eclesiástica debe 
tolerar, atenta a la religión en sí misma
265
. 
Por ello, el Estado debe mantenerse al margen del funcionamiento interno de las 
religiones, absteniéndose de cualquier intervención arbitraria, tanto en favor de la 
libertad religiosa de la que gozan las confesiones religiosas como tales, como en favor 
del derecho a la libertad de religión de los miembros de éstas
266, por cuanto “si la 
organización de la vida de la comunidad no estuviera protegida por el artículo 9 del 
Convenio, los otros aspectos de la libertad de religión del individuo se fragilizarían”. 
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Además, el Tribunal de Estrasburgo recuerda que, salvo casos excepcionales, 
ningún Estado tiene autoridad para valorar la legitimidad de las creencias religiosas y 
sus formas de culto, las cuales entran dentro del ámbito de protección de la libertad de 
religión del artículo 9 del Convenio
267
. Esta apreciación cabe entenderla dentro del 
marco de la autonomía en la doctrina de la que gozan las confesiones religiosas y que 
está fundada sobre la libertad teológica de cada una de ellas. Esto implica que, en caso 
de conflicto interno en una Iglesia, el Estado debe permanecer neutral y no puede tomar 
posición, sobre todo, si se trata de un conflicto de naturaleza religiosa o teológica
268
.  
La dependencia que la Iglesia reclama de la enseñanza y educación religiosa 
católica que se lleva a cabo en las escuelas es la referida a los aspectos espirituales de la 
prestación profesional, es decir, a los contenidos de la enseñanza religiosa y a las 
orientaciones y modo de ejercicio de la docencia, en la medida en que son estos 
aspectos, los que garantizan la genuinidad católica
269
, la autenticidad del producto
270
. 
Y desde esta perspectiva, la reciente jurisprudencia del TEDH sigue la línea de 
la extinta Comisión, que establece que el artículo 9 CEDH, no protege el ejercicio de la 
libertad religiosa dentro de una Iglesia, es decir, que no protege la supuesta libertad de 
una persona para mantener una posición heterodoxa dentro de su Iglesia sino que la 
libertad religiosa individual queda suficientemente tutelada por el hecho de que una 
persona es libre para abandonar su comunidad religiosa en todo momento. De ahí que, 
en caso de conflicto entre una Iglesia y algunos de sus miembros, el artículo 9 CEDH no 
tutele ningún supuesto derecho de éstos a impugnar una decisión eclesiástica ante los 
tribunales civiles, pues sólo las autoridades eclesiásticas son competentes para resolver 
sus disputas internas
271
. 
Esta tesis es sostenida por el TEDH en el caso Ahtinen c. Finlandia
272
, en el que 
se afirma que la resolución judicial de cuestiones como la continuación del servicio de 
un sacerdote en una Iglesia sería contraria a los principios de autonomía e 
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independencia garantizados, entre otros, por la Carta de Derechos y Libertades 
Fundamentales. 
En este asunto sometido a su consideración, el Tribunal señala que la Iglesia 
evangélica luterana tiene derecho, de conformidad con la Ley finlandesa, a administrar 
sus propios asuntos. Es independiente en temas como el nombramiento de sus 
sacerdotes y su posterior servicio. La legislación aplicable deja a la Iglesia, como 
empleadora, que determine el período y el lugar de la actividad pastoral. El Tribunal 
señala que, al aceptar un empleo eclesiástico, los sacerdotes son conscientes de la 
posibilidad de traslado posterior y, por tanto, el demandante, aceptando servir como 
sacerdote en la Iglesia, se compromete a acatar sus normas que forman parte de la Ley 
de la Iglesia y del Reglamento del Procedimiento de la misma. 
En el asunto Leyla Şahin c. Turquía273, el TEDH  ha subrayado que el papel del 
Estado como organizador neutral e imparcial del ejercicio de las distintas religiones, 
credos y creencias, es propicio para el orden, la armonía y la tolerancia en una sociedad 
democrática religiosa. Asimismo, considera que el deber de neutralidad e imparcialidad 
estatal es incompatible con cualquier poder por parte del Estado para evaluar la 
legitimidad de las creencias religiosas o las formas en que se expresan las mismas
274
.  
En consecuencia, es la aplicación del principio de autonomía de las confesiones 
religiosas, el que da lugar a que el Tribunal vete al Estado la imposición a un 
determinado grupo religioso, de admitir a alguna persona entre sus fieles o a confiarle 
alguna responsabilidad religiosa
275
.   
De igual forma, en el caso Hassan y Tchaouch c. Bulgaria
276
, al que se remite la 
sentencia que analizamos, la Gran Sala del TEDH recordó y consagró la autonomía de 
las comunidades religiosas como pilar fundamental para el pacífico disfrute del derecho 
a la libertad de religión de los ciudadanos en los siguientes términos: “El derecho de los 
fieles a la libertad de religión supone que la comunidad pueda funcionar de forma 
pacífica, sin intervención arbitraria del Estado. En efecto, la autonomía de las 
comunidades religiosas es indispensable para el pluralismo en una sociedad democrática 
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y se encuentra, por tanto, en el propio seno de la protección brindada por el artículo 9. 
Presenta un interés directo no únicamente para la organización de la comunidad, como 
tal, sino también para el disfrute efectivo del derecho a la libertad de religión por parte 
del conjunto de sus miembros activos. Si la organización de la vida de la comunidad no 
estuviera protegida por el artículo 9 del Convenio, el resto de aspectos de la libertad de 
religión del individuo se verían fragilizados”277. 
Por último, la sentencia estudiada afirma en este sentido, que la definición de los 
criterios morales, en el origen de la no renovación pertenece exclusivamente a las 
autoridades religiosas, limitándose las jurisdicciones internas a examinar si otros 
motivos que no sean los estrictamente religiosos, han intervenido en la decisión de no 
designar al candidato a profesor, ya que sólo estos últimos están protegidos por el 
principio de  libertad religiosa
278
. 
5.2.5.- Control jurisdiccional para la salvaguarda de los derechos 
fundamentales 
Respecto al control jurisdiccional de las decisiones tomadas por las autoridades 
eclesiásticas, el Tribunal de Estrasburgo se remite a la legislación y la doctrina 
constitucional españolas. En concreto, acude al artículo 16.3 de la CE para indicar que 
en el derecho español la noción de autonomía de las comunidades religiosas está 
matizada por el principio de neutralidad religiosa del Estado y, por tanto, este principio 
impide al Estado pronunciarse sobre nociones tales como el escándalo o el celibato de 
los sacerdotes
279
.  
Cabe apuntar en este sentido, que la neutralidad ideológica del Estado no es 
explícitamente mencionada en la Constitución española sino que puede considerarse 
derivación o síntesis de otros principios constitucionales, como el pluralismo, la libertad 
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ideológica y religiosa y la aconfesionalidad del Estado que han sido desarrollados por la 
doctrina del Tribunal Constitucional
280
 y la legislación española
281
. 
Dentro de la normativa española, el mencionado artículo 16 de la CE establece 
un doble mandato constitucional a los poderes públicos para que mantengan relaciones 
con las confesiones religiosas y que estas sean de cooperación. Dicho precepto 
constitucional implica que el Estado es incompetente para pronunciarse sobre lo 
religioso en cuanto tal, derivándose de tal imperativo que en ningún momento cabe la 
confusión entre las funciones estatales y religiosas, limitándose el Estado a velar por la 
igualdad en el ejercicio de la libertad religiosa individual y colectiva dentro del orden 
público constitucional
282
. En definitiva, tal y como establece la doctrina del TC, el 
artículo 16.3 de la CE, “impide (…) que los valores o intereses religiosos se erijan en 
parámetros para medir la legitimidad o justicia de las normas y actos de los poderes 
públicos. Al mismo tiempo, el citado precepto constitucional veda cualquier tipo de 
confusión entre funciones religiosas y funciones estatales”283. 
La posición del TC ha seguido esta línea en los últimos años, precisando que “en 
su dimensión objetiva, la libertad religiosa comporta una doble exigencia, a que se 
refiere el artículo 16.3 CE: por un lado, la de neutralidad de los poderes públicos, ínsita 
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en la aconfesionalidad del Estado; por otro lado, el mantenimiento de relaciones de 
cooperación de los poderes públicos con las diversas Iglesias”284. 
A luz de esta doctrina, podemos entender que el hecho de que el Estado deba 
abstenerse de concurrir en materia religiosa no implica que por parte de las autoridades 
públicas deba ignorarse o perseguirse el fenómeno religioso manifestado en la profesión 
de las creencias religiosas y el culto tanto en la dimensión individual como colectiva, de 
forma privada o pública
285. Desde la perspectiva del Estado constitucional, “la 
neutralidad no puede fundarse, ni siquiera implícitamente, sobre una pretendida 
superioridad del saber secular sobre el saber religioso”286, pues ello supondría convertir 
el laicismo en confesión estatal, perdiendo el Estado su aconfesionalidad, su neutralidad 
y su laicidad
287
.  
El TEDH integra esta doctrina del Tribunal Constitucional español, subrayando 
que “en una sociedad democrática pluralista, la obligación de imparcialidad y 
neutralidad del Estado respecto a las distintas religiones, cultos y creencias es 
incompatible con cualquier facultad de apreciación por parte del Estado sobre la 
legitimidad de las creencias religiosas o sobre las modalidades de expresión de ésta”288.  
Para poder hablar de una sociedad verdaderamente plural y democrática es necesario 
que los poderes públicos garanticen el disfrute de los derechos de los ciudadanos, 
concretamente del derecho a la libertad ideológica y religiosa, en la forma en que se 
presenta en la sociedad, con las diferentes opciones que en ella se muestran
289
, sin 
pretender cambiar los valores y principios socialmente compartidos. Es por ello, por lo 
que, al amparo del artículo 9 del CEDH, cada Estado deberá garantizar el respeto de las 
creencias e ideales propios de sus ciudadanos sin interferir en el modelo de sociedad 
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democrática que por sí mismos y en el legítimo uso de sus derechos y libertades, han 
constituido. 
A la vista de la situación, en base a la neutralidad estatal, dispone el TEDH que 
la actuación del Estado debe limitarse al control jurisdiccional para garantizar que las 
confesiones religiosas, en la realización de sus actividades, guardan el debido respeto a 
los derechos fundamentales y las libertades públicas
290
. En este caso, según dicta la 
sentencia del TEDH, dicho control jurisdiccional ha sido apropiado ya que el 
demandante ha visto satisfecho su derecho a la tutela judicial efectiva al haber litigado 
ante todas las instancias jurisdiccionales españolas, las cuales garantizan plenamente la 
protección de sus intereses, es decir, que ha tenido la posibilidad de recurrir ante la 
jurisdicción ordinaria en dos instancias y presentar recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional
291
, siguiendo la línea marcada en el asunto anteriormente estudiado, 
Siebenhaar c. Alemania. 
5.2.6.- Los hechos en litigio son de naturaleza religiosa 
El TEDH dispone que la no renovación del contrato se debió únicamente a 
causas de motivación religiosa. Por consiguiente, a causa de los principios de libertad 
religiosa y neutralidad, el TEDH entiende que él mismo queda impedido de ir más allá 
en el examen relativo a la necesidad y a la proporcionalidad de la decisión de la no 
renovación, debiendo limitar su papel a comprobar que los principios fundamentales del 
orden jurídico interno o la dignidad del demandante, no han sido acusados
292
. 
En el caso de llevar más lejos un análisis en lo relativo a la necesidad y 
proporcionalidad de las causas de naturaleza religiosa que se invocan para no renovar la 
DEI, estaríamos ante una vulneración del principio de la libertad religiosa. La 
pretensión de establecer un control de la proporcionalidad pone en el mismo plano una 
creencia con una sanción y supondría juzgar el valor de dicha creencia,  lo que a su vez  
implicaría una injerencia en el orden interno de la Iglesia. La sanción religiosa impuesta 
por una norma de Derecho confesional permanece dentro del orden interno de la Iglesia, 
aunque produzca efectos de orden externo, lo que nos lleva a concluir que establecer un 
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juicio sobre la sanción sería establecer un juicio de valor sobre la norma que la 
garantiza, vulnerando con ello el derecho a la autonomía religiosa de la Iglesia
293
. 
Respecto a la proporcionalidad de la medida adoptada por el Obispado, el 
TEDH establece que “las jurisdicciones competentes han demostrado suficientemente 
que las obligaciones de lealtad eran aceptables en lo que tenían como objetivo, preservar 
la sensibilidad del público y de los padres de alumnos del Instituto”294. Considera que se 
rompió el vínculo de confianza que debe guardarse en una relación laboral tan particular 
como lo es la de un profesor de religión y moral católicas, teniendo en cuenta que según 
la situación personal del demandante, éste debía una obligación de lealtad más alta, ya 
que cuando comenzó a impartir sus clases aún no había recibido la dispensa del celibato 
y, por tanto, su situación canónica era la de «sacerdote casado»
295
. Por tanto, añade el 
Tribunal, que “cuando, como en este caso, el vínculo de confianza se rompe, el Obispo 
debe, en aplicación de las disposiciones del Código de Derecho Canónico, dejar de 
proponer al candidato para el puesto”296. 
De este modo, la sentencia establece que el Obispo actuó al amparo del principio 
de autonomía religiosa, según el deber requerido por las normas del Derecho canónico 
para salvaguardar el derecho de libertad religiosa en su dimensión externa y colectiva ya 
que el demandante, al optar libremente al puesto de trabajo, debía conocer las 
singularidades de la relación laboral que se le proponía, en tanto en cuanto, es potestad 
del Obispo proponer o no a los candidatos al puesto de profesor de religión de su 
Diócesis y conceder así la DEI, conforme al canon 805 CIC
297
. Nos encontramos así, 
ante una relación jurídico-canónica entre el profesor de religión y el Ordinario, que será 
una relación instrumental respecto a la sucesiva relación jurídico-civil del profesor de 
religión católica con la Administración educativa contratante
298
. El canon 805 CIC que 
introduce la propuesta del profesor de religión por parte del Ordinario, no consiste en 
una disposición arbitraria, sino que supone el reconocimiento de unas competencias 
eclesiales legitimadas por el Ordenamiento jurídico civil. Por tanto, “la propuesta es el 
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instrumento a través del cual se proyecta la intervención de la Iglesia en aquella relación 
civil que permite el desempeño, a tenor de las prescripciones legales, del encargo de la 
docencia religiosa”299, teniendo en cuenta que el desarrollo de la docencia religiosa no 
se limita a exponer de manera crítica los dogmas y principios de la religión católica sino 
que se extiende a transmitir una experiencia de fe y, por tanto, la valoración acerca de si 
una persona es apta para llevar a cabo dicho testimonio de fe corresponde al juicio de la 
autoridad eclesiástica que en el caso de la Iglesia católica es el Ordinario del lugar, a 
tenor del precepto canónico mencionado
300
. 
Por tanto, el Tribunal estima que al no renovar el contrato del demandante, “las 
autoridades eclesiásticas no han hecho más que cumplir con las obligaciones que les 
incumben, aplicando el principio de autonomía religiosa”301. 
5.2.7.- Las exigencias profesionales impuestas por el empleador son 
legítimas  
El TEDH hace alusión a la Directiva 78/2000/CE, de 27 de noviembre de 2000, 
relativa al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y 
la ocupación, para sostener que es totalmente acorde a Derecho que un empleador 
establezca determinados requisitos profesionales a sus empleados para desarrollar su 
labor profesional, debido a que el objeto del empleo tiene como fundamento una ética 
religiosa
302
.  
Como punto de partida respecto a la particular relación laboral de los profesores 
de religión en España, hemos de indicar que la misma, como toda relación laboral, “aún 
siendo en rigor una relación de derecho privado, se halla sometida a una normativa que 
presenta alguna de las características de derecho público, (…) lo que determina que en 
el mundo de las relaciones del trabajo la voluntad de las partes sea menos autónoma, y 
esté sometida a determinados condicionantes”303, acentuándose la importancia de estos 
condicionantes en los supuestos en que el objeto del empleo tenga como fundamento 
una ética religiosa.   
                                                 
299
 J. OTADUY, “Relación jurídica de los profesores…”, cit., p. 465. 
300
 Cfr.  S. CAÑAMARES ARRIBAS, “El control jurisdiccional…”, cit., p. 282. 
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Como elemento aclaratorio a la hora de definir la relación laboral ante la que nos 
encontramos, el TEDH alude a la atención que han dedicado los tribunales españoles 
para “precisar que los profesores de religión en los establecimientos de enseñanza 
pública no pueden ser considerados como funcionarios, sino que se trata de personal de 
carácter contractual, en contraposición a los funcionarios”304. Es importante resaltar que 
en este caso, la Iglesia no es el empleador directo del profesor de religión sino que es el 
Obispado quien propone al candidato y es la Administración educativa quien lleva a 
cabo la contratación. Por tanto, entre el Obispo y el profesor se establece un vínculo de 
confianza, que según expone la sentencia, “implica obligatoriamente, ciertas 
particularidades que diferencian a los profesores de religión y de moral católica de los 
demás  docentes, quienes se enmarcan en una relación jurídica neutra entre la 
Administración y los particulares. Por tanto, no es irrazonable exigir una obligación de 
lealtad acrecentada por parte de estos docentes”305. En este sentido, es el artículo 4.2 de 
la Directiva 78/2000/CE, el que dispone el régimen específico relativo a la religión, 
declarando la obligación general de buena fe y de lealtad hacia la ética de la 
organización si así lo exigieran las Iglesias y las demás organizaciones públicas y 
privadas cuya ética se base en la religión o las convicciones.  
Como se dispone en esta sentencia, lo expuesto por esta Directiva es de directa 
aplicación al caso, pues si no se tuviera en cuenta la especial relación laboral de los 
profesores de religión y se aplicase la legislación laboral ordinaria, podríamos llegar a 
una colisión severa con la doctrina de la Iglesia católica que redundaría en una 
vulneración del núcleo esencial de la libertad religiosa en su vertiente colectiva, ya que 
sólo a ésta corresponde determinar conforme a su doctrina cuáles son las exigencias que 
los trabajadores deben cumplir, quedando bajo el control jurisdiccional la comprobación 
de la concurrencia “de razones de naturaleza religiosa que ostenten un suficiente nivel 
de seriedad, coherencia e importancia que justifiquen la prevalencia de la libertad 
religiosa colectiva sobre la discriminación de los trabajadores”306. 
Identificados estos extremos, la enseñanza de la religión y la moral católicas es 
el objeto del contrato laboral, lo que pone de manifiesto la doble dimensión, contractual 
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y espiritual, de la relación laboral existente, quedando vinculada dicha tarea tanto a la 
organización en sí, la Iglesia católica, como a su ética
307
. Por ello, en el caso de que un 
profesor de religión se apartara de la concepción moral y religiosa de la Iglesia católica, 
ésta tiene la potestad de no renovar el certificado de idoneidad por falta de testimonio 
cristiano, quedando amparada dicha facultad en el artículo 4.2 de la Directiva
308
. Por 
tanto, dispone el TEDH que la obligación de lealtad que debía guardar el demandante 
tenía el fin legítimo de “preservar la sensibilidad del público y de los padres de los 
alumnos del instituto (…) aún más cuando los destinatarios directos de las enseñanzas 
del demandante son niños menores, vulnerables e influenciables por naturaleza”309 y, en 
consecuencia, el demandante debía haber mantenido la lealtad debida para no crear 
ningún tipo de escándalo público.  
Tal y como hiciera anteriormente en el caso Siebenhaar c. Alemania, el Tribunal 
considera que el deber de lealtad, manifestado en la exigencia de reserva y discreción de 
su situación, estaba acrecentado en base a la vulnerabilidad de los niños menores de 
edad que debían recibir sus enseñanzas
310
. Este nivel de exigencia mayor, tal y como 
queda recogido en las sentencias del Tribunal Superior de Justicia de Murcia y del 
Tribunal Constitucional
311
, se justifica en los artículos 16.1 y 16.3 de la CE que recogen 
el derecho de las confesiones religiosas a la impartición de su doctrina en el marco del 
sistema de educación pública y en el artículo 27.3 de la CE, que garantiza el derecho de 
los padres a la educación religiosa de sus hijos.  
5.2.8.- Fallo 
Vistos los diferentes fundamentos jurídicos, apelando al margen de apreciación 
de los Estados
312
, la sentencia concluye con la consideración de que no ha habido 
violación del artículo 8 del CEDH, porque los Tribunales españoles correspondientes 
han tutelado rectamente los intereses de las dos partes en conflicto, de tal forma que la 
decisión del Obispo de no renovar el contrato del profesor se enmarca en el ámbito del 
principio de libertad religiosa en su vertiente colectiva amparado por el Convenio, sin 
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haberse realizado ninguna injerencia en el derecho a la vida privada y familiar del 
demandante.  
La votación del fallo a este respecto se llevó a cabo por 6 votos a favor y uno en 
contra, siendo el autor de la opinión parcialmente disidente, el juez español Saiz Arnaiz.  
El pasado 30 de enero del presente año, el asunto Fernández Martínez contra España 
fue llevado ante la Gran Sala del TEDH, celebrándose la audiencia pública en revisión 
del caso ante 17 magistrados. Se estima que en unos seis meses, desde que tuvo lugar la 
celebración de la audiencia, la Gran Sala dará a conocer el fallo de la nueva sentencia 
ante la que no cabe recurso alguno. 
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6.- CONCLUSIONES 
Tras el análisis realizado sobre la legislación nacional y europea acerca de la 
contratación laboral de los profesores de religión en España y el principio de autonomía 
de las confesiones religiosas, así como el estudio de la doctrina del Tribunal 
Constitucional y del Tribunal de Estrasburgo respecto al reconocimiento y valoración de 
los derechos de los empleados de las Iglesias y confesiones religiosas cuando entran en 
conflicto con la autonomía de éstas, hemos comprobado que existen unos elementos 
jurídicos constantes y unas coordenadas orientativas que nos sitúan ante un escenario 
legal sobre el que llevar a cabo la ponderación de los derechos enfrentados. 
De entre estos elementos y coordenadas en los que se basa la normativa y las 
resoluciones judiciales estudiadas, destacamos especialmente algunos puntos de interés. 
El principal elemento que está presente en los litigios analizados es la religión. 
Cabe estimar que la religión no es lo que cada creyente entiende que es, sino un 
conjunto de dogmas y creencias estables y venerables, de origen teológico y, por tanto, 
de carácter universal
313, cuyas “comunidades religiosas existen tradicional y 
                                                 
313
 Sobre la dificultad de establecer una definición sobre el concepto de «religión» vid, R. SANDBERG, 
“Defining religion: towards an interdisciplinary approach”, en RGDCDEE 17 (2008). Incluye la posición 
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del CEDH, pp. 17-18. También, vid., R. PALOMINO LOZANO, Religión y derecho comparado, Iustel, 
Madrid 2007, pp. 198 y ss. 
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universalmente bajo la forma de estructuras organizadas”314. De tal modo, que si dichos 
dogmas o estructuras organizativas fueran sometidos a juicios externos, la religión 
dejaría de ser lo que es para convertirse en otra cosa, véase “una mezcolanza de ética 
social, pensamiento institucional de poder, psicoterapia, técnica de meditación, servicio 
de museo, gestión de cultura y trabajo social”315.  
Desde esta perspectiva, se presenta el reconocimiento del derecho de libertad 
religiosa como un derecho fundamental concebido tanto en su vertiente individual como 
en su vertiente colectiva, cuya titularidad, en este último caso, es ostentada por las 
confesiones religiosas. Además, como todo derecho fundamental, el derecho de libertad 
religiosa nace de la dignidad del hombre, lo que significa que no es una concesión de 
los Estados. Por todo ello, ante la universalidad de la religión y de su ordenamiento 
interno, existen presupuestos básicos que deben ser considerados cuando la libertad de 
religión, individual o colectiva, colisiona con algún otro derecho.  
A raíz de ello, aparece entonces el principio de autonomía de las confesiones 
religiosas. La autonomía de las confesiones religiosas tiene como esencia el principio de 
neutralidad del Estado y el derecho de libertad religiosa, en su dimensión colectiva, por 
lo que no se trata de un derecho concedido por el Estado de forma arbitraria. Merece así, 
el reconocimiento legislativo del que goza tanto en España (art. 16 CE y art. 6 LOLR) 
como en el ámbito europeo (arts. 9 y 11 CEDH y Directiva 78/2000/CE). 
El Tribunal de Estrasburgo confirma este planteamiento al considerar dicha 
autonomía como una garantía de la libertad religiosa de los individuos y de las 
comunidades religiosas en su dimensión colectiva, sosteniendo que el Estado debe 
mantenerse al margen del funcionamiento interno de las religiones, absteniéndose de 
cualquier intervención arbitraria, pues dicha autonomía presenta un interés directo no 
sólo para la organización de la propia comunidad, sino también para el efectivo disfrute 
para la totalidad de sus miembros de su derecho a la libertad de religión
316
.  
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De igual modo, en virtud del principio de autonomía de las confesiones 
religiosas, el Tribunal Constitucional entiende que “la determinación del credo 
religioso, objeto de enseñanza ha de ser, por tanto, el definido por cada Iglesia, 
comunidad o confesión, no cumpliéndole al Estado otro cometido que el que se 
corresponda con las obligaciones asumidas en el marco de las relaciones de cooperación 
a las que se refiere el art. 16 de la Constitución”317 y, en consecuencia, compete a la 
Iglesia y no al Estado determinar cuáles son los requisitos de idoneidad que debe reunir 
un candidato a profesor de religión cuya tarea es enseñar la doctrina religiosa
318
. 
De igual forma, al amparo de la autonomía confesional y el principio de 
neutralidad estatal, las confesiones están legitimadas para establecer las obligaciones de 
lealtad de sus empleados siempre y cuando éstas sean respetuosas con la normativa 
constitucional, por consiguiente, la apreciación de las conductas que sean contrarias a 
las normas morales y religiosas corresponde únicamente a las confesiones religiosas. 
En el caso Fernández Martínez, así como en todos los demás estudiados, existe 
unanimidad de criterio respecto a la naturaleza religiosa de los litigios, por cuanto en las 
no renovaciones de los certificados de idoneidad en los casos españoles y en los 
despidos de los empleados en los casos alemanes, el objeto de cada conflicto es privar a 
una persona del ejercicio de una función de naturaleza religiosa. 
Por otra parte, para ponderar la proporcionalidad de la medida tomada por las 
autoridades religiosas en unos casos, la retirada de la DEI y, en otros, el despido, se ha 
de integrar junto al derecho a la libertad religiosa de las comunidades, el derecho de los 
padres a escoger para sus hijos una formación religiosa y moral conforme con sus 
convicciones y a la vista de la relación entre éstos, dirimir si las obligaciones de lealtad 
impuestas a los profesores y empleados de las distintas confesiones religiosas son justas 
y razonables.  
Esta valoración se aprecia en el asunto Fernández Martínez contra España, en el 
que el TEDH establece que las obligaciones de lealtad impuestas al profesor “eran 
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aceptables en lo que tenían como objetivo, preservar la sensibilidad del público y de los 
padres de alumnos”319. 
El medio por el que los poderes públicos pueden llevar a cabo el control de 
legitimidad y proporcionalidad de las decisiones tomadas por las autoridades 
competentes de las respectivas Iglesias y comunidades religiosas, es la acción judicial, 
es decir, mediante el establecimiento de un sistema de jurisdicción competente que 
revise el respeto de las decisiones de las autoridades religiosas a los derechos 
fundamentales y las libertades públicas. En la medida en que los litigios donde se 
discute el despido de un empleado encargado de tareas religiosas —en particular en el 
caso español, un profesor de religión— a causa de su comportamiento en el ámbito de 
su esfera privada se enmarcan dentro del Derecho laboral, el Estado debe garantizar un 
sistema judicial competente que permita el control de dichas decisiones
320
.  
Por otra parte, consecuencia del principio de autonomía de las confesiones 
religiosas es que los poderes públicos, ante las decisiones de naturaleza religiosa 
adoptadas por las autoridades eclesiásticas, deben limitarse a valorar que 
verdaderamente la materia del litigio es de naturaleza religiosa, que tales decisiones son 
respetuosas con el ordenamiento jurídico y que no han sido adoptadas arbitrariamente 
sino que los intereses de ambas partes han sido estimados de forma correcta.  
Finalmente, como muestra de la necesidad de los elementos que acabamos de 
introducir a este escenario legal, cabe citar la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
estadounidense del año 2012, respecto al conocido caso Hosanna-Tabor
321
, que sigue 
idéntica trayectoria en cuanto al planteamiento de los fundamentos jurídicos y sus 
consecuencias legales.  
En este caso, un organismo de la Iglesia evangélica luterana de EE.UU. rescinde  
el contrato de trabajo de una profesora ante la contrariedad de su comportamiento 
privado con los preceptos religiosos. El TS americano, en virtud de la “excepción 
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ministerial”322, reconoce el “derecho de las confesiones religiosas a tener una esfera 
privada en la que son libres para gobernarse a sí mismos, de acuerdo con sus normas de 
funcionamiento”323 y, por ello, entiende válido el despido llevado a cabo por las 
autoridades de la Iglesia luterana. 
Pues bien, a lo largo de este trabajo, hemos comprobado como los elementos 
jurídicos anteriormente citados, tienen su justificación normativa y son valorados en 
todas las sentencias analizadas. Sin embargo, a pesar de la precisión y claridad de los 
similares planteamientos jurídicos que llevan a cabo tanto el TC como el TEDH, 
fundamentalmente en cuanto a la autonomía de las comunidades religiosas y la 
incompetencia de los Estados para valorar la legitimidad de las decisiones adoptadas en 
el seno de las Iglesias y confesiones religiosas respecto a asuntos de estricta naturaleza 
religiosa, las respectivas resoluciones judiciales han derivado en fallos dispares, 
originándose, por tanto, efectos jurídicos diferentes. 
En efecto, nuestro Tribunal Constitucional estableció en el año 2007 una 
doctrina en la que se dispone que el credo religioso objeto de enseñanza ha de ser el 
definido por cada Iglesia, no cumpliéndole al Estado otro cometido que el que se 
corresponda con las obligaciones asumidas en el marco de las relaciones de cooperación 
y, por tanto, ha de corresponder a las confesiones la competencia para el juicio sobre la 
idoneidad de las personas que hayan de impartir la enseñanza de su respectivo credo, 
permitiendo la Constitución que este juicio se extienda a los extremos de la propia 
conducta, hasta el punto de ser determinante de la aptitud o calificación para la 
docencia
324
. A la luz de esta doctrina, el TC falla en igual sentido en las dos sentencias 
del año 2007, dando preeminencia a la libertad religiosa en su dimensión colectiva de la 
Iglesia católica, al considerar válida la exigencia de la DEI expedida por el Obispo 
diocesano como requisito de capacidad para impartir la enseñanza de la religión católica 
en un colegio público.  
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El efecto fundamental que se deriva de estos fallos, implica el reconocimiento 
del derecho de la Iglesia católica a proponer a las personas que considere capacitadas 
para impartir la doctrina y moral católicas, pudiendo tomar en consideración para ello, 
las convicciones religiosas de los candidatos que decidan concurrir al puesto de trabajo. 
Paradójicamente, en la STC 51/2011, de 14 de abril de 2011, el Tribunal, a pesar 
de valorar en idéntico sentido que las anteriores la doctrina mencionada
325
, emitirá su 
fallo en dirección opuesta. Establece expresamente que no existen datos que permitan 
afirmar que la no propuesta de la demandante como profesora de religión se haya 
debido a motivos o criterios ajenos al derecho fundamental de libertad religiosa de la 
Iglesia católica
326
. No obstante, en su dictamen final declara que la razón aducida por el 
Obispado para justificar su decisión de no proponer a la demandante “no guarda 
relación con la actividad docente desempeñada de la demandante, pues no afecta a sus 
conocimientos dogmáticos o a sus aptitudes pedagógicas, sino que se fundamenta, en un 
criterio de índole religiosa o moral, en cuanto el Obispado de Almería considera que la 
decisión de la demandante de contraer matrimonio en forma civil puede afectar al 
ejemplo y testimonio personal de vida cristiana que le es exigible según la doctrina 
católica respecto del matrimonio. Sin embargo, este criterio religioso no puede 
prevalecer, por sí mismo, sobre los derechos fundamentales de la demandante en su 
relación laboral como profesora de religión y moral católica”327. 
He aquí que aún sosteniendo idéntica fundamentación jurídica que en las 
sentencias precedentes, el TC emite un dictamen falto de coherencia con sus propias 
tesis y sin ninguna justificación que demuestre la causa del cambio de criterio.  
Finalmente, los últimos en subirse al escenario jurídico planteado, serán los 
jueces de la Gran Sala del TEDH que decidirán sobre el recurso planteado en el asunto 
Fernández Martínez c. España. Corresponde a estos 17 magistrados decidir si 
interpretan el guión jurisprudencial que con su propia doctrina han creado o, si por el 
contrario, como hiciera el TEDH en el asunto Schuth c. Alemania, se sirven de los 
elementos y fundamentos jurídicos para realizar un salto acrobático y alejarse así, de las 
consecuencias lógicas de sus propios razonamientos. 
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